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S U M A R I O  
Se abre la sesión a las once de la mañana. 
Proyecto de Constitución (XVl l ) .  
Artículo 107.-lntervienen los señores López 

Rodó, Peces-Barba Martínez, Fraga IribGr- 
ne, Pérez-Llorca Rodrigo, Martír! Toval y 
Cisneros Laborda. El setíor Martín Toval 
hace una pequeña corrección a su enmien- 
da. Se vota en su integridad el artículo 107, 
admitiendo ¿a enmienda «in vwen defendi- 
da por el Grupo Socialista y aceptada por 
01 Grupo de Unión de Centro Demwrútico, 
que es aprobado por unanimidad, con 31 
votos. 

Artfculo 108.-EI señor Solé Tura defiende la 
enmienda del señor Sánchez Montera El 
señor Cisnerus Laborda consume un turno 
en contra. El señor Peces-Barba Martínez 

defiende una enmienda «in vocea al apar- 
tado 6. El señor Fraga lribarne defierzde una 
enmienda «in voce» al apartado 5. Se vota 
la enmienda del señor Sánchez Mcntero, 
que es rechazada por 26 votos en contra y 
dos a favar, con una abstención. El señor 
Fraga lribarne da lectura a su enmienda «in 
vocen ai apartado 5. Se votan los uparia- 
dos 1 ,  2, 3 y 4, que son aprobados por 27 
votos a favor y ninguno en contra, con dos 
abstenciones. El señor Pérez-Llorca Rodri- 
go da cuenta de que la Ponencia ha delibe- 
rado y ha llegado a un texto recogiendo las 
erqmiendas defendidas, texto que lee. Los 
señores Peces-Barba Martínez y Fraga lri- 
barne se muestran conformes y retiran sus 
enmiendas. Se votan los apartados 5 y 6 de 
acuerdo con el texto leído y son aprobados 
por 30 votos a favor y ninguno en contra, 
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sin abstenciones. El señor Solé Turcr expli- 
ca su voto. 

iirtículo 1 Og.-Zntervienen los señores Gastón 
Sanz, Barrera Costa, Sotillo Martí, Attard 
Alonso, Ruiz Mesldoza, Fraga Zribarne, Ro- 
ca Junyent y Solé Barberá. Nueva interven. 
ción del señor Fraga Zribarne y seguidamen- 
te de los señores Martín Toval, Roca Jun- 
yent y Pérez-Llorca Rodrigo. Se votan las 
enmiendas al apartado 1 ,  que son rechaza- 
das por 33 votos en contra y dos a favor, 
sin abstenciones. A continuación se vota el 
texto de la Ponencia, que es aprobado por 
34 votos a favor y ninguno en contra, con 
una abstención. Se votan los apartados 2, 
3 y 4 del texto de la Ponencia, que son 
aprobados por unanimidad, con 34 votos. 
En relación con el apartado 5, el sefior Vi- 
cepresidente da lectura al nuevo texto al 
que se ha llegado, texto que es aprobado 
por unanimidad, con 34 votos. El señor Vi- 
cepresidente lee el nuevo texto del aparta- 
do 6, que es aprobado por unanimidad, con 
36 votos, y queda totalmente aprobado ei 
artículo 109. 

El señor Martín Toval se refiere a una en- 
mienda «in voce» que formuló en su mo- 
mento para un apartado adicional a este ar- 
tículo 109. El señor Pérez-Llorca Rodrigo 
propone que se debata como artículo 109 
bis y en su momento será intercalado don- 
de corresponda. E l  señor Vicepresidente lee 
la enmienda del señor Martín Tovul para 
dicho apartado adicional, que fue  aprobada 
por unanimidad. 

Artículo 11  7.-El señor Vicepresidcnte, ante 
la sugerencia que ha sido hecha, de que al. 
gunas en,miendas formuladas al artículo 109 
deberían [insertarse en el 1117, pasa a de- 
batir este artículo. El señor De la Fuente 
y de la Fuente defiende en una las tres en. 
miendas del Grupo de Alianza Popular. Tur- 
no en contra del señor Peces-Barba Martí- 
nez. Para rectificar intervienen nuevamente 
los señores De la Fuente y de la Fuente y 
P&es-Barba Martínez. Se votan lca enmien- 
das unificadas de los señores Caro, De la 
Fuente y de la Fuente y Fernández de la 
Mora y Mon, que fueron rechazadas por 32 
votos en contra y dos a favor, sin absten. 
ciones. Se vota a continuación el texto dc 

la Ponencia con la adición propuesta, que 
es aprobado por unanimidad. 

;e suspende la sesión. 
ie reanuda la sesión.-Artículo 11 0.-Retira- 
das las enmiendas a este artículo, se aprue- 
ba por 26 votos a favor y ninguno e0 con- 
tra, sin abstenciones. 

irtículo 1 1  1 .-Zntervienen los señores Ruiz 
Mendoza, Cuerda Montoya y Vdzquez Gui- 
llén. El señor Presidente lee la enmienda 
«in wcen defendida por el señor Ruiz Men- 
doza, a la que se une el señor Cuerda Mon- 
toya. Se vota la enmienda «in V O C ~  del 
señor Ruiz Mendoza, unida a la del señor 
Cuerda Montoya, que son rechazadas por 
22 votos en contra y 13 a favor, con una 
abstención. Se vota a continuación el texto 
de la Ponencia, que es aprobado por 35 vo- 
tos a favor y ninguno en contra, con una 
abstención. Intervienen para explicar d vo- 
to  los señores Roca Junyent y Cisneros La- 
borda. El señor Cuerda Montoya plantea 
una cuestión de orden en refla~ión con el 
resultado de la votación anterior de su en- 
mienda. A petición del señor Cisneros La- 
borda, en nombre del Grupo de Unión de 
Centro Democrático, se repite la votoc.ión 
de aquella enmienda, con el siguiente resul- 
tado: Votos a favor, 13; en contra, 19; abs- 
tenciones, una. El señor Presidente declara 
que este último resultado sustituye al que, 
por error, se indicó anteriormente. Conti- 
nuando las explicaciones de voto, intervie- 
nen los señores Solé Barberá, Castellano 
Cardalliaguet y Fuejo Lago. 

Se suspnde la sesión a las dos y treinta mi- 
nutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cinco y cinco mi- 
nutos d e  la tarde. 

Artículo 1 12.-El señor Alzaga Villamil de- 
fiende una enmienda «in vote» de  supre- 
sión del apartado 4. Se votan los apartados 
1, 2 y 3 del texto de la Ponencia, que son 
aprobados pur 30 votos a favor y ninguno 
en contra, sin abstenciones. A continuación 
se vota la enmienda de Unión de Centro 
Democrático de supresión del apartado 4, 
que es aprubada por 29 votos a favor y nin- 
guno en contra, con dos abstenciones. 

Artículo 113.-El señor Fraga iribarne dala, 
ra que se mantiene la enmienda del señor 
De la Fuente y de la Fuente que propone la 
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adición de  una frase al final del artículo. Se 
vota el texto de la Ponencia para este ar- 
tículo, con la adición propuesta, que es 
aprobado por 29 votos !a favor y ningyno 'en 
contra, con dos abstenciones. 

Artículo 114.-El señor López Rodó defiende 
su enmienda proponiendo la adición de un 
nuevo apartado entre el 1 y el 2, enmienda 
a la que da lectura. Intervienen los seño- 
res Bolea Foradada, López Rodó y Peces- 
Barba Martínez. El señor Solé Barberá de- 
fiende una enmienda al apartado 2. Nueva 
intervención del señor Bolea Foraclada. El 
señor Peces-Barba Martínez defiende una 
enmienda «in vocen, también al apartado 2. 
También el señor Cisneros Laborda presen- 
ta una enmienda «in voce», rectificando la 
del señor Peces-Barba Martínez. El señor 
Solé Barberci retira la suya. 

Apartado 3.-El señor Presidente lee las dos 
enmiendas presentadas. Intervienen los se- 
ñores Peces-Barba Martínez, López Rodó, 
Solé Barberá y Cisneros Laborda. 

El señor Vizcaya Retana defiende una en- 
mienda de adición de un nuevo apartado. 

Se vota el apartado 1,  que es aprobado por 
unanimidad, con 34 votos. Se vota a conti- 
nuación la enmienda del señor López Rodó, 
de inclusión de un apartado 1 bis, que es 
rechazada por 17 votos en contra y dos a 
favor, con 15 abstenciones. Se vota la se. 
gunda parte de la enmienda de2 señor Ldpez 
Rod6 para el apartado 1 bis, que es recha- 
zada por 32 votos en contra y dos a favor, 
sin abtencwnes. Intervienen los setiores 
Fraga Zribarne, Peces-Barba Martínez y Cis. 
neros Laborda. Se vota el apartado 2 del 
texto de la Ponencia, con la adición admi- 
tida por el Grupo de Unión de Centro De- 
mocrático, que es aprobado por ulzanimi- 
dad, con 34 votos. Se vota la enmienda del 
Grupo Socialista a la primera -parte del apar- 
tado 3, que es aprobada por unanimidad, 
con 34 votos. Por último se vota la enmien. 
da a la segunda parte del apartado 3, que 
es aprobada por unanimidad. A petición del 
señor Peces-Barba Martínez, el señor Pre- 
sidente da lectura al texto definitivo del 
apartado 3 ,  tal como ha quedado aprobado. 
Para explicar el voto intervienen los seño. 
res Cisneros Laborda, Bolea Foradada, Fra- 
ga Iribarne y Peces-Barba Martínez. El se. 

ñor Presidente declara su satisfacción por 
el respeto y tributo que se ha dedicado a la 
abogacía con su mención especial en el 
nombramiento del Consejo General por. to- 
dos los Grupos que integran el Parlamento. 

Se  suspende la sesión. 
Se reanuda la sesión.-Artículo 115.-Obser- 

vación del señsor Roca Junyent. Zntervienen 
los señores Letamendía Belzunce y Fraga 
Iribarne. Aclaración da1 señor Presidente. A 
continuación intervienen los señores Martín 
Toval, Soler Barberá y Peces-Barba Martí- 
nez. Se vota el texto de la Ponencia, que es 
apr-obado por unanimidad, con 35 votos. 

Artículo 116.-El señor Rodríguez-Miranda 
Gómez formula una enmienda «in voce)). 
Zntervienen los señores Solé Barberá, Cis- 
neros Laborda, Peces-Barba Martínez, Frq- 
ga Zribarne y Martín Toval. Puntwlizacio- 
nes del señor Presidente. Nueva interven- 
ción del señor Cisneros Laborda y del señor 
Peces-Barba Martínez. Aclaración del señor 
Cisneros Laborda. Se vota el apartado 1 ,  
que es aprobado por unanimidad, con 34 vo- 
tos. El señor Presidente lee la enmienda del 
señor Solé Barberá al apartado 2, que es 
aprobada por 15 votos a favor y dos en oon- 
tra, con 18 abstenciones. No se vota, por 
tanto, el texto de la Ponenoia. Se vota el 
apartado 3 del texto de la Ponencia, que es 
aprobado por unanimidad, con 33 votos. Se 
vota la enmienda «in voce» de Unión de 
Centro Democrático, para el apartado 4, que 
es aprobada por 21 votos a favor y 12 en 
contra, sin abstenciones. 

Artículo 11 7.-(Fue debatido y aprobado con 
anterioridad.) 

Artículo 11 8.-Se aprueba por unanimidad el 
texto de la Ponencia, con 33 votos. 

Artículo 119.-El señor López Rodti formula 
una enmienda «in vocen, a la que da lectura. 
Zntervienen los señores Roca Junvent, Cas- 
tellano Cardalliaguet, Gil-Albert Velarde, 
Solé Barberá y Bolea Foradcuia. Nueva in- 
tervención del señor Castellano Cardallia. 
quet y del señor Bolea Foradada. El señor 
Solé Tura plantea una cuestión de orden, 
que recoge el señor Presidente. Nueva in- 
tervención del señor Rroca Junyent para 
aclarar su anterior enmienda «in voce». Pre- 
vio el oportuno asentimiento de los intere. 
sados, se someten a votación conjuntamente 
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las enmiendas y votos particulares que aca- 
ban ds ser defendidos, que fueron rechaza- 
das por 18 votos en contra y 13 a favor, 
sin abstenciones. Aclaración del señor Ca- 
rro Martfnez a la enmienda del señor López 
Rodó. El  señor Presidente lee el texto clefi- 
nitivo para el apartado 1, qus fue aprobado 
por 18 votos a favor y í 3  en contm, sin abs- 
tenciones. Se wta  a continuación la adición 
a este apartado 1 propuesta p<w la Minoria 
Catuiana, que es aprobada por unanimidad, 
con 33 votos. Seguidamente se vota el apar- 
tado 2 del texto de la Ponencia, que es 
aprobado por unanirnidaá, oon 33 votos. 

Se ievanta la sesión a las ocho y cuarznta y 
cinco minutos de h noche. 

Se abre la sesión a la- once de la mañana. 

Artículo 107 El señor PRESIDENTE: Procede iniciar el 
debate del inlforme de la Ponencia del artícu- 
lo 107, antiguo 93. 

Tiene la palabra el señor Lápez Rodó. 

El señor mPEZ RODO: Tengo una enmien- 
da al antiguo artículo 93, hoy 107, del pro- 
yecto de la Ponencia, cuya enmienda consiste 
en añadir al final de este artículo una cole- 
tilla en la que se precise el plazo en el cual 
deberán tener hgar  las elecciones después 
de la disolución del Congreso, porque entien- 
do que un teuna tan importante como la con- 
vocatoria de deccicmes \para un nuevo Con- 
greso una vez disuelto éste no puede quedar 
ausente de la Cmstituci6n. 

Mi propuesta es que se diga que deberán 
tener hgar entre los treinta y los sesenta dias 
después de Ia d4solwión. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor López Rodó. Es la enmienda número 691 
al último a-partado de 1- tres de que consta 
el precepto que estamos debatiendo. 

El señor UEPEZ RODO: Pero como se ha 
alterado el orden de este precepto, ahora don- 
de tiene cabida la enmienda mía es en el nue- 
vo apartado 1, no en el 3. 

Digo que de este modo, además, se guarda- 
ría una analogía con lo que la propia Ponen- 

cia nos propone para el artículo 63 en su nue- 
vo apartado 4, que recoge también una en- 
inienda mía. 

Efectivamente, el nuevo apartado 4 del ar- 
tículo 63, en el texto de la Ponencia, dice: 
«Las elecciones tendrán lugar entre los trdn. 
ta y srisenta días de la tenninacuón del 
mndato)). De modo que cuando el Congreso 
termina normalmente su mandato la Comti- 
tución establece que las elecciones para el 
nuevo Congreso tendrán lugar entre los trein- 
ta y los sesenta días de la terminación de di- 
cho mandato; pero cuando llcus Cortes no ter- 
minan su mandato, cuando el Congreso no 
termina su mandato, que es el supuesto que 
contempla el artículo 107, cuando el Congre- 
so es disuelto, creo que hay que decir la 
mismo, e incluso cloll mayor razón, porque si 
se trata de la expilraci6n normal del mandato 
parece que todo andará normalmente y que 
se convocarán normalmente las elecciones pa- 
ra el siguiente Congreso y, en cambio, cuan. 
do ha habido el t r a m a  de una disdwión 
pueden quedar les cosas más en el aire y es 
más necesario que nunca consignar el plazo 
en que deberán tener lugar las elecciones para 
el siguiente Congreso. 

Por estas razones, que son fundm\enttal- 
mente m h r  una laguna, y luego conservar 
la anallogia reswto deil apartado nuevo que 
la Ponencia propone para el artfcdo 63, yo 
solicito que se añadan al1 final da1 apartado 1 
las palabras «que deberán tener lugar entre 
los treinta y los men ta  días después de  la 
disolución». 

E4 señor PRESIDi3JTE: Time la palabra el 
seiíor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Para 
indicar que, c m o  d propio SeAw L6pez Ro- 
dó ha dicho, el artículo 63, número 4 nuevo, 
al decir «las elecciones tendrán lugar entre 
los treinta y sesenta días de la terminación 
del mandato>), no se refierd exclusivmente, 
entendemos, al evento que el señor López Ro- 
d6 ha señalado, sino que la tmdnación del 
mandato se produce por haber expirado el 
plazo de tiempo de duración del Congreso 
elegido, y también por disoilución. Si esta in- 
terpretación es ya suficiente, en todo caso, 
una interpretación sistematiqa de Ia Csnsti. 
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tución nos llevaría claramonte a la idea de 
qlw, cuando eil artículo 107 dice &ijar& la f e  
cha de las elecciones d Cmgmwn, es nece- 
sario entenderlo en conexión coll el artícu- 
lo 63, apartado 4, y, por consiguiente, tendrá 
que ser entre los treinta y sesearta días de la 
t d n a c i 6 n  del mandato. Es un añadido que 
consideramos inútil y por esa razón estamos 
a favor del mantenilmiento del texto tal como 
está. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Me pregunto 
si el señor Peces-Barba entendería que, par- 
tiendo en parte de su interpretación, se dijese 
en el artículo 63 ((expiración de su mandato 
o en caso de disolución». Porque eso sí que 
quedará claro y se podría resolver el pro- 
blema sin dudas de ninguna clase. 

Ed señor PEREZ-LLORCA RODRIGO: Al- 
ternativamente con ía propuesta del seflor 
Fraga y entendiendo que la doctrina sosteni- 
da por el señor Peces-Barba es la correcta, 
en el sentido de que el mandato expira, en 
cualquier caso expira por razones ordinarias 
de paso del tiempo o por razones extraordi- 
narias de disolución. Lo que se podría poner 
en el artículo 63 sería: ( A  la expiración del 
mandato por cualquier causa». Entonces que- 
daría el tema resuelto. 

El señor FRAGA IRIBARNE: De acuerdo. 

El señor PRESIDENTE: Agradecería a 
SS. SS. tuvieran la atención de mandar una 
nota que sirviera de enmienda «in vocem para 
ponerla a votación cuando llegue su momen- 
to, Mientras tanto, el Grupo Socialista de Ca- 
taluña puede defender su enmienda «in voten 
al apartado 1 del artículo 107. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presiden- 
te, Señorías. Se trata de que puesto que lo 
que en el apartado 1 del articulo 107 se in- 
tenta dejar daro  es que, sin coriitradiecir eil 
principio ya establecido en el artículo 100, 1, 
de que la responsabilidad del Gobierno es so- 
lidaria, quede constancia de que ésta ies una 
responsabilidad exclusiva del Gobierno y, por 

tanto, que no afecta al Rey y que es previa 
9 la asunción de esta responsabilidad la de- 
liberación del Consejo de Ministros, creemos 
que quedaría mucho más claro el precepto 
si, aceptando la formulacibn que ya se con- 
tenia en el anteproyecto del 5 de enero, se 
introdujera no obstante una modificación que 
recogiera algo del texto actual, concretamen- 
te la referencia al Consejo de Ministros que 
yo no tenía inserta en esta enmienda «in vo- 
ce», pero que ahora intento corregir. Y diría, 
por tanto, el artículo 107, 1, lo siguiente: «El 
Presidente del Gobierno, previa deliberación 
del Consejo de Ministros y bajo su exclusiva 
responsabilidad, podrá...», etc. Nada más y 
muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cisneros 
tiene la palabra. 

El señor CISNEROS LABORDA: Para ex- 
presar la conformidad del Grupo de Unión 
de Centro Democrático a esta pregunta, bien 
entendido, y así interpretamos y así enteade- 
mos las manifestaciones que el señor Martín 
Tova1 ha hecho en su defensa, que en ningún 
caso puede entenderse que el principio que 
recogemos en este artículo 107 contradice o 
desmiente el principio y la configuración ge- 
neral de la responsabilidad política que en la 
Constitución se reconoce; pasando efectiva- 
mente «previa deliberación del Consejo de 
Ministros)) delante, creemos que esta inter- 
pretación deja en todo caso a salvo siempre 
y de forma inequívoca la inexistencia de cud- 
qukr  otra respmsabiiliidad, y parece pro- 
cesalmente oportuna esta precedencia de la 
previa deliberación, e insisto en nuestra in- 
terpretación de que en todG caso nuestra 
Constitución no acoge la figura de la respon- 
sabilidad política ministerial, y que toda la 
responsabilidad política de Gobierno es soli- 
daria y, en todo caso, se ejercita o cristaliza 
su exigencia en la figura y persona de su Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Cisneros. ¿No hay más enmiendas al pre- 
cepto que estamos debatiendo del artículo 107 
en sus tres apartados? (Pausa.) 

¿La enmienda 63, del señor Fernández de 
la Mora? 
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El señor FRAGA IRIBARNE: Está retirada, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por tanto, se pone 
a votación el artículo 107 en su integridad 
según el texto de la Ponencia, con la enmien- 
da «in vote)) que respecto al apartado 1 ha 
sido defendida por el Grupo Socialista y 
aceptada por Unión $e Centro Demmrático. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presi- 
dente, para aclarar que el texto que yo he 
remitido habla de «previa deliberación del 
mismo)), y debe decir «previa deliberación del 
Consejo de Ministros)). Lo digo a efectos de 
constancia en acta. 

El señor PRESIDENTE Se corrige el texto 
de Su Señoría y así es como se pone a vo- 
tación. 

Efectuada la 'votación, fue aprobada así ieil 
artículo 107 por uncuiimidud, c m  31 votos. 

Articulo 108 El señor PRESIDENTE: Pasamos al artícu- 
lo 108, 94 de su redacción primitiva. Consta 
de seis apartados. 

¿La enmienda número 2, del señor Carro, 
y la 692, del señor Sánchez Montero? 

El señor SOLE TURA: Se mantiene. 

El señor FRAGA: La enmienda del señor 
Riestra fue asumida, y la del señor Carro está 
retirada. 

El señor PRESIDENTE La enmienda del 
señor Femándee de la Mora ha dicho Su Se- 
ñoría que está retirada. 

El señor FRAGA: Y la del señor De la 
Fuente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, as1 
constará. El señor Solé Tura tiene la palabra, 
para defender la enmienda del señor Sánchez 
Montero. 

El señor SOLE TURA. Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. La enmienda del señor Sán- 
chez Montero es una enmienda que afecta 
no sólo al epígrafe primero, sino a todo el 

artículo, a toda la estructura del artículo; por 
eso voy a consumir un solo turno para expli- 
car cuál es su filosofía. 

En sustancia, lo que pretende la enmienda 
que ha presentado el Grupo Comunista es 
conseguir, fundamentalmente, dos efectos: 
el primero es suprimir el estado de alarma. 
Nos parece innecesario constitucionalizar es- 
to, porque el estado de alarma, o se explica 
para circunstancias excepcionales, en casos 
de cataclismos, etc., en cuyo caso el Gobierno 
tiene poderes suficientes para hacerle fren- 
te, y si no es así, y se mantiene el estado de 
alarma, sin especificar además ni a qué de- 
recho se refiere, puesto que en definitiva no 
se dice nada al respecto, puede ocurrir que 
ese estado sirva para limitar derechos sin de- 
cirlo, y en ese sentido nos parece mejor eli- 
minar esto, puesto que si se trata de circuns- 
tancias excepcionales que exijan limitación de 
derecho, ya existe para ello el estado de ex- 
cepción y el estado de sitio. 

En segundo lugar, lo que pretende nuestra 
enmienda es que el Estado de excepción no 
sea, como se dice aquí, declarado por el Go- 
bierno ,mediante decreto adoptada en Cainsek 
jo de Ministros, previa autorización del Con- 
greso de los Diputados, sino que sea decla- 
rado por el Congreso de los Diputados a pro- 
puesta exclusiva del Gobierno. 

Es un cambio de método importante que 
refuerza las garantías democráticas de ese es- 
tado de excepción. 

Por otro lado, la enmienda tiene una redac- 
56x1 distinta que tiende a que el Congreso 
ieba precisar, tanto en la declaración del es- 
ado de excepción como en la declaración del 
?stado de sitio, el marco temporal y el marco 
.erritorial de los mismos y los derechos sus- 
mdidos o limitados. Y también pretende que 
;e señalen las causas que puedan originar los 
stados de excepci6n y de sitio. 

Por último, se pide que la ley orgánica que 
egule estas situaciones contenga las máxi- 
nas garantías procesales para los ciudadanos, 
ncluso dándolas por terminadas cuando las 
ausas que las motivaron hayan desaparecido. 
Estas son las razones profundas de esta en- 

nienda que afecta, repito, prácticamente a 
odos los epígrafes del artículo 108 y, en con- 
ecuencia, el turno que acabo de consumir 
ale para todos los puntos de este artículo, 



- 3075 - 
CONGRESO 8 DE JUNIO DE 1978.-NÚM. 84 
--- 

puesto que se trata de una reestructuración 
global. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Cisneros, de Unión de Centro Demo- 
crático. 

El señor CISNEROS LABORDA: Para con- 
sumir un turno en contra, aunque, ciertamen- 
te, más que un turno en contra -porque no 
se trata de una impugnación de las inquietu- 
des o del espíritu que mueve la enmienda del 
señor Solé Tura- a lo que aspiraríamos se- 
ría a hacerle reconsiderar su presentación. 

Estimamos que el sistema de protección de 
la Constitución y, en definitiva, de garantías, 
también de derechos y libertades, que dibuja 
el artículo 108 en relación con el artícu- 
lo 50, 1, de nuestro proyecto constitucional, 
es básicamente correcto, y me atrevería a de- 
cir que muy atinado y desde luego sensible!- 
mente mejorado después de la segunda lec- 
tura de la Ponencia. 

Porque, aun cuando la materia sea ingrata, 
pues nunca resulta grato contemplar desde 
la normalidad situaciones de patología social 
o política, no debe conducirnos este carácter 
poco amable del tema n adoptar ese aprioris- 
mo cautelar que se revela en las palabras del 
representante del Grupo Parlamentario Co- 
munista, a espaldas de la significación pro- 
funda de defensa de la Constitución que estos 
institutos jurídicos tienen. 

Toda la teoría de los estados de excepción, 
con la limitación de  garantías o eventual de- 
bilitamiento del ejercicio de derechos que 
puedan conllevar, dibuja situaciones jurídicas 
excepcionales, pero jurídicas. Se ha podido 
escribir que con arreglo a Derecho se entra 
en ellas, con arreglo a Derecho se actúa du- 
rante ellas y con arreglo a Derecho se liqui- 
dan sus consecuencias después de ellas; in- 
cluso, como nuestro proyecto constitucional 
señala, exigiendo responsabilidad a los órga- 
nos que se hubieran extralimitado. 

Constituye, pues, una fórmula de Derecho 
excepcional, extraordinaria, pero que en nin- 
gún momento pierde la nota de su juridici- 
dad. 

Por otra parte, si algún perfil se puede sub- 
rayar en la configuración que de los estados 
excepcionales hace nuestro proyecto consti- 

tucional, es cabalmente la fortísima interven- 
ción parlamentaria. En parte, la enmienda del 
señor Solé Tura se encamina, como nos decía 
él, a la supresión de ese primer grado de ex- 
cepción: el supuesto del estado que llamamos 
de alarma. Y nos parece que, a la vista de 
la fórmula que hemos adoptado en el artícu- 
lo 50, 1, sobre suspensión de  garanffas limi- 
tado exclusivamente -como el artículo 50, 1, 
lo limita- a los estados de excepción y de 
sitio, vendría a resultar que, pese a su inten- 
ción, la aceptación de la enmienda del señor 
Solé Tura abocaría al resultado paradójico 
de que para la consideración de problemas 
de menor entidad, para situaciones conflicti- 
vas menos graves, se seguirían consecuencias 
mucho más penosas, desde el punto de vista 
jurídico, al tener que recurrir a la declara- 
ción de estado de excepción con la suspeni 
sión de garantías que, en este caso, sí con- 
lleva. 

En cuanto a la necesidad, que él ponía en 
cuestión, en primer término está la que se 
infiere de esa misma lógica conceptual: la 
necesidad de adecuar la respuesta de la ex- 
cepcionalidad a la entidad del problema que 
genera la declaración del estado de que se 
trate. Pero básicamente -porque ésa fue sin 
duda la intención de los miembros de la Po- 
nencia al redactarlo, como el señor Sol6 Tura 
conoce muy bien- con la figura del estado 
de alarma estamos contemplando propiamen- 
te, más que situaciones de conflictividad po- 
lítica o social, eventos catastróficos, natura- 
les o no. Pensemos en un ejemplo dramáti- 
camente próximo, como el del escape de gas 
tóxico en Svesso. 

Esta situación, para cualquier sociedad mo- 
derna, para cualquier urbe moderna con la 
tremenda delpendencia tecnológica que tiene 
nuestra vida, nuestro tiempo, puede determi- 
nar que pequeñas causas, pequeños azares 
provoquen situaciones de conflictividad o de 
riesgo potencial para grandes colectividades 
que, necesariamente, suponen la mcwilizacibn 
de una acción especial por parte del Estado: 
ieclaración de cuarentena en situaciones epi- 
iémicas, determinadas limitaciones de la 
:irculación, etc. 

En cuanto al contenbdo, resultaría absolu- 
tamente imposible, precisamente porque se 
.rata de Situaciones de excepcionalidad, y PUF- 
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den ser múltiples y muy diversas las cautas 
que las generen; resultaría imposible preten. 
der una tipificación casuística del supuesta 
que determina la declaración del estado de 
alarma u otros estados, justamente a nivel 
constitucional. Ese es cabalmente el sentida 
que tiene la remisión y la necesidad de la 
ley orgánica en la materia. 

En cuanto a su contenido propio no es di. 
ficil aportar ejemplos de esa relativa perple- 
jidad que el señor Solé Turá nos expresaba, 
de que, no habiendo suspensión de garantía2 
y de libertades, cuál @ría ser el contenidu 
que las facultades, los poderes especiales, 
atribuirían aJ poder público una declaración 
del estado de alar'ma. Pues está muy ClarG. 
Puede haber supuestos que afecten no a nor- 
mas directamente tutelares de garantías o de- 
rechos, sino, par ejemplo, normas de organi- 
zación interna administrativa. En virtud de 
esa situación especial, por ejemplo, puede re- 
curriise a la supresión de las garantías de 1s 
jornada de los funcionarios, o, digamos, a 
unas posibilidades de mayor discrecionalidad 
en el manejo o transporte de caudales DúMi- 
COS, temporal o interinamente, superando los 
requisitos normales de intervención interna 
que limitan rigurosamente estas disponibili - 
dad de fondos. 

En fin, los supuestos son ciertamente inri- 
nitos, como infinitas son también las causzs, 
desgraciadamente, las amenazas o asechamas 
que sobre la vida social puede determinar 13 
aparición de situaciones que determinen la 
necesidad de esta institucibn que creemos que 
es una institución prudente, que es una ins- 
titución que, precisamente por su carácter in- 
termedia previa a palabras mayores, con-,o 
serían el estado de excepción o de sitio, p9- 
drfa ser de gran funcionalidad; podría dar 
un gran juego sin abonar los temores o las 
inquietudes que paredan subyacer en la pro- 
puesta del señar Sánchez Mmtero, defendi- 
da por el señor Solé Turá. 

Por estas razones, Unión de Centra Dennic. 
crático pide el mantenimiento del texto de la 
Ponencia en su literalidad actual. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 

Más enmiendas o votos particulares que sc 
ñor Cisneros. 

mantenga con relación al artículo 108;que es- 
tamos debatiendo. (Pausa.) 

El señor Peces-Barba tiene la palabra. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: ¿En 
relación con cualquier número del 108? 

El señor PRESIDENTE: Sí, señor Pecec- 
Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Fn- 
tonces, en el número 6 nosotros hemos re. 
dactado una enmienda «in vocen para que se 
recoja aquel aspecto que nos parece impor. 
tante, que no está recogido, de nuestra cn- 
mienda 425, y si el s e ñ a  Presidente me coii- 
cede la palabra paso a defenderla. 

El señor PRESIDENTE: Ciertamente, si no 
hay ningún señor Diputado o Grupo Parlamen- 
tario enmendaate que mantwiere enmiendas 
por escrito, se dan por desistidas y se cance- 
de la palabra al Grupo Par1amentari.o Socia- 
lista para defender su enmienda «in vote» al 
?&mero 6 «in fina) del articub 108. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Gra- 
:ias, señor Presidente. Sóla trata de, como ha 
iicho muy certeramente el señor Presidente, 
iñadir al número 6 del artículo 108, después 
ie «reconocidos en la Cmstituci6n y en las 
eyes)), con coma, la siguiente expresión: (N 
iurante su vigencia podrá interrumpirse el 
'uncionamiento de los poderes constitucima- 
es del Estadon. 
En definitiva, en la enmienda 425 del Gru- 

m Socialista, nosotros intentábamos recoger 
ina doctrina que consideramos enormemente 
mportante para el equilibrio de los poderes 
i d  Estado en situaciones excepcionales y pa- 
'a evitar la arbitrariedad, 

Hoy en día casi podemos decir que es uiiá- 
lime el pensamiento de los constitucionaiiis- 
as de que, cuando existen determinadas fa- 
ultades en materia! de excepción, estas fa- 
ultades no deben coincidir con facultades 
lue puedan tender o a disolver las Cámaras, 
I a interrumpir el funcionamiento de cual- 
uiera de los poderes constitucionales del Es- 
ado. 

En un Congreso que se celebró en Nueva 
)elhi, en 1950, la Comisión Internacional de 



- 3077 - 
CONGRESO 8 DE JUNIO DE 1978.-NÚM. 84 

Juristas planteó el tema de la Constitución y 
de los estados de excepción, y se recogió en 
las conclusiones de este Congreso la que ya 
la Cmstitucich de Weimar, por ejemplo, en 
un caso concreto, también planteb, que e5 la 
imposibilidad de acumular simultáneamente 
las competencias para disolver las Cámaras 
que tenía el Presidente de la Reptíblica, y, a! 
mismo tiempo, para declarar o iniciar el pro. 
cedimiento de estado de excepción. 

Se trata, en definitiva, señoras y seiiores 
Diputados, de que a la garantía concreta que 
ya está establecida en el número 5 de que 
(m.o podrá pracederse a la disolución del Cd:i- 
gres0 mientras estén declarados algunos de 
los estados comprendidos en el presente ar- 
tículo)), y a la que, correspondiente en mo- 
mentos de disalución del Congreso, estable- 
ce el segundo apartado del mismo artículo, 
se complete con una cláusula genérica de pro- 
tección: que durante la vigencia de cualquiera 
de los estados no puede interrumpirse el fun- 
cionalmiento de los poderes constitucionales 
del Estado. 

Entendemos que con eso el artículo, que 
queda de una manera muy correcta, quedará 
penfectamente establecido y eso es lo que nos 
permite, a nuestro juicio, descartar los te- 
mores que ha expresado en su enmienda el 
señor representante del Grupo Parlamentario 
Comunista en relación con el estado de alar- 
ma. Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pe- 
ces-Barba. JZi señor Fraga tiene la palabra. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, entiendo y copnparo 'fundamenitarlmen- 
te la preocupación del señor Peces-Barba, pe- 
ro creo que la expresión que él quiere dar 
para atender a esa preocupación, en mi opi- 
nión, es una formulación excesiva y peligro- 
sa y, quizá, pudiera encontrarse otra que sir- 
viera mejor a la intención que, coma digo, c's 
legítima. 

En el borradar, que en su día agotaremos, 
más adelante nos encontralmos ya con una 
prohibición de plantear reformas constitucio- 
nales en vigencia de los estados de excepción, 
en lo que ya hay una limitación para que na- 
die pueda aprovechar ese momento de plenos 
poderes, que es como debía llamarse, para 
cambiar la Constitución. 

En segunda lugar, creo que podría mejorar- 
se, y es lo que habría que hacer, la redacción 
del apartado 5, porque, efectivamente, el ór- 
gano de control, que no debe de ningún modo 
quedar impedida en su funcionamiento, es el 
órgano deliberante o representativo y, con- 
cretamente, la Cámara del Congreso. Si en el 
apartado 5,  además de decir que no se puede 
pr;oc&r a la disoilución de4 Congreso, se di- 
ce de modo más claro que estará funcionan- 
do, yo creo que se atiende a este prableina. 
Porque afirmar sitn más que todos los pode- 
res del Estado -par ejemplo, el poder jüdi- 
cial- funcionarán igual, es algo que, proba- 
blemente, contradecirá d espíritu y la letra 
de la ley. La ley dirá, por ejemplo, que en el 
estado de sitio habrá tribunales militares fun- 
cionando, y también podrá decirse wentual- 
mente, en relación con lo que vimos en el 
artículo 8.0, que si eso Ocurre en una región 
determinada, tal vez como ocurrió ya en e! 
año 1934 6 1935, que determinados poderes 
de esa región puedan quedar de alguna ma- 
nera intervenidos y en suspenso. 

Entiendo que la absmación pertinente se 
refiere al Congreso de los Diputados, y en 
cuanto a lo demás creo que una redacción tan 
general puede poner serias trabas a11 espíritu 
que se busca. Na nos engañemos, aquí esta- 
mos contemplando no situaciones ordinarias, 
sino situaciones, Wr excepción, extraordina- 
rias o de emergencia, en las cuales el princi- 
pio de «salus populi suprema lexn, o itinter 
arma silent legesn, es evidentemente cierto. 

Nosotros hemos eludida -y no sé si he- 
mos hecha bien, respeto el dictamen de la 
mayoría- la dictadura constituicimail. Henios 
suprimida una situación en la cual un poder 
del Estado quede suplir a todos I ú s  deniás, 
pero no podemos romper el principio de wa- 
veant consules)), una vez que el Congreso ha 
decidido que existen circunstancias suficien- 
tes para ello. 

Efectivamente, la ley orgánica que regula 
estos estados puede proponer medidas Üe al- 
guna importancia, como, por ejemplo, ei fun- 
cionamiento de 110s Tribunales militares en es- 
tado de sitio. Y en ese sentido yo entiendo 
(y c m  eso hago un leve comentario a lo de 
antes) que no  hay riesgo ninguno del estado 
de alarma porque, por definición, queda ex- 
cluida, como hicimos anteriormente en e; ar- 
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tículo 50, tada suspensibn de garantías, como 
ha dicho tan acertadamente el señor Cisrie- 
ros. 

En cambio, la Administración sí debe po- 
der tomar medidas extraordinarias respecta 
de ella misma y de sus servidores, en ese mo- 
mento. 

En resumen, creo que el artículo 108 ha nie . 
jorado fundamentalmente en su redacción ac- 
tual. Creu que la Ponencia recogió la esencial 
de las más importantes enmiendas que se pre- 
sentaron. Y creo que se podría mejorar la 
redacción del apartado 5 con una fórmula, 
que podría redactar brevemente, sin hacer 
una referencia tan amplia, que, quizá, si se 
pusiera como tal, pudiera dar lugar en un nio- 
mento a tales dificultades de interpretación 
que hicieran inútil la totalidad del artículo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Fraga. 

En este momento media la enmienda 692 
del señor Sánchez Montero, defendida por don 
Jordi Solé Turá, que atecta a los seis apar- 
tados del precepto; la d e n d a  «in vote)) del 
Grupo Socidista, que afecta al apartado 6; y 
no sabemos si también hay la enmienda «in 
v e ) )  que ha enunciado don Manuel Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: La estoy es- 
cribiendo, señor Presidente. 

El &or PRESIDENTE: Muchas gracias, es- 
peramos. 

Sin embargo, po!ciríamos ir haciendo m i -  
no, poniendo a votación la enmienda 692 del 
Grupo Comunista o del seflor Sánchez Mon- 
tero. 

Efectuudu ZQ votución de esta enmienda, fue 
rechazafa por 26 votos en contra y dos a fa- 
vor, con una abstención. 

El señor PRESIDENTE: Queda, pues, re- 
ohazada la enmienda 692 del Grupo Comu- 
nista. Tiene la palabra el señor Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, puedo ya leer lo que en mi caso serh 
enmienda «in vote» al número 5, párrafo pri- 
mero, y entregarlo a la Mesa. Sería, en lugar 

de la propuesta de adición al fina.1 del párra. 
fo primero del apartada 5, donde dice: «No 
podrá procederse a la disolución del Congre- 
so mientras estén clealarados dguntx de las 
estados copnprendidos en el' presente mtkculon, 
afladir: «Quedando autamáticamente convo- 
cadas las Cámaras si no estuvieren en perío- 
do de sesiones)). 
Yo creo que eso es garantía suficiente, y 

as1 lo propongo. (El señor F r q a  entrega a la 
Mesa su enmienda «in vcrcen.) 

El señor PRESI'DENTE: La en'mienáa «in 
vote)), defendida por al señor Fraga Iribarne, 
puede'tener un turno en contra. pausa.) NO 

sollicitada la palabra, hemos de poner a vo- 
tación los cuatro primeros apartados del ar- 
tículo 108. 

Lí señor CISNEROS LABORDA: SeTlor Pre- 
sidente, pma una cuestión de orden. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Cisneros. 

El señor CISNEROS LABQRDA: Nos guc- 
taria mucho a la UGD intentar todavía una 
fórmula conciliadora de ambas propuestas an- 
te la Mesa, y en tal sentido ragaríamos und 
breve pausa. 

El señor PRESIDENTE: Sin suspender la 
sesión, y sin levantar la Mesa, esperamos que 
se armonicen SS. SS. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Mien- 
trag tanto, podemos votar los cuatro prime- 
ros apartados. 

El señor PRESIDENTE Los cuatro prime- 
ros apartadas del texto de la Ponencia tal 
como figuran en el informe que obra en. po- 
der de SS. SS. se ponen a votación. 

Efectuada la votación de los apartados 1 ,  
2, 3 y 4, del artículo 108, fueron aprobacios 
por 27 votos a favor y ninguno en contra, con 
dos abstenciones. 

El señor CISNEROS LABORDA: ¿Es rcgla- 
mentairio hacer a la Masa la pregunta de quié- 
nes han sido los señores comisionados que 
se han abstenido? 
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El señor PRESIDENTE: No solicitada por 
S. S., en forma, la votaición nominal, creemos 
no pertinente esta aclaración por parte de la 
Mesa. 

El señor CISNEROS LABORDA: Es que 
sospwhaimos que ha habido algún error en el 
cómputo. 

El señor PEREZ-LLORCA RODRIGQ: Esta- 
bamos de pie consultando. 

El señor 'PRESIDENTE: ¿Para que forzar lo 
que no debe ser ... ? (Pausa.) 

Después de una ,breve interrupción, dijo 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Pérez-Llmca. 

El sefíor PEREZ-LLORCA RODRIGO: Dado 
que los contenidos de las dos enmiendas «in 
v m e ~  de los señores Secm-Barba y Fraga 
al menos no son contradictorios (aunque, cier- 
tamente, la del señor Fraga especifica más el 
tema de dónde está realmente el problema 
político, que es en el funcionamiento de las 
Cámaras), y la otra enmienda «in vote» ti+ 
ne una redacción un tanto más omnicompren- 
siva, respecto a los poderes constitucionalas 
del Estado, creemos que se podrían, al nie- 
nos, subsumir o acumular las dos enmiendas 
en una, que se situaría a continuación del se 
gundo párrafo del apartado 5, después de una 
coma, diciendo: ({Quedando automáticainente 
convocadas las Cámaras, si no estuvieran eri 
periodo de sesiones. Su funcionamiento, asl 
como el de los demás poderes constituciona- 
les del Estado, no padrá interrumpirse durun- 
te la vigencia de estos estados)). 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: En 
virtud de que hemos sido los primeros en el 
tiempo en defender nuestra enmienda, acep- 
tamos la propuesta del señor Pérez-Llorca y, 
en consecuencia, retiramos nuestra enmienda 
ein voce». 

E1 señor FRAGA IRIBARNE: Yo tambikn 
la retiro, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. Pa- 
demos entender, por lo tanto, que con esta 
enmienda al apartado 5 del artículo 108, se 
puede poner a votación este apartada y el si- 
guiente, por cuanto no hay discrepancia eri- 
tre los Grupos Palrlamentarios. 

Efectuada la votación, quedaron aprobados 
los apartados 5 y 6 del artículo 108 del texto 
de la Ponenda, por 30 votos a pavor y ningu- 
no en contra, sin abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Quedan, pues, apro- 
bados los apartados 5 y 6 del artículo 108 
del texto de la Ponencia, con la m~dificación 
propuesta. 

Para explicación de voto tiene la palabra el 
señor Solé Turá. 

El señor SOLE TURA: Muy brevemente. El 
Grupo Parlamentario Comunista se ha abste- 
nido en la vo,t¿ución de los cuatro primeros 
apartados y ha votado a favor de las dos ú1- 
timos, en coherencia con la defensa de nues- 
tra enmienda anterior; dado1 que la enmienda 
nuestra se refería sobre todo al cuerpo gene- 
ral de este artículo, y al haber sido recha- 
zada nos hemos abstenido en la votación de 
los cuatro primeros puntos; en cambio, he- 
mos votado a favar del quinto para mostrar 
nuestro acuerdo con la enmienda ctin vwen 
presentada por diversols Grupos Parlamentd- 
rios, y d sexto porqw cohide liteirahente 
con el apartado 6 de la enmienda presentada 
por el señor Sánchez Montera, Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor So- 
le Turá. Para explicación de voto tiene la pib 
hbra el señor López Rodó. 

El SeñQlr LOPEZ RODO: Para pedir el cam- Artículo 
bio de denominación del Título VI. 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Ló- 
pez R d 6 ,  tenemos el acuerdo, en general, de 
no acometer hasta el término de la discusión 
del articulado, títulos, capítulos y denomina- 
ciones, que serán más bien consecuencia del 
resultado generd del debate, que no de fá- 
cil anticipo en el curso de la discusibn. No 
queda desasistido el derecho de S. S. a re- 
producir la pretensión que ahora articularía, 



CONGRESO 

- 3080 - 
8 DE JUNIO DE 1978.-NúM. 84 

pero quizá sea más conveniente seguir la dis- 
cusión del articulado, si así lo acepta S. S .  

El señor LOPEZ RODO: Lo que Ocurre es 
que si prosperara mi enmienda habría! que 
modificar entonces el apartado 1 del artícu- 
lo 109, que habla también del Poder judicial. 

El señor PRESIlDENTE: Modifique S .  S . ,  a 
través del tr&mite rqlamentario, el aphrta- 
do 1, y en su día discutiremos títulos y preám- 
bulos. 
Y, con permiso de la Mesa, me voy a reti- 

rar 'porque tengo que defender una enmien- 
da, por excepción, en el artculo 109. (Ocupa 
la Presidencia el señor Vicepresidente.) 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Enmiendas 
que se mantienen al artícullo 109? El Grupo 
Parlamentario Mixto tiene ,la palabra. 

El señor GASTON SANZ: Señor Presiden- 
te, muchas gracias. Unicarnente para variar el 
primero de los apartados del artículo 109, en 
el sentido de que «la justicia no solamente 
emana del pueblo, sino que, además, se ad- 
ministra en nqnbre del pueblo por Jueces y 
Magistrados independientes e inamovibles, 
respolisables y sometidos al imperio de la 
ley». 

En realidad, esto es coherente con lo que 
se viene diciendo en el contexto de todo el 
proyecto constitucional, puesto que d o s  los 
poderes dimanan del pueblo. Y al igual que 
se gobierna para el puebb, 'al iguad que se 
legisla para el pueblo, entendemos que la JUS - 
ticia debe hacerse ta,mbién para el puebla y, 
par tanto, la aidministración de la misma no 
debe hacerse en nombre del Rey, sino en nom- 
bre del pueblo. 

Por consiguiente, mantenemos esta enniien- 
da al apartado 1 del artículo. 

El señor VICEPRESDENTE: ¿Turno en con- 
tra? (Pausa.) No habiendo turno en contra, 
Lía enmienda del señor Barrera se mantie- 
ne? 

El señor BARRERA COSTA: Sí, la manteii- 
go, aunque, en realidad, quería modificarla 
«in voce)), pero no es necesario, puesto que 
estoy de acuerdo con la enmienda últimamen- 
te defendida. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Entendemos 
que se adhiere a .la enmienda del Grupo Mix- 
to? 

El señor BARRERA COSTA: Exactamente. 

El señor VICEPRESIDENm Enmienda 779 
de [JCD. 

El señor CISNEROS LABORDA: Debe es- 
tar básicamente asumida en la redaccih de 
la Ponencia. 

El señor VICE'PRESIDENTE: Enmienda de! 
señor Rosón Pérez. 

El señor CISNEROS LABORDA: Declinada, 
en el caso de que no esté asumid,al. 

El señor VNEPRESIDENTE: Por retirada. 
Enmienda del señor Ortí Bordás. (Paum.) No 
estando presente, por retirada. ¿Alguna r;n- 
mienda aia vocen? 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, quería saber si se refiere a 
todos los apartados del artículo, o solmen- 
te al 1. 

El señor VICEPRESIDENTE: Al apartado 1. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: En- 
tonces, no hay nada que decir. 

El señor VICEPRESED- ¿Alguna en 
mienda al apartado 2? Gruw Vasco. 

El señor CUERDA MONTOYA: Está asumi- 
da esencialmente por la Ponencia. 

El señor VICEPRESIDENTE: Enmienda de 
UCD. 

El señor CISNEROS LABORDA: Retirada 

El señor VICEPRESIDENTE: Apartada 3. 
Enmienda de UCD. 

El señor CISNEFtOS LABORDA: Asumida, 
señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Alguna e:í- 
mienda «in voce» al apartado 3? (Pausa.) 
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Apartado 4. Voto particular del señor Pe- 
ces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MAHTINEZ: E s t i  
retirado, posque está fundamentalmente asa- 
mido. 

El señor VICEPRESIDENTE: Voto particu- 
lai- del señor Roca. 

El seííor ROCA JUNYENT: También está 
asumido. 

LI señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 161 
tlc la Minoría Catalana. 

El señor ROCA JUNYENT: También ectd 
asumida. 

E! señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 2C2 
del Grupo Socialistas de  Cataluña. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Es'< 
ausente. 

El señor VICEPRESIDENTE: Por decaída. 
Enmienda 432 del Grupo Socialistas del Ccn- 
greso. 

El señcr PECES-BARBA MARTINEZ: Tata- 
bien está asumida. Nosotros, hasta el apartn- 
do 6 ,  no  tenemos nada. 

El señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 5 17 
del Grupo Mixto. 

El señor GASTON SANZ: Retirada. 

E1 señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 695. 

F1 señor SOLE BARBERA: La realidad cc 
que, por un trastueque d e  números o par  
error, la enmienda se refiere, como ha dicho 
el señor Peces-Barba, al apartado 6 y no al 
4. La mantenemos para formularla cuando se 
estudie el apartado 6 .  

El señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 637 
del Grupo Vasco. 

El señor CUERDA MONTOYA: Está asu- 
mida por la Ponencia. 

El señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 779 
de UCD. 

El señor CISNEROS LABORDA: Está acu- 
mida.. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Alguna e r -  
mienda «in vote)) al apartado 4? (Pausa.) 
Aparta'do 5. 

El señor ATTARD ALONSO: Pido la pala- 
bra. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presiden- 
te, para una cuestión d e  oirden. 

Señoras y señores Diputados, el Grupo So- 
cialista tenía presentada una enmienda, la 
445, al actual artículo 117, antgguo 115. Co- 
mo el tema que se va a discutir en la enmien- 
da,  que defenderá el1 señor Attard, os el mis- 
mo tema, afecta a la misma enmienda, roga- 
ríamos que nuestra enmienda se discutiera al 
hilo, siendo el mismo tema, de esta d i s x -  
sión; por tanto: aue  s e  considerara trasladada 
al actuall 109, número 5, la enmienda 445 al 
antiguo 117. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Por la misma 
razón, y abundando en las mismas ideas, yo 
también tengo presentada una enmienda «in 
voce» que, en el caso de la mía, sería una 
adición al artículo 11 7 y que  se refiere al iiiis- 
mo tema. También pediría una discusión con- 
junta, a reserva de que la Comisibn decidiera 
cuál de los lugares es el mejor para ubicarla. 

El seños VICEPRESIDENTE: Se tiene en 
cuenta y se  discutirán en este momento, a re- 
serva de lo pedido; pero, en primer lugar, hclv 
unas enmiendas y votos particulares que de- 
bemos preguntar si se retiran o se  mantie- 
nen. 

Hay uno del señor Solé Turá. 

El señor SOLE TURA: Retirado. 

El señor VICEPRESIDENTE: Hay una eri- 
mienda del Grupo Vasco. 

El señor CUERDA MONTOYA: La enmien- 
da del Grupo Parlamentario Vasco hace reie- 
rencia al  artículo 107, 5, antiguo, que, en rca- 
lidad, es e!l 109, 6, actuad. 
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El señor VICEPRESIDENTE: O sea, que la 
mantiene para el 6. 

El señor SOLE TURA: Mi voto particular 
también hace referencia al párrafo 6. 

El señor VICEPRESIDENTE: Gracias, 
Enmienda del señor R n  Arboledas. 
Tiene la palabra el señor Attard. 

El señor ATTARD ALONSO: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, este Dipti- 
tado que os habla, que tenía el propósitoi fir- 
me de no intervenir en el debate, porque en- 
tiende que quien preside, aunque resporida 
con su voto al Grupo del que procede, ha de 
mantener el más absoluto equilibrio e inde- 
pendencia, como así creo haberlo hecho; sin 
embargo, hoy, cuando se trata de una cues- 
tión que el 31 de julio de 1813, em las Cortes 
de Cádiz, ya mantenía mi predecesor don 
Francisco Javier Borrull Vilanova, Diputadc 
por Valencia, defendiendo contra el redactado 
uniformista del artículo 248 de las Cortes de 
Cádiz, la vigencia y el reconocimiento del Tri- 
bunal milenario de las Aguas da la Vega dd 
Valencia, tiene de nuevo que alzar su voz con 
la confiada esperanza de que será atendida 
por los compañeros de esta Comisión. 

El Tribunal de las Aguas de Valeiicia 
-qu ie ro  dar ejemplo de síntesis para, cuan- 
do esté en la Mesa, poderla reclamar a niis 
compañeros- procede del Derecho romano 
y fue instituido en 1239 por el privilegio oc- 
tavo del d u r e u m  @us» otorgado por Jai- 
me 1, recién realizada la conquista y la crea- 
ci-n del Reino de Valencia, que perduró hasta 
el decreto de nueva planta de 29 de junio de 
1707, cuando, corno decimos los valencianos 
y con el debido respeto, «el malait Felip V» 
nos arrebató fueros y privilegios. Y, sin em- 
bargo, no nos fue arrebatado el 29 de junio 
de 1707 la vigencia y el reconocimiento del 
Tribunal de las Aguas de la Vega de Valencia,' 
al contrario, nos fue reconocido en su vigen- 
cia como privilegio. 

El río Turia se regula por las Comunidades 
de Regantes de las ocho acequias que dan vi- 
da y fecundan las tierras de la Vega de Vdm- 
cia; son las acequias que por el septentrión 
se las denomina de Moncada, de Tormos, de 
Mestalla y de Rascaña; y, por el Mediodía, las 
de Cuart, Mislata, Fabara y Godella. 

Estas Comunidades de Regantes establecen 
e integran el Tribunal formado por sus sin- 
dicos, que por fuente de Dereoho tiene la cos- 
tumbre y los reglamentos de Comunidades, y 
que todos los jueves del año, al aire, sin que 
hagan falta luz ni taquígrafos, porque les ilu- 
mina el sol que todo lo aclara, al aire hbre, 
digo, y en la puerta de los Apdstoles de la 
Catedral de Valencia, oye, dirime y sanciona 
todos los problemas de riego, en un trárnite 
cuyo termino no puede exceder de ochoi días 
y sus probanzas se realizan ante aquellos sín- 
dicos cuyas resoluciones y competencias de 
jurisdicción no suelen ser jamás discutidas, 
ni tienen ulterior recurso. 

EntendTos que la  unidad jurisdiccional, 
en estos tiempos de reconocimiento de las au- 
tonomías en función de los derechos históri- 
cos, entendemos -digo- que el Tribunal de 
las Aguas de la Vega de Valencia merece la 
consideración de una excepción, y que figure 
como excepción de la unidad jurisdiccional 
que durante muchos años hemos también prc- 
tendido. Entendemos que esto puede tener una 
solución que generalice por extensión a los 
Tribunales consuetudinarios de este orden, 
porque jamás ha sido interrumpida, ni por ios 
reaccionarios ni por la revolución, y cuando 
el 4 de mayo de 1814 es derogada en Valen- 
cia por Fernando VI1 la Constitución de l is  
Cortes de Cádiz, el Tribunal de las Aguas si- 
guió perdurando. Durante nuestra más recien- 
te conflagración fratricida, el Tribunal de las 
Aguas continuó funcionando. Y creemos que 
esta realidad histórica -anterior CteIl Derecho 
cmstitucimal-, que este fundamento lógico- 
jurídico y fibs6ficu-jurídico no dppece a la 
unidad jurisdiccional que nosotros hemos 
mantenido siemprei. 

Por esta razón, porque ha perdurado y por- 
que debe estar constitucionalizade la vigen- 
cia del Tribunal de las Aguas; que reúne los 
principios que más recientemente ha defenJ- 
do Kein siobre la «adecuación» y la ((practi- 
cabilidadn; que, además, realiza la justici.i ccn 
la máxima economía procesal, y que es reco- 
nacido por propios y extraños, debe ser reco- 
nocido por nosotros mismos de algún moJo, 
y en los términos que articuló en su día 1s 
enmienda 734 por mi compañero José Ramón 
Pin Arboledas, debe ser incorporado como ex- 



cepción al principio de la unidad jurisdiccio- 
nal. 

Muahas gracias, señor Presidente. Muchas 
gracias, señores Diputados . 

El señor VICEPRESIDENTE: Muchas gia- 
cias, señor Attard. 

Para abreviar el debate, en vez de conceder 
en este momento turno en contra, como las 
tres enmiendas son coincidentes, que se ex- 
pongan sucesivamente, y luego los positAes 
turnos en contra. 

El señor Ruiz Mendoza tiene la palabra. 

El señor RUIZ MENDOZA: Para defender 
la enmienda 445, que ha sido incorporada en 
este momentol, a petición de mi compañero 
señor Sotillo, en la discusión del número 5 del 
artículo 107, hoy 109. 

Nuestra enmienda señala que «el Tribunal 
de las Aguas de Valencia conservará su ju- 
risdicción y competencia)). 

Me adhiero totalmente a lo que ha dicho 
mi compañero y querido Decano del Colegio 
de Abogados de Valencia, Emilio Attard, Pre- 
sidente de la Comisión, sobre el Tribunal de 
las Aguas. 

No quiero entrar en cuestiones históricas, 
porque sería tanto como reiterar y cansa1 la 
atención de SS.  S S .  Pero hay un aspecto que 
sí quiero, evidentemente, subrayar. Si en el 
número 1 del artículo 109 se señala decdc el 
principio que la justicia emana del pueblo, 
nunca jamás ningún Tribunal en nuestra Pcr- 
tria se ha sentado sobre este principio1 de lí: 
justicia emanada del pueblo, y en este caso 
de un puebla eminentemente campesino, la- 
brador y muy trabajador. 

No pretendemos, en modo alguno, excep- 
ciones, por cuanto podría aplicarse este prin- 
cipio que, tanto el compañero Attard como el 
Grupo Soicialistas del Congreso señalan, in- 
corporando a la Constitución que todos los 
Tribunales consuetudinarios deben ser respe- 
tados y conservados. Cuando son Tribunales 
consuetudinarios y durante siglos vienen fun- 
cionando, es porque, evidentemente, estdn 
cumpliendo una función social, como se di- 
ría hoy día, 'popular, ampliamente. Están asen- 
tados en el consenso -del que hoy tanto se 
habla- de la base popular del pueblo y, so- 

bre todo, de los labriegos, que son gentes que 
saben medir perfectamente el alcance de sus 
decisiones. 

La economía procesal, de la que hablas 
Emilio Attard, es un ejemplo que debería ser- 
vir, incluso, para más altas instancias de la 
justicia, y por ello entendemos que se  debe 
mantener esta enmienda. Pero es que, adci- 
más, las concepciones jurídicas, la del <<iuS 
naturalisn, las incluso racionalistas, amparan 
la existencia de un Tribunal de estas caracte- 
rísticas, porque, en definitiva, lo que s e  pre- 
tende con la justicia es hacer el bien al pue- 
blo y el bien a toda justiciable. 

Los labradores de la Vega de VaJencia, cuan- 
d o  acuden los jueves al pórtico de la Cate- 
dral, ante el Tribunal de las Aguas, se some- 
ten gustosamente al dictado, y a las decisioi- 
nes de los síndicos de las acequias de Mesta- 
lla, Fabara, Mislata, Quart, etc.; asienten a 
sus decisiones; no recurren, no plantean pro- 
blemas en la ejecución; asumen directamente 
su responsabilidad y cumplen con la decisión 
de estos síndicos. Prueba de mayor justicia 
jamás se puede dar en un país como en este 
caso lo da el Tribunal de las Aguas de Valen- 
cia. 

Por ello, mantenemos con todo calor la en- 
mienda del Grupo Socialista del Congreso, 
que en todo caso puede ser unida a la de 
Unión de Centro Democrático, presentada por 
el señor Pin Arboledas. 

El señor VICEPRESIDENTE: Tiene la pah- 
bra el señor Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Preci- 
dente, quiero empezar por decir que no se- 
ría leal a mí mismo y a los principios que pro- 
feso en la vida si no creyera que debfa apro- 
vechar esta ocasión para rendir un especial 
tributo de gratitud y homenaje a nuestro Pre- 
sidente, que él sí que ha fecundado con su 
autoridad y generosa interpretación del RE- 
glamento y su ingenio brillante 101s campos, 3 
veces áridos, de  esta Comisión. Y precisa- 
mente por ello quiero decir que no es soia. 
mente por la simpatía que cualquier propues - 
ta de él nos merecería, hecha, además, ccn 
tantos t6tulos illmiires de  mpresentantes del 
magnífico País Valenciano, por 10 que voy a 
apoyar, parcialmente, su propuesta, coinci- 
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diendo, también, en su espíritu, con la que ha 
presentado el Grupo Socialista del Congreso. 

Entiendo, sin embargo, que, en lugar de uva 
referencia especial a un solo Tribunal cons-ic- 
tudinariu tradicional (y creo que nadie puede 
dudar que es el más antigua e importante y, 
probablemnte, el más ilustre de todos ellos 
-qu izá  las normas, cuanto más generales, 
más ganan en valor y autoridad- posible- 
mente fuese preferible hacer una refereniia 
general a este hecho importante, o al que aca- 
bamos de oír a otro ilustre Diputado sobre 
el Tribunal de Censos en Cataluña, con iluc 
tre tradición también. Posiblemente haya al- 
gunas otras cuestiones, c m o  las facerías de 
los Pirineos, tantas veces estudiadas, de rai- 
gambre internacional, que pudieran ser men- 
cionadas. Sería quizá mejor hacer una refc- 
rencia general a la justicia consu&udiriari:i 
como una de las formas más ilustres i e  la 
justicia popular. En ese sentido, ya me per- 
mitiría hacer la propuesta de una enmienda 
«in vote)), cuyo texto he entregado a la Pre- 
sidencia, que consistiría en ampliar un artku- 
lo, a mi juicio muy ianportanta, que puede 4- 
mitir muchos y trascendentales desarrollos, 
que es el 117, que dice que «los ciudadanos 
podrán ejercer la acción popular y participar 
en la administración de justicia en los casos 
y formas que la ley.estabIezca». A continua- 
ción, en lugar del punto, poner comai y, des- 
pués de la frase «en los casos y formas que 
la ley establezca», terminar diciendo: ((Así 
como en los Tribunales consuetudinarios y 
tradicionales», c m o  los de Aguas y otros aiiá- 

Creo que con esta referencia general que- 
daría el tema resuelto de un modo que no 
crearía, por una 'parte, la posibilidad de que 
nos olvidásemos da algunos y, por otra, 5e 
reforzaría el principio de la justicia consue- 
tudinaria, verdadera justicia popular, y, como 
digo, mantendríamos el principia de la gene- 
ralidad de la norma. 

logos. 

El señor VICEPRESIDENTE ¿Se ponen de 
acuerdo los señores enmendantes sobre la 
fórmula? 

El señor ATTARD ALONSO: Solicitaría- 
mos unos segundos sin levantamiento de la 
Mesa. 

El se,ñor VICWRESIDENTE: Entre tanto, 
tiene la palabra el señor Roca, 

El señor ROCA JUNYENT: A los efectos 
de ilustrar el período de reflexión que el Pre- 
sidente titular ha solicitado del Presidente en 
funciones, quisiera encarecer de su buen sen- 
tido que la fórmula que ha propuesto el se- 
ñor Fraga sea la básicamente aceptada, pero 
sin referencia expresa al Tribunal de las 
Aguas. 

Creo que sería incluso inconveniente en- 
trar en lo que podríamos llamar una cierta 
rivalidad sobre cuáles son los tribunales con- 
suetudinarios con más arraigo, ya que lo im- 
portante es que, a través de la eficaz apos- 
tacióa de los compañeros valencianos sobre 
el tema del Tribunal de las Aguas, que ha 
permitido abrir la vía del reconocilmientol de 
los tribunales consuetudinarios, se pudieran 
defender también el de las Aguas, el de los 
Censos o el Tribunal Sacramental, que tam- 
bién existe. Por ello, rogaría que esta vía que- 
dase abierta, po,rque en otro caso nos vería- 
mos obligados a un casuismo fuera de lugar. 

El señor VICElWESIDENTE: Muchas gra- 

Ruego a los señores enmendantes que nos 
cias, señor Roca. (Pausa.) 

informen de la conclusión. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, la propuesta final es que en el artícu- 
lo 117, donde había un punto final, se ponga 
una coma y a continuación se añada: «así 
como en, los Tribunales consuetudinarios y 
tradicionales)), 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Se vota así 

El señor PEREZ-URCA RODFUGO: Da- 
do que la Presidencia tiene la facultad de or- 
denar y agrupar los votos, para solucionar 
este problema quizá se pudiese aprobar ahora 
el artículo 117. 

el artículo 117? (Asentimiento.) 

El señor VICEPRESIDENTE: No hay incon- 
veniente. De todas formas, c m 0  esto no se 
había dicho antes, si hubiera un turno en con- 
tra podrían hacer uso de la palabra. (Pausa.) 

No habiendo turno en contra, pasamos al 
?árrafo 6. 
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¿Enmiendas que se mantienen al número 6? 
(Pausa.) Antes, el Grupo Parlamentario Vzs- 
co y el señor Barberá sostenían enmiendas 
para este número. 

El señor ROCA JUNYENT: También hay 
otras enmiendas. Nosotros tenemos una en- 
mienda que vamos a sostener a este aparta- 
do 6. 

El señor MARTIN TOVAL: Hay una en- 
mienda «in voce» ya presentada a un apar- 
tado nuevo, que puede ser el 7, el 6 bis o 
como lquiera llamarlo la Presidencia. 

El señor VICEPRESIDENTE: El enmendan- 
te señor Solé Barberá tiene la palabra. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, como habrán 
visto S S .  SS. por el texto de la enmienda, no- 
sotros intentamos que conste en la Constitu- 
ción la afirmación de que la prohibición, ade- 
más de a los Tribunales de excepción, se ha- 
ga extensiva a los procedimientos de excep- 
ción. No hacer esta afirmación significa no 
eliminar de una manera total la tutela que 
mediante este precepto intentamos imponer 
como fórmula de funcionamiento de nuestro 
ordenamiento jurídico. Los procedimientos de 
excepción han venido siendo, desgraciada- 
mente, la forma que ha marcado de manera 
desagradable nuestro funcionamiento jurídi- 
co. Por tanto, y para no citar más que ejem- 
plos inmediatos y recientes, debemos decir 
que el Tribunal de Orden Público no era un 
Tribunal de excepción. Sin embargo, en su 
procedimiento había normas y formas de fun- 
cionamiento que eran1 absolutamente excep- 
cionales, como la de la libertad provisional. 
Asimismo, podríamos señalar situaciones que 
han afectado de una manera especialísima a 
un órgano y a un poder tan querido por to- 
dos nosotros como es la prensa. 

Finalmente, con esta enmienda nosotros 
pretendemos también la desaparición de toda 
mención a los denominados Tribunales de Ho- 
nor. Estos Tribunales son un organismo ana- 
crónico, que denominaría, desde un punto de 
vista jurídico, incontrolado, donde se contem- 
plan situaciones carehtes de publiciidad y del 
toda suerte de garantías, 

Por tanto, mantenemos la enmienda en vir- 
tud de la cual pretendemos que se añada al 
párrafo correspondiente la prohibición de los 
procedimientos de excepción y, con una ro- 
tundidaad total, la de los Tribunales de Honor. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Algún turno 
en contra? (Pausa.) Tiene la palabra el seño,r 
Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, la enmienda que se acaba de exponer 
tiene dos partes, una de las cuales se refie- 
re a los procedimientos de excepción. Perso- 
nalmente, no veo la necesidad de decir esto 
en la Constitución. Sin emlbargo, no vería in- 
conveniente grave, si eso creara consenso, que 
se dijese «los tribunales y los procedimien- 
tos 'de excepción)), porque se entiende que 
seguiría la coletilla ((salvo lo que disponga 
en su ámbito de aplicación la Ley Orgánica 
a que se refiere el articulo 108)). Si se acep- 
ta esta parte, se podría aceptar la referencia 
a los procedimientos; si no se acepta, la Ley 
Orgánica no tiene más remedio que estable- 
cer el procedimiento de excepción para el es- 
tado de sitio y otros semejantes. 

P0.r tanto, mi Grupo aceptaría la referen- 
cia a los procedimientos de excepción, con- 
servando, naturalmente, la coletilla actual. 
De no ser así, rechazaría esa referencia. 

En cuanto a los Tribunales de Honor, creo 
que es un tema importante y, además, de 
aquellos que es sumamente conveniente no 
llevar a la Constitución. Tal como va el tex- 
to de la Ponencia, estos Tribunales ni se cons- 
titucionalizan ni se prohíben afirmando su 
existencia; son esas zonas en las cuales, co- 
mo una que ahora mismo acabamos de ver 
en esta discusión sobre Tribunales consuetu- 
dinarios, inevitablemente se mezcla la zona 
de lo legal con la zona de lo social. Ya los 
romanos hacían una distinción interesante en- 
tre lo que era el «ius» y la que era el das», 
entre lo que es el derecho colectivo y lo que 
es la valoración de la propia sociedad. A ve- 
ces hay zonas de penumbra que yo creo que 
la Constitución n'o sólo debe intentar supri- 
mir, sino que, al contrario, debe conservar 
en su justo estado. 

Es un hecho evidente que en todas las so- 
ciedades el honor ha tenido una valoración 
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jurídica; nosotros la hacemos también en 
nuestra Constitución al valorar, como deci- 
mos en el título 1, el honor personal y farni- 
liar. En este sentido, el Derecho romano ha- 
blaba de la existencia de la estimación so- 
cial como el estado de dignidad no atacada, 
como uno de los valores más importantes de 
la persona. Ahora bien, si hay una cultura, 
dentro de todas las que se derivan del mun- 
do clásico, en la cual el concepto de la hon- 
ra y del honor haya tenido una importancia 
mayor, es un hecho que no voy a descubrir 
ahora, que ella es la española. Toda la cul- 
tura española, todo el teatro español - q u e  
pienso que, salvo el griego, es el mejor que 
se ha escrito en toda la Historia-, gira en 
tomo de este tema de la honra y del honor. 
No es momento de hacer citas, pero a todos 
nos ha sonado la potencia formidable de los 
octosílabos y los endecasílabos castellanos, 
como aquel de ((cuando el honor es más, to- 
do lo demás es menos)), o aquellos versos in- 
mortales de Calderón de que «al Rey, la ha- 
cienda y la vida se ha de dar, pero el honor 
es patrimonio del alma, y el alma sólo es de 
Dios>). 

Ahora bien, la idea del honor no es una 
idea, como pudiera parecer, puramente indi- 
vidual; no es la negra honrilla personal. Si 
hay una idea que está clara, es la idea de la 
honra social y del honor estamental; es una 
idea que, a los que creemos en la doctrina 
de Montesquieu de los cuerpos intermedios; 
a los que creemos en una valoración plural 
de la sociedad, que no somos un mero con- 
glomerado de individuos unidos por una vo- 
luntad general, que no nos parece que pueda 
formarse en medio del barullo, mmo pareel 
indicar la C4nisión en este momento. Pensa- 
mos, efectivamente, que el tema del honor 
es importante y que, como la rosa, lo mejor 
es no tocarlo. 

En este sentido, entiendo que los Tribuna- 
les de Honor, en una organización como la 
militar, tienen una importancia trascendental, 
y yo afi'rmo que eso que ellos mismos lliama- 
ron --porque era un soldado el que lo escri- 
bía en una de las mejores piezas de ese tea- 
tro clásico- una «religión de hombres hon- 
rados)), necesita cuidar de su honor estamen- 
tal. Estimo, por tanto, que esos T,ribunales 
deben dejarse a la costumbre, deben dejar- 

se, por supuesto, a la ley especial y no ser 
ni constitucionalizados ni expresamente pro- 
hibidos por la Constitución. 

En este espíritu, defiendo el texto de la 
Ponencia, salvo que pudiera aceptarse esa úni- 
ca referencia, en la forma que he indicado, 
a los procedimientos de excepción. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Segundo tur- 
no a favor? (Pausa.) Hay una enmienda del 
Grupo Mixto. 

El señor MARTIN TOVAL: No, es del Gru- 
po Socialistas de Cataluña, la número 292, al 
tiempo que una enmienda «in vwe» que tra- 
ta sobre el mismo tema, y que ha sido pre- 
sentada a la Mesa. 

El señor VICEPRESIDENTE: El Grupo Vas- 
co tiene otra enmienda y había solicitado an- 
tes la palabra. 

Tiene la palabra el señor Cuerda. 

El señor CUERDA MONTOYA: Muy breve- 
mente, para insistir en nuestra enmienda nú- 
mero 637, en la que intentamos que este ac- 
tual apartado 6 del articulo 109 quede redu- 
cido únicamente a la expresión «se prohiben 
los tribunales de excepción», eliminando, por 
consiguiente, la salvedad que constituia su se- 
gundo y último inciso. 

En esta enmienda coincidimos íntegramen- 
te con la presentada y defendida brillantemen- 
te por el Grupo Comunista hace unos mo- 
mentos, y por ello quedaríamos relevados de 
toda otra consideración, pero, en -cualquier 
caso, baste señalar c6mo la adición que se 
ha realizado como consecuencia de una en- 
mienda «in vote» transaccional al artícu- 
lo 108 supone el refrendo de nuestra propia 
enmienda, cuando se ha hecho referencia a 
que durante estos estados especiales de emer- 
gencia, alarma, excepción, etc., no puede in- 
terrumpirse el fun,cionamiento de los poderes 
constitucionales del Estado, y entre ellos el 
del poder judicial. Creemos que en estos mo- 
mentos especialísimos de alarma y excepción 
es cuando los derechos humanos y los dere- 
chos ciudadanos deben tener, subrayados si 
cabe, el amparo y la garantía del poder judi- 
cial ordinario. En función de ello es por lo 
que consideramos que esa salvedad a que se 
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refiere el artículo 108 debe eliminarse por 
completo y quedar reducido este apartado 6 
a la exp.resion de la prohibici6ne de los tribu- 
nales de excepción. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Algún turno 
en contra? (Pausa.) No habiendo turno en 
contra, tiene la palabra el señor Martín To- 
val para defender su enmienda. 

El señor MARTIN TOVAL: Nuestra en- 
mienda inicial estaba articulada bajo el nú- 
mero 292, y decía textualmente: «Se prohí- 
ben los Tribunales y procedimientos de excep- 
ción, salvo lo dispuesto para los estados de 
guerra. Quedan prohibidos los Tribunales de 
honor)). 

No quiero insistir en la parte primera de 
esta enmienda, que ya ha sido suficientemen- 
te defendida. Nosotros introducíamos esta 
salvedad mucho más concreta. Había que ha- 
cer referen'cia ahora al estado no de guerra, 
sino al de sitio; pero quiero hacer referencia 
concreta y específica al último inciso de la 
enmienda, que es la prohibición de los Tribu- 
nales de honor. 

No voy a intentar contradecir el discurso 
sobre la honra y el honor, no sobre la hon- 
rilla personal, realizado por el señor Fraga, 
pero sí quiero hacer referencia a algo que él 
ha indicado, y es que, sin perjuicio del carác- 
ter tradicional que el concepto de la honra y 
el honor, por unos asumido y por otros cri- 
ticado, no sólo en nuestro teatro, sino en la 
vida social de este país, ha tenido en siglos 
pasados, lo cierto es que, como él ha indica- 
do -y en esto estoy absolutamente de acuer- 
do con su expresión-, el honor hoy o tiene 
un carácter social o se inserta en la realidad 
social, llega a ser honor social, o no tiene 
excesivo sentido que las leyes en este punto 
concreto puedan protegerlo, en la medida en 
que el honor individual tiene otras proteccio- 
nes a través 'del título 1 de esta Constitución'. 
Ese honor social, el honor estamental, el ho- 
ncxr de Cuerpo, tiene otras vías claramente 
establecidas, vías en las cuales, además, se 
respeta también, porque pueden aparecer co- 
mo contradictorios los derechos y libertades 
individuales con ese honor social. 

Se trata, por tanto, de poder articular for- 
mas de defensa de ese honor social, de ese 

honor de grupo, de ese honor de cuerpo so- 
cial, pero sin que se limiten y se vean res- 
tringidos los derechos y libertades individua- 
les. ¿Y cuáles son esos procedimientos y sis- 
temas? Pues todo el entramado del derecho 
disciplinario en su conjunto y todo el entra- 
mado también del derecho sancionador penal 
y del jurisdiccional correspondiente. 

Es por eso que nosotros entendemos que 
los Tribunales de honor, ciertamente reliquia 
del pasado, posiblemente para muchos grata 
de tener en la panoplia de las instituciones de 
ese pasado, no responden a una concepción 
moderna del respeto y de la Drotección de 
ese honor social, sino que, en todo caso, po- 
dría y puede suponer una espada de D m o -  
cles siempre colocada sobre los derechos y 
libertades individuales, que pueden verse afec- 
tados por esa defensa, a través del Tribunal 
de honor, de ese honor social. 

Es por esto, y teniendo en cuenta, por otro 
lado, que pudiera parecer -y es la única re- 
ferencia que aquí se ha hecho a un estamen- 
to al hablar de los Tribunales de honor- que 
hay sectores que no debieran verse afecta- 
dos por esta prohibición, que hemos articu- 
lado una enmienda «in voce)) en sustitución 
de ese inciso final de nuestra enmienda 292, 
para que en el nuevo apartado de este ar- 
tículo 109 pudiera afirmarse que «se prohí- 
ben los Tribunales de honor en el ámbito de 
la Administración civil y de las organizacio- 
nes profesionales)), e incluso me atrevería a 
decir -y esto ya ha sido objeto en esta mis- 
ma sesión de la Comisión de trato similar- 
que posiblemente su lugar más adecuado no 
fuera éste y sí un nuevo apartado del artícu- 
lo 24, ya debatido, discutido y votado en es- 
ta Comisión; pero, en la medida que es un 
añadido al texto votado por la Comisión, si 
la Mesa lo creyera conveniente, como ha ocu- 
rrido en esta misma sesión, podría entender- 
se que el lugar más adecuado es aquél, y con 
el consenso de la Comisión, en el supuesto 
de aceptarse esta enmienda «in voten, poder 
colocarse en aquel lugar. 

El señor VICEPRESIDENTE: Gracias, señor 
Martín Toval. ¿Turno en contra? (Pausa.) 

No habiendo turno en contra, la Minoría 
Catalana tiene la palabra para defender su 
enmienda. 
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El señor ROCA JUNYENT: Nuestra en- 
mienda iba en la línea también de incorporar 
la prohibición de los Tribunales de honor; pe- 
ro después de los argumentos ya vertidos, nos 
parece innecesario defenderla y sí, en cambio, 
explícitamente retirarla, para sumarnos a la 
enmienda «in vocen defendida por Socialis- 
tas de Cataluña en cuanto a esta nueva in- 
corporación de un apartado relativo a los Tri- 
bunales de honor, que también apoyamos, que 
pudieran conducirse al apartado 5, como in- 
vocaba el señor Martín Toval, del artículo 24, 
como una adición. 

Así, pues, nosotros retiramos nuestra en- 
mienda para su.marnos a la formulada por So- 
cialistas de Cataluña. 

El señor VICEPRESIDENTE: El señor Pé- 
rez-Llorca tiene la palabra. 

El señor PEREZ-LLORCA RODRIGO: Para 
fijar posiciones, si es posible, señor Presiden- 
te, dado que no alcanzamos a ver en este mo- 
mento el contenido de oferta enmendante con 
el que se encuentra la Comisión. 

Se han planteado dos problemas fundamen- 
tales en relación con el párrafo 6 actual del 
artículo 109. Uno de ellos es el de la posible 
prohibición de los Tribunales de honor. En- 
tiendo que otro es el de la supresión de la 
cláusula de salvaguardia que introduce el ac- 
tual apartado 6 respecto a los Tribunales de 
excepción. 

Me gustaría, si la Presidencia entiende que 
éstos son los téminos en que está plantea- 
do el debate, fijar la postura de nuestro Gru- 
po respecto a los dos problemas en cuestión. 

El señor VICEPRESIDENTE: Efectivamen- 
te, parece que el debate se ha planteado en 
esos términos, y en este sentido no hay in- 
conveniente en que el Grupo de Unión de 
Centro Democrático fije su postura. 

El señor PEREZ-LLORCA RODRIGO: En 
ese caso, mi Grupo muy brevemente quería 
decir que respecto a los Tribunales de honor 
está de acuerdo con lo manifestado por el 
representante de Alianza Popular en el sen- 
tido de que la Constitución en ningún caso 
debe prohibir la existencia de los Tribunales 
de honor en determinados ambitos y muy es- 

pecialmente en el ámbito castrense o militar. 
Es un tema que debe quedar a las ordenan- 
zas, que debe quedar regulado fuera de la 
Constitución. 

Acotado así el tema, no existe inconvenien- 
te por parte de mi Grupo a que se constitu- 
cionalice la prohibición de los Tribunales de 
honor en el ámbito de la Administración ci- 
'vil del Estado y de las organizaciones profe- 
sionales, prohibiciOn a la que se ha llegado 
ya de hecho y de derecho dentro de los re- 
glamentos y estatutos de determinados cole- 
gios profesionales y dentro de los reglamen- 
tos de varios Cuerpos de la Administración 
civil del Estado. 

En este sentido, circunscribiendo la prohi- 
bición de los Tribunales de honor a estos ám- 
bitos, no tendríamos objeción que hacer a la 
enmienda. 

En cuanto a la sistemática, coincidimos en 
que no es éste el lugar de tratar de una ins- 
titución que, a pesar de tener el nolmbre de 
Tribunal de honor, no es una institución que 
tenga nada que ver con el poder judicial. 

Respecto al problema de los Tribunales de 
excepción y de la supresión de la cláusula de 
salvaguardia establecida en el apartado 6 del 
artículo 109, mi Grupo entiende que esta cláu- 
sula de alguna manera es necesaria. No se 
trata de consagrar la práctica de los Tribu- 
nales de excepción, expresión esta de Tribu- 
nales de excepción que está unida, sobre todo 
en otros países, a una práctica y a una teo- 
ría que son contrarias, cuando no repugnan- 
tes, a los principios de nuestra actual Cons- 
titución. Lo que entendemos es que debe es- 
tablecerse una cláusula de salvaguardia que 
permita el adecuado funcionamiento de la ju- 
risdicción que sea competente en el caso de 
los estados extraordinarios y fundamental- 
mente en el estado de excepción. 

Por tanto, mi Grupo votaría a favor de la 
prohibición de los Tribunales de honor si se 
limita esta prohibición al campo de la Admi- 
nistración civil y de los colegios profesiona- 
les, en los términos ya expresados en la EQ- 

mienda «in voce» del señor Martín Toval, y 
estaríamos dispuestos a suprimir el inciso se- 
gundo, a partir de la coma, del apartado 6 
del artículo 109 siempre que el apartado 5 
quedara redactado así: 

«El principio de unidad jurisdiccional es la 
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base de la organización y funcionamiento de 
los tribunales. La ley regulará el ejercicio de 
la Jurisdicción militar en el ámbito estricta- 
mente castrense y en los supuestos de estado 
de sitio, de acuerdo con los principios de la 
Constitución». 

En nuestro espíritu, la cláusula de salva- 
guardia referida a los Tribunales de excepción 
venía a proteger la posibilidad constitucional 
de que la ley orgánica que regule el estado 
de sitio, como Ocurre en muchos países de- 
mocráticos, atribuya, en caso de tal gravedad, 
como es el estado de sitio, el conocimiento 
de los hechos delictivos que en el mismo ocu- 
rran a la jurisdicción militar. 
Si esto queda aclarado y salvado en el apar- 

tado 5, no tenemos inconveniente en que la 
prohibición de los Tribunales de excepción 
quede realizada en los términos absolutos en 
que ha sido pedido por una minoría. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Algún otro 
Grupo Parlamentario, en este turno, quiere 
explicar su postura? (Pausa.) 

El señor Tova1 tiene la palabra. 

El señor MARTIN TOVAL: Simplemente, 
señor Presidente, para decir que si la fórmu- 
la presentada últimamente por el representan- 
te de Unión de Centro democrático es acep- 
tada, nosotros, teniendo en cuenta que coin- 
cide casi literalmente con la primera parte 
de nuestra enmienda 292, retiraríamos esa 
parte de la enmienda 292. Y la parte segun- 
da, referida a los Tribunales de honor, la man- 
tendríamos en el texto de la enmienda «in 
voce» presentada y ya defendida. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿El texto que 
se refiere al apartado 5? 

El señor MARTIN TOVAL: Respecto a los 
Tribunales de excepción, la supresión de la 
referencia a los Tribunales de honor en el 
apartado 6 y la inclusión de esa referencia 
al estado de sitio en el apartado 5. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Los demás 
Grupos Parlamentarios aceptarían esta pro- 
posición? (Asentimiento.) 

El señor SOLE TURA: En el bien entendi- 
do de que los Tribunales de honor se pro- 
pone que vayan al artículo 24. 

El señor VICEPR,ESIDENTE: Entonces se 
pondrá a votación, cuando lleguemos a ese 
punto, en ese sentido. 

En cuanto a las enmiendas que afectan en 
realidad al artículo 117, esta Presidencia pro- 
pone que se ponga a votación el artículo 109, 
y a continuación pasáramos al artículo 111, 
para votar las enmiendas propuestas en ese 
sentido. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Y las demás 
enmiendas que tenga la primera parte, que no 
se han discutido. 

El señor VICEPRESIDENTE: Por supueslo. 
Se procede a votar el artículo 109. En primer 
lugar, las enmiendas al apartado 1 del Grupo 
Mixto. 

Efectuada la votación, fueron rechazadas 
lm enmiendas por 33 votos en contra y dbs 
a favor, sin abstenciones. 

El señor VICEPRESIDENTE: A continua- 
ción pasalmos a la votación del texto de la 
Ponencia al número 1. 

Efectuada la votación, fue aprobado el apar- 
tudo 1 por 34 votos a favor y ninguno en con- 
tra, con una abstención. 

El señor VICEPRESIDENTE: Queda apro- 
bado el número 1 del artículo 109. 

No habiendo ninguna enmienda a los apar- 
tados 2, 3 y 4 del texto de la Ponencia, pa- 
samos a su votación. 

Efectuada la votación, fueron aprobados los 
apartados 2, 3 y 4 por unanimidad, con 34 
votos. 

El señor VICEPRESIDENTE: Al apartado 5 
hay una propuesta de Unión de Centro De- 
mocrático, que antes se ha leído. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Rue- 
go que se vuelva a leer, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE: Dice así: «El 
principio de unidad jurisdiccional es la base 
de la organización y funcionalmiento de los 
tribunales. La ley regulará el ejercicio de la 
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jurisdicción militar en el ámbito estrictamen- 
te castrense y en los supuestos de estado de 
sitio, de acuerdo con los principios de la Cons- 
titución)). 

Soknetemos a votación este texto aue susti- 
tuye al texto de la ñonmcia del apartado 5. 

Efectuada la votación, fue aprobodo el apar- 
tado 5 por unanimidad, con 34 votos. 

El s d o r  VICEPRESIDENTE: Con rCd-ic'6i1 
al apartado 6, que se va a someter a vota- 
ción, se entenderá suprimida la cláusula fi- 
nal, como se había propuesto anteriormente 
por el señor Martín Toval. Esto es, quedaría 
de la siguiente forma: <cSe prohíben Tribuna- 
les de excepción)). Solamente esta frase. 

Efectuada la votación, fue aprobado el agar- 
tado 6 por unanimidad, con 36 votos. 

El señor VICEFWZSIDENTE: Queda así ter- 
minado el artículo 109. (E¿ señor Martín To- 
val pide la palabra.) 
¿Es para explicación de voto, señor Martín 

Toval? 

El señor MARTIN TOVAL: No, señor Pre- 
sidente, es para proponer que la enmienda 
«in vwe» que se hizo en su momento y que 
quedó pendiente de que la Mesa decidiera si 
era aquí o en el artículo 24 donde debía in- 
tercanarse se pusiera en el articulo 24. 

El señor PEREZ-URCA RODRIGO: Yo 
propongo que se vote como artículo 109 bis 
y cuando se reordene el articulado, en el mo- 
mento procesal oportuno, se buscará el lugar 
adecuado. 

El señor VICEPRESLDENTE: Se , p n e  a vo- 
tación el apartado a que se acaba de hacer 
referencia, y que es el siguiente: «Se prohí- 
ben los Tribunales de honor en el hbit.0 de 

nes profesionales)). 
la Administración civil y de las organizacio- 

Efectuada la votación, fue aprobado por 
unanimidad de la Comisión el texto propuesto. 

Attículo 117 El señor VICEPRES1,DE"E: Pasmos al 
artículo 117. En este artículo hay varias en- 
miendas propuestas en su día. 

El señor FRAGA 1RI.BARNE: Las tres pri- 
meras enmiendas, que son las tres de Alian- 
za Popular, se subsumen en una sola y serán 
defendidas por don Licinio de la Fuente. 

El señor VICEPRESIDENTE: Tiene la pa- 
labra don Licinio de la Fuente. 

El señor DE LA FUENTE Y DE LA FUEN- 
TE: Con la venia, señoras y señores Diputa- 
dos, la enmienda que yo tenía planteada a 
este artículo proponía realmente la supresión 
del mismo, si bien yo la quería de alguna ma- 
nera reducir ahora en el sentido de suprimir 
sólo la filtima frase, es decir, donde empieza 
«y participar en la administración de justicia 
en los casos y formas que la ley establezca)). 

Creo que la forma como está concebida la 
acción popular es una forma excesivamente 
vaga e ilmprecisa y valdría la pena que el tex- 
to constitucional precisara un poco más. Pe- 
ro me -parece que este tema no es suficiente- 
mente importante y que puede precisarse lue- 
go y, por tanto, yo no postulo en este mo- 
mento la supresión total del artículo, sino ex- 
clusivamente la parte del mismo que se re- 
fiere a la participación popular en la admi- 
nistración de justicia. 

Creo, sin duda, que la justicia es uno de 
los valores superiores del ordenamiento ju- 
rídico. Así está reconocido en el artículo l." 
de esta Constitución y, por tanto, creo que 
la forma como se administre la justicia coris- 
tituye, sin duda, un tema importante, un te- 
ma en el que vale la pena pararse a meditar. 

Creo que la justicia debe ser, efectivamen- 
te, lo más independiente posible y lo más ale- 
jada posible de toda idea de politización. A 
mi juicio, en el texto constitucional los peli- 
gros de politización de la justicia pueden ve- 
nir por tres vías. La primera, por el nombra- 
miento de los miembros del Con6ejo General. 
No es éste el tema, pero yo anticipo que ahí 
hay una vía de politización de la justicia. La 
segunda, por el tema, que se discutirá también 
en el artículo 119, sobre si los jueces pueden 
o no pertenecer a partidos políticos o sindi- 
catos. Y la tercera vfa está establecida en € 1  
artículo 117 por la participación popular en 
la Administración de Justicia. 
Pero el tema de la partiupaci6n popular en 

la admhistración de justicia no se reduce 
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sdlo a un peligro de poilitización de la admi- 
nistración &Y jmtioia. Creo que el prúblma 

que, incluslo en su redacci6n actual, supone 
redmente tail ambigtiedad e imprecki6n que 
puede dar lugar a una configmadh de la 
adminiistración de j M ticia ex tradinariamen- 
te d i m a  y sin hnitaciones, hasta tal punto 
que yo c m  que hay una abierta cmtradic- 
Ción entre lo que se acaba de aprobar en d 
artkulo 109 y lo que se dice ahora en al af- 
tícuilo 117. Porque el artíoullo 109 dice con 
toda alaridiad que la jvlsticia SEY administra -y 
esta es la palabra que se emplea- por j u e  
ces y magistrados. Y el artículo 1 17 dice que 
los ciuctadanm lpadrán participar en ia admi- 
nistra&& de justicia. 

Entonoes, ¿quién administra la justicia? Si 
son los jueces y magistrados, ¿qué sentido 
tiene asta participacib.n de los ciudadanos? Si 
participan será también para administrar. 
Luego lo que se está diciendo en el artfcÜ- 
lo 109 se está contradi&ndo reaimente en 
el artículo 117, ha& tal punto que aunque 
pueda parecer exagerado (y creo que hay que 
poner siempre el punto límite para darse cuen- 
ta de hasta dónde puecten llegar las conse- 
cuencias de una redaicci6n imprecisa) yo creo 
que al amparo del artículo 117 se podrían 
constituir tribunales mixtos, es decir, tribuna- 
les c u p  miembros mos fueran jueces y otros 
ciudadanos corrientes. Una especie de consti? 
tucioaialiizaci6n de algo parecido a unos tribu- 
nales papuilm yo oreo que está, de alguna 
m e r a ,  i-pilíclto em la ambigüakd y en la 
i r n m i b n  del texto, aunque no sea esta, 
por supuesto, la intención ni el espíritu de 
los que lo han redactado. 

En lo que sí quiero llamar la atención de 
los xwdactmes es en que, efectivamente, si en 
un futuro se constituyera un tribunal presidi- 
do por un juez y da1 oual fueran mimbres 
unos cuaintos ciudadanos corrientes, este tri- 
bmai mixto no podría ser achacado de anti- 
Constitucionail, puesta que el artfculo 117 di- 
ce, sin ninguna limitación, que los ciudadanos 
puedEm prticipar m Ja adminktraci6n de jus- 
ticia. 

Yo creo que aquí estamios, una vez más, en 
una de esas contradicciones que son, desgra. 
chknmte ,  demasiado frmuentes en nuestra 

que plantea esbe artfculo 8s nias amplio, y 

20nsti~tiución. Por un lado se afirma la unidad 
iacional de España y a rmgl6n seguido se 
iice que puede ha& dentro de ella varias 
iacimes. Por otro lado se hace una declara- 
5611 solemne, pcrr ejemplo, de la libertad de 
m,señanza, y a rmglón seguido se regula de 
.al manera que, prácticamenta, esta libertad 
se puede hacer inviable. Aquí, de un lado, se 
ituce una ckolauación m l m e  de que la jmti- 
:ia s6lo va a ser adimhistrada par jueces y 
nagistr&, y a m@ón se-, en otro ar- 
:ículo, se dice que l a  ciudadanos pueden par- 
5dpar en la administrwi6n de justicia, lo cual 
quiere decir que puaden administrar justicia 
m q u e  no otro sentido tiene el concepto de 
xiministr&n. 

Tal vez @ pienso que, en la vaguedad de 
%te thrnim, a lo que se quiere, en definitiva, 
reducir el tema es al posible restableciniiento 
3e la hstitwi6n. de 10s jurados. 

Bien, si es eso lo q w  quiere la Cunstitu- 
ci6n, sería partidario de que se dijera de un 
modo expreso, porque es mejor, aunque yo 
sea ooaitrano a d o ,  y lo voy a decilr ahora, 
que se diga en la Constitución que por ley 
podrán establwetisie la institución del jurado, 
B que se ponga un término tan amplio como 
«la partici)paci6n de lm ciud&w en la ad- 
minisiracibn dk j u s t i h >  que dé lugar no s610 
al rwtab~miunkmto de la insti8tuci6n de estos 
j~wados, sino, incluso, a la formación -como 
decía antes- de tribunalles mixtos de jueces 
y de ciudadanos. Si 110 que se quiere es auta 
rizar la. formación o el eistabilechiento de la 
irUstituci6n d0l jurado, que se diga de un modo 
expreso, como ya lo hizo la Cmstitucihn de 
1931 en su artfculo 103, o como lo hicieron 
las Constituciones de 1812, 1856 y 1869. 

Lo que ocurre 8s que cuando el jurado Ile- 
gó a funcionar, la experiencia fue tan poco 
alentadora que, prácticamente, la conciencia 
de suprimidos nació inmediatamente. La ex- 
periencia de la institucibn del jurado en Es- 
paña, con independencia de lo que pueda ocu- 
rrir en cualquier país, porque cada país time 
SUS ,popias csuracterfstlcas y sm propias cir- 
cunstancias, ha sido una experiencia deplma- 
ble. Basta releer dos documentas de la época 
de su funcionamiata para cerciorarnos de 
hasta qué punto result6 perturbadora e inefi. 
caz su actuadin, contribuyendo a crear 40- 
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mo decía antes- una imagen tan fuertemen- 
te desfavorable de la actuación de los tribu- 
nales de hecho, que todavía no se ha desva- 
necido y que, incluso, se mantiene en muchos 
países donde los jurados existen. 

No sé si esta pmención pspular hacia la 
mención específica del jurado es lo que ha 
llevado a la Ponencia a omitir el nombre cuan- 
do, de verdad, si lo que está pensando es en 
esto, lo debería decir de un modo claro, para 
que cuando el pueblo vote la Constitución 
sepa, cmscientemente, que vota a favor o en 
contra da1 restablecimiento de esta institución 
que, a mi juicio, es perturbadora para la ad- 
ministración de justicia. 
Creo que tal vez los jurados pudieron cons- 

tituir una aspiración democrática cuando los 
tribunales profesionales, 'los tribunales toga- 
das, carecían de independencia, podían ser 
sospechosos de dependencia por un deteriiii- 
nado sistema de designación o por su sumi- 
sión al ejecutivo. Pero establecida la indepen- 
dencia de los juma y magistrados, creo que 
es mucho mejor la administración de justicia 
profesionalizada que la administración de jus. 
ticia con la colaboración o con la participa- 
ción de la institución del jurado. 

Muohm de los argumentos que en algún 
momento se han hecho en favor de esta ins- 
titución sobre la mayor inmediación can el 
justiciable, sobre la pureza en las decisiones. 
que no estarían mokieacias O deformadas por 
el hábito profesional, y las derivadas de la ex- 
tracción social de los jurados, han perdido 
realmente su fuerza en este momento y así 
está reconocido en la doctrina con carácter 
predominante. 

En consecuencia, y para no hacer mAs lar- 
ga mi intervención, propongo la supresión de 
esta última frase del artículo 117, que se r e  
fiere a la participación de los ciudadanos en 
la administración de justicia, en primar tér. 
mino, porque 'por su ambigüedad no se cono- 
cen cuáles van a ser los límites de esa parti- 
ci8paci6n, y, en segundo lugar, porque si se 
refiriera estrictamente a la insti~tución de los 
jurados, creo que habría que decirlo así, aun- 
que yo estaría en contra de este retableci- 
miento par entender que conviene más a la 
Justicia que ésta sea administrada por jueces 
y magistrados profesionales incEeip.endkntes. 

El señor VICEPRESIDENTE: Muchas gra- 
cias. Para un turno en contra tiene la palabra 
el señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, para oponerme, en nombre de1 
Grupo Parlamentario Socialimsta, a la propues- 
ta de don Licinio de la Fuente sobre la supre- 
sión d'e la segunda frase del artículo 117, por 
discrepar profundamente de las razones ex- 
puestas por él misma. 

En definitiva, el artículo, tal como está con. 
oebido, es lo que podríamos llamar, desde la 
teoría del Derecho, una norma de organiza- 
ción, es decir, una n u m  que permite man- 
dar, que permite que el legislador ordinario 
establezca los casos y formas en que se par- 
ticipa por parte de los ciudadanos en la ad- 
minilstración de justicia. 

Al ser, como digo, una norma de segundo 
grado de organización que permite mandar, no 
establece, desde luego, taxativamente, los ju- 
rados, diré que no los establece, desgraciada- 
mente, porque nuestra posición es que debe- 
ría decirse de manera explícita, pero pemite 
hacerlo. No se puede hacer, para oponerse a 
la existencia de este artículo, una diatriba 
contra el jurado. Si hubiera prosperado en la 
Ponencia la posición del Grupo Parlamentario 
Socialista, que defendía, expresamente, la con- 
creción de la existencia del jurado en materia 
criminal, entonces tendría toda la razón el 
señor De la Fuente en objetarla desde su pun- 
to de vista. Pero creo que lo Único que ocurre 
es que se permite que la ley establezca deter- 
minados casos y formas de participación de 
los ciudadanos en la adiministración de jus- 
ticia. 

Se ha dicho, en segundo lugar, que la for- 
ma de este artículo 8s una de las causas que 
favmce la -mlitización de la justicia. Yo creo 
que aquí se produce la confusión entre la de- 
inocratizaci6n de la justicia y la politizacion 
de la justicia. Politizacibn de la justicia pue- 
de ser, efectivamente, tado lo que suponga 
una participación democrática, pero es una 
politización que entendemos sana, y que en- 
tendemos normal, que no está incluida dentro 
3e la patología de la politización de la justi- 
da, que ésa era, w r  ejemplo, la existencia en 
31 régimen anterior del Tribunal de Orden Pú- 
Aico, donde se juzgaban ideologfas o cmduc. 
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tas políticas; o cuando se pasaba de ser rna- 
gistrado fiscal a gobernador civil y jefe pro- 
vincial dlel Movimiento; o cuando de Ministro 
Secretario General del Movimiento se pasaba 
a ser fiscal del Reino. Eso es lo que era la 
poliltización de la justiicia y no la inocente par- 
ticipación, y muy necesaria participación, de 
los ciudadanos en la administración de jus- 
ticia. 

En las dos obras que este modesto parla- 
mentario conoce, referidas al tema de la re- 
lacidn entre justicia y política, la obra del 
profesor norteamericano Kirkheimer, sobre la 
justicia política, y la obra del profesor fran- 
cés Chardhi, sobre ((Justicia y política,)), es 
donde se establecen, o so analizan, casois de 
poiliti~ación patológica de la justicia y, desde 
luego, puedo asegurar a don Licino de la Fuen- 
te que en ninguna de esas dos obras, que son 
las que yo conozco sobre el tema, se conside- 
ra que la participación de los ciudadanos en 
la administración de justicia pueda ser una 
politización patológica. 

Por otra parte, la participación está, por 
ejemplo -y fue evocado en la Ponencia por 
alguno de los señores Ponentes-, en el ejer- 
cicio de la denuncia, en la obligacidn de de- 
nuncia; está en la aoción popular; esa en el 
heoho o la obligación de prestar testimonio, 
y desde luego está en muchas perspectivas 
que no exigen lo que, de manera, a nuestro 
juicio, tan catastrofista, señalaba e! señor De 
la Fuente. 

Tampclco es una novedad, porque en el caso 
de que estio no gei dijera, podría considerarFe no 
amparada, o por lo menos no swficientemen- 
te amparada, la existencia de ciudadanos en 
los Tribunales econ6mico-administrativos, en 
los jurados mixtos que existen en este mo- 
mento, o en otros que existen en nuestra país, 
y donde están funcionando los administrados. 

Por todas astas razones, y porque nosotros 
e n t d e m o s  que desde 'luego esto no lleva a 
los tribunales popular& ni mucho menos, sino 
que es  una sana medida, aunque a todas lu- 
ces insuficiente, y por eso nosotros pensamos 
que debían haberse recogido taxativamente 
los juradas e incluso la existencia de titula- 
dos en determinados asuntos, con voz y con 
voto en la formación de la sentencia, es por lo 
que nos oponemos a la enmienda de supresión 

del Diputado don Licinio de la Fuente. Nada 
más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE: Gracias, señor 
Peces-Barba. Para el segundo turno a favor 
tiene la palabra el señor De la Fuente. 

El señor DE LA FUENTE Y DE LA FUEN- 
TE: Muy brevearente, para precisar algunas 
ae las contestaciones que aca Ih  de hacer el 
señor Peces-Barba. Yo ya decía que si bien 
consideraba que pedía ser una vfa de @tiza- 
ción, no era éste exactamente el tema más 
importante. El tema más importante para mí 
era la eficacia en la administración de justicia 
y que es ahí donde, a mi juicio, incidía el pro- 
blema de la rdacci6n que plantea este ar- 
tículo 117. Por supuesto que, al amparo del 
artícullo 117, pueden comprenderse algunas 
de las actuaciones que ha dicho el señor Pe 
ces-Barba. Otras, desde luego, no; por ejem- 
plo, la participación en los Tribunales econó- 
mico-administrativas, porque él sabe que no 
son órganos de justicia, sino órganos adminis- 
trativos. 

El hecho de que estén aquí o no, no tiene 
nada que ver con la redaocibn de este artícu- 
lo. Lo que acurre es que, sobre todo -y el 
señor Peces-Barba implícitamente lo reconoce 
con su silencio-, no se me ha podido argu- 
mentar que no puedan estar también esas 
otras posibles deiformaciones de los Tribuna- 
les de Justicia de las que yo hablaba antes. 

Si se habla de la participacibn en la admi- 
nistración de justicia en un sentido amplio, 
es evidente que, dentro de la Constitución, ca- 
bría la foirmación de tribunailek pixtos, como 
yo decía antes, presididos, por ejemplo, por 
un juez y formados por ciudadanos; es decir, 
que cuando estoy diciendo que cabe eso jus- 
tamente por la imprecisi6n del texto, la ver- 
dad es que no he encontrado que se me diga 
que no es posible. 

Es pusiblle que se aplique en terminos tan 
restrictivos que conduzca s6lo a determina- 
dos tipos da participación, pero lo que estoy 
dkiendo es  que las frases quei empllea el pre- 
cepto son lo suficientemente amplias para 
que puedan quedar, al amparo de la Consti- 
tución, formas de administración de justicia 
que a mí me parece que no deberiamos ad- 
mitk, como es, por ejmplo, la formación mix- 
ta de los tribunales, 
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Si se quiere institucionalizar el jurado, que 
se diga de un modo expreso. Yo he dicho, por 
otra parte, las razones -y en ellas me rati- 
fico- que a mi juicio hacen más favorable la 
administración d e  justicia por jueces y ma- 
gistradas, que la institución de los jurados. 

Comprendo que es un tema perfectamente 
opinable. Comprendo, además, que es un tema 
cuyos mqdtados han sido diferentes según 
bs distintos países, pero tmgo aue traer aquf 
el testimonio de la Historia y creo que, en 
ese testimonio, la exeriencia del tiempo en 
que han estado vigentes los jurados en Espa- 
ña ha sido considerada normalmente como ne- 
gativa. Por eso sigo insistiendo en el mante- 
nimiento de mi enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Algún turno 

Tiene la palabra el señor Peces-Barba. 
en contra? (Pausa.) 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Pues- 
to que don Licinio de la Fuente ha insistido en 
su preocupación por un aspecto, quisiera se- 
ñalarle que esa preoc~~pación, desde mi punto 
de vista -no sé si para él será suficiente-, 
queda desvan&da con lo que hemos aproba- 
do en d artículo 109, punto 3, donde se dice 
que el ejercicio de la potestad jurisdiccional 
en toda tipo de procesos, juzgando y haciendo 
ejecutar lo juzgado, corresponde exclusiva- 
mente a los juzgados y tribunales determina- 
dos por las leyes, según las normas de com- 
petencia y procedimiento que las misnias es- 
tabilezcan. 

Entiendo que, para que no se intmprete 
como silencio la no contestación a eso que 
don Licinio de la Fuente planteaba, le con- 
testo con el artículo 109, punto 3, y, desde mi 
punto de vista, oreo que eso desvanece la 131- 
tima preocupación que tenía. 

El señor VICEPRESIDENTE: Había un voto 
particular del señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se re- 
tira. 

El señor VICEPmIDENTE: Hay una en- 
mienda di31 señor Letamendía. 

El señor LETAMENDIA BELZUNCE: Re- 
nuncio. 

El señor VICEPRESIDENTE: Enmienda nú- 
mero 444, del Grupo Parlamentario Socialista. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Re 
nunclada. 

El señor VICE;PRESIDENTE: Enmienda 
del Grupo Mixto número 553. 

El señor FUEJO LAGO: Renunciada. 

El señor VICEPRESIDENTE: Enmienda 
número 779, de UCD. 

El señor PEREZ-LLORCA RODRIGO: Re- 
nunciada. 

El señor VICEPRESIDENTE: La enmienda 
n&ero 445, del Grupo Socblista, se pondrá 
a votación en el texto refundido. La enmienda 
número 553, del Grupo Mixto, se da por re- 
nunciada. 

Se va a poner a votación las enmiendas 
subsumidas de los señores Cam, De la Fuen- 
te y Fernández de la Mora. 

Efectuada la votación, quedaron rechazadas 
estas enmiendas por 32 votos en contra y dos 
a favor, sin abstenciones. 

E1 señor VICEPRESIDENTE: Se somete a 
votación el texto de la Ponencita con la adi- 
ción «así como en los tribunales cmsuetudi- 
narios y tradicionales)). 

Efectuada la votación, fue  aprobado por 
unanimidad el artículo 117. 

El señor VICEPRESIDENTE: Se suspende 
la sesión durante d,iez minutos. 

Se reanuda la sesión. 

El sledior PRESIDENTE: Señores Diputados, 
al artkulo 110 del texto de la Ponencia, sobre 
acatamiento ck las sentencias y moiluciums 
íkmes, hay una enmienda proponiendo la su- 
presión, la número 548, del Grupo Parlamen- 
tario Mixto. ¡Supongo que no querrá alzar- 
se contra las sentencias el Grupo Mixto! 
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El señor GASTON SANZ: No se trata de al- 
zarse contra las sentencias. La intención de 
supresidn era únicamente debida a que este 
artículo estaba de más, porque en todas las 
leyes se recoge el concepto y no hacfa falta 
que fuese en una ley constitucional. Se da por 
sentado que las sentencias deben cumpiirse y 
en las Constituciones no suele recogerse. Pe- 
ro, natumlmente, no nos oponemos y retira- 
mos la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: ¿Tiene alguna en- 
mienda el Grupo Parlamentario Socialista? 

El señor ZAPATERO GOMEZ: Queda reti- 
rada. 

EiI señor PRESIDENTE: No existiendo más 
enmiendas al artículo 110, se pone a votaci6n 
el texto de la Ponencia. 

Efectuada la votacidn, fue  aprobado por 
unanimidad el artículo 110, con 26 votos. 

Artículo 111 El señor PRESIDENTE: Pasamos al artícu- 
lo 111, r&tivo a la gratuidad de la justicia, 
al que hay un voto particular del señor Pe- 
ces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Será 
defendida, cuands S. S .  lo decida, por el se- 
ñor Ruiz Mendoza. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
don Joaquín Ruiz Mendoza. 

El señor RUIZ MIENDOZA: Para defender 
el voto particular del Grupo Socialista del 
Congreso al actual artículo 11 1, sobre la gra- 
tuidad de la justicia. 

El voto particular del Grupo Scxialista del 
Conigreso señala que la justicia es gratuita, en 
todo caso, m el &en penal y laboral. Tam- 
bién lo es en el civil y en el contencioswad- 
m i n i t i v o ,  d v o  G W ~ Q  la sentencia decla- 
re la temeridad de alguna de las partes. 

Fundamentamos y defendemos el voto par- 
W a r  en base a lo siguiente: hay razones 
políticas, hay ramnes saciales, hay razones 
jurídicas para poder llevar a cabo esta defen- 
sa del voto. 

Estamos hablando, Señorías, constantemen- 

te, desde hace ya muchos meses, de que de- 
bemos democratizar las instituciones del Es- 
tada M c t i m w t e  tenemos la aoasiidn ahora. 
con la Comtitución, de llevar efectivainente 
3 cabo la dmmratización de las institucio- 
nes del Estado, de las que una de las más im- 
portantes, a juicio de este Diputado, es la 
institución de la justicia, en la cual podría in- 
trducirse una reforma de interés, en el caso 
concreto relacima& c m  el voto particular 
que defiendo, para que d ciudadano, el justi- 
ciable, tenga acceso a juzgados y tribunales 
en condiciones de plena igualdad. 

Partimos de la k l a r a c i 6 n  Universal de 
Dermhos Humanos, concretamente de su ar- 
tículo 10, en el que se dice que: «Toda perso- 
ria tiene derecho, en condiciones de plena 
igualdad, a ser oí& públicamente y con justi- 
cia par un tribunal independiente e imparcial, 
para la detenminacidn de sus derechos y obli- 
gaciones o para el examen de cualquier acu- 
sación contra ella en materia penal)). Es decir, 
que este artículo hace referencia a los cím 
supuestos, al campo penal y al campo de las 
cuestiones civiles, derechos y obligaciones. 

Se puede argüir, y se dice en el texto de 
la Ponencia, que la justicia será gratuita cuan- 
do así lo determine la ley. Efectivamente, 
nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil, promul- 
gada en el mes de febrero de 1882, instituye 
el beneficio legal de pobreza en una sección 
que denomina «De la defensa por pobres y 
dedica a esta defensa por pobre 37 6 38 ar- 
tícwlos, concretamente desde el artículo 13 
hasta el 50, diciendo en el primero de ellos 
que (cLa justicia se administrará g r a t u i m m -  
te a los pobres por los Tribunales y Juzgados 
que sean declarados con derecho a este be- 
neficio)). 

Esto, Señorías, a juicio de este Diputado, y 
también como abogado en ejercicio durante 
rnuchfsimols años -y le consta así al señor 
Presidente de esta Comisi6n-, es reallmente 
deprianmte y depresivo en el momento y en 
la saciedad actuales. 

Cuando decimos en el artfculo que se ha 
aprobado esta mañana que la justicia emana 
del pueblo, principio con que se Mcia el ar- 
ticulo 109; ciiancb señalamos esa base de prin- 
cipio & que la justicia emana dwl pueblo y 
resulta que el ciudadano para pedir justicia 
tiene que comenzar por decir si es rico o po- 
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bre, se produce una discridnación, como he 
dicho anteriormente, incomprensible en una 
sociedad corno la actual, donde se quiere que 
de una manera paulatina y progresiva, y aho- 
ra hasta rápida, la igualdad jluridba, la segu- 
ridad jurídica, akance a todos por igual. 
Cuantos hmoe intervenido e intervenimos 

ante Juzgados y Tribunales sabemos la diifi- 
cultad que supone conseguir la declaración 
del beneficio de pobreza, la serie de trámites 
y requisitos que se necesitan. Leyendo esos 37 
o 38 artículos de nuestra antigua Ley de En- 
juiciamiento Civil, se comprende que, para 
muohos supuestos, el ciudadano prescinda de 
acudir a los Tribunales, deje rpar completo de 
ejercer la acción y sus derechos por la serie 
de cortapisas que. por la propia ley se le h- 
ponen. Ello da, señores, al resultado de que 
este ciudadano modesto, pobre, como dice la 
ley, c m  una expresión ya arc.ah, se ve ini- 
posibilitado, no tiene pie de igualdad con el 
litigante que se dice rico. El litigante rico, Se- 
ñorías, desde el principio tiene la seguridad 
jurídica, la protección de la norma, puede so- 
licitar su demanda y, de inmediato, pedir las 
medidas cautelares que entienda puede sdi- 
citar del juez o del Tribunal. Sin embargo, sa- 
ben SS. SS. que hasta que no se ha concedido 
el beneficio legal de pobreza ,la demanda no 
es admitida a trámite; es admitida a efectos 
de entrada en la Mesa del Juzgado, o en la 
Secretaria del Tribunal, pero no continúa el 
procedimiento en tanto en cuanto no se re- 
suelva sobre el beneficio Legal de pobreza. 
Se podrá decir que, efectivamente, hay un 

articulo en donde cabe la posibilidad de pedir 
esas medidas, digamos, de asqgwamiento o 
cautelares, pero, según doctrina y jurispru- 
dencia constante del Tribunal Supremo, esa 
concesión, al dar al justiciable pobre la po- 
sib?lidad de solicitar esas nwclidas de CauteL 
la o de aseguramiento, es discrecional del 
juez. 

En los momentos actuales en que práctica- 
mente se tienen en cuenta una serie de con- 
cepciones modernas, como, por ejemplo, la 
revalución jurídica que en las nomas y en 
el Derecho inglés Jeremlas Bentham quiso in- 
trcducir en el siglo pasado; con las concep 
cima actuales sobre la justicia y wbre la 
aplicación del Derecho, el seguir manteniendo 
la tesis de que «La justicia será gratuita cuan- 

do así lo dis\ponga le ley», en l a  términos en 
que está redactado este artículo 11 1, no nos 
parece suficiente. 

Quwmos concretar, y por eso el voto par. 
tkular del Grupo Socialista del Congreso con- 
creta, diciendo que será gratuita tanto en el 
orden penal camo en el laboral y en lo civil 
y contencioso. Ya en nuestros tratadistas exis. 
te una corriente en ese sentido, como es el 
caso de don Jaime Guas, al que se l!amó 
«exótico» el martes pasado, quien en sus cu- 
mmtarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil 
hablaba ya de que la finalidad del proceso 
es una findidad pública y que la función de 
la administración de justicia debería ser or- 
ganizada de modo que su prestación resultase 
gratuita para los particulares. 

Esto quiere decir que no se trata de que el 
Grupo Socialista del Congreso traiga con un 
fin de propagandismo político este voto par- 
ticular; es que, en definitiva, ha sido una co- 
rriente, ya de antiguo introducida por trata- 
distas en el eamipo del Derecho, el buscar esta 
finalidad de justicia gratuita, la finalidad pú- 
bLi.ca, por cuanto que se considera que el Es- 
tado es el que debe poner #la norma, el Dere- 
cho y la justicia al servicio de todos sus ciu- 
dad!anos, no los ciudadanos al servicio de la 
justicia. Que el acceso de los ciudadanos a la 
justicia les permita tener siem,pre la garantía 
de la seguridad, del imperio de la ley. para 
poder defender lo que consideran sus dere- 
ohus en todo momento. 

Carlos Friedrich -es una cita un poco pe- 
dante-, en su obra monumental «Constitu- 
ción y Democracia)), señala que la justicia es 
el fin del gobierno, que siempre se ha buscado 
y s i m p  se perseguirá hasta que se logre o 
hasta que se pierda la 'libertad en su bús- 
queda. 

Señorías, evidentemente existe una corrien- 
te moderna tendente a hacer que 6se bien de 
justicia, que es el mejor bien de una sociedad 
moderna y de un Estado modemo, ampare 
por igual a todos sus ciudadanos sin discrimi- 
nación, siq distinción de litigantes ricos y li- 
tigante pobres. 

Existe la posibilidad, que al Grupo Socia- 
lista del Congreso se atrevería a presentar 
como una enmienda «in vmw, de cierta so- 
lución, de forma que los términos amplios 
del voto particular, que está concebido con 
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amplitud de miras de j d i  civil, no fueran 
tan amplias, pero que sirvieran a la, finalidad 
que se quiere cumplir. Esa posibilidad mnsis- 
tirla en modificar la redacción de nuestro voto 
para que dijera que la justicia es gratuita en 
el orden penual y laboral y que también lo es 
en los litigios civiles y contencioso-adnis- 
trativos, sdvo cuando la smteacia firnie d s  
olare la temeridad de alguna de las partes 
litigantes, y que la defensa letmd!a y la repre- 
sentación procesal serán prestadas de oficio 
a quienes acrediten no &poner de medios 
ecm6~w. 
De esta manera no se hablaría de gratuidad 

de da justicia civil en tado su ámbito, que 
comprende la contencioso y la jurisdicción 
voiluntaria, y se limitaría exclusivamente a lo 
contencioso, que es donde 01 ciudadano ne- 
casita el amparo de los tribunales para de- 
fender sus dereohos. Sabemos constantemen- 
te de casos en que el simple ciudadano, ei 
hombre sin reCUirCS(XS eiconómiCOs, no puede 
defender sus derechos. Es más, se ha tenidido 
Últirmarnmte a una práctica, que no digo si 
esta o no justificada, consistente en ir subien. 
do las cuantías de ta,i m e x a  en el campo 
del litigio, que se hace imposible, totxtlrnente 
imposible, el llegar en la d e f a  del derecho 
hasta el Tribunal Supremo. Cuncretamente, 
cito el caso de la cugesi6n del recurso de 
injusticia notoria en supuestos de arrenda- 
mientos urbanos, en donde cientos y cientos 
dfe personas han visto terminada su instancia 
en una Auclieack Tmitorial, sin la posibili- 
dad dw llegar, no din5 a la fdtima instancia, 
porque el Tribunal Suprema no lo es, pero sí 
a poder defender en casación supuestos ca- 
sos, por ejemplo, de retracta de v i v i m d ~ ~ .  

Esto, evidentemente, nos obiiga a pensar 
de una manera amplia y general, y entiende 
este Grupo Socialista del Congreso que es el 
mmenta actual de esta Constitución, cuan- 
do se está tratando del poder judicial, el de 
poder dhr entrada a la petición dk que el voto 
partidar,  junto con nuestra enmienda «in 
v m h  que se presenta en este momento a la 
Mesa, pudiera ser atendida, por si hubiere 
al@n otro Grupo que quisiera defenderla. 

Solicitamos, por tanto, que se tome en con- 
sideración esta enmienda y que se decida 
por la Comisión. Nada más, SeiIorías. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ruiz 
Mendoza. 

a g ú n  turno en contra? (Pausa.) Tiiene la 
palabra el señor Vázquez Guillén, de Unidn 
de Centro Democrático. 

El señor VAZQUEZ GUILLEN. Señor Re-  
sidente, quería preguntar si existen más en- 
miendas relativas a la gratuidad. 

El señor PRESIDENTE El Grupo Parlamen- 
tario Vasco tiene la enmienda 638, de tono 
muy semejante a la que anteriormente ha sido 
debatida. Señor Cuerda, ¿las debatimos en 
conjunto? 

El señor CUERDA MONTOYA Muy bien, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Vázquez Guillén. 

El señor VAZQUEZ GUILLEN: Yo quisiera 
acumular, si es posible, señor Presidente, los 
dos turnos en contra de las dos enmiendas, 
que son muy similares. 

El señor PRESIDENTE Muy bien, señor 
Vázquez Guillén. Tiene la palabra el señor 
Cuerda. 

El señor CUERDA MONTOYA: Seflor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, con la 
máxima brevedad posible, ya que tanto el 
voto particular como la enmienda «in vocen 
del Grupo Socialista del Congreso que en el 
último momento de su brillante intervención 
ha señalado el Diputado señor Ruiz Mendoza 
coinciden esencialmente con nuestra en- 
mienda. Unicamente me interesa en este mo- 
mento subrayar algunos de los matices que 
de alguna manera diferenciaban la nuestra de 
la suya. 

Hay una primera cuestión que hace refe- 
rencia claramente a la gratuidad de la justi- 
cia, entendida como. un servicio público del 
Estado, y a la que, naturalmente, todo ciuda- 
dano, cualquier persona, tiene derecho a ac- 
ceder, acceso que debe ser absolutamente 
igual para todos, a fin de evitar cualquier tipo 
de discriminación' y como garantía inexcusa- 
ble en el servicio al imperio de la ley y al 
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imperio del Derecho en una sociedad demo- 
crática. Dentro de los cuatro órdenes posibles 
en que a esta administración de justicia p 
demos clasificarla -penal, laboral, civil y 
contencioso-, nuestra enmienda hace refe- 
rencia a que la gratuidad sea total y abso- 
luta en estos cuatro aspectos de la adminis- 
tración de justicia. No obstante, salvando, 
naturalmente, que en el procedimiento penal 
y laboral siga manteniéndose la gratuidad a 
ultranza, admitiríamos perfectamente, de 
acuerdo con la enmienda del Grupo Socialista 
del Congreso, esa matización referida a los 
procedimientos en el orden civil y conten- 
cioso; matización absolutamente precisa y 
adecuada, en la que el orden civil queda re- 
ducido a la parte contenciosa, a lo que son, 
estrictamente hablando, los litigios, y que, 
además, tiene la cautela, para evitar la fri- 
volidad de unos procesos absolutamente in- 
necesarios, de la condena en costas a aquel 
litigante cuya temeridad pueda ser apreciada 
por los tribunales de justicia. 

En nuestra enmienda había un segundo 
punto que nos parecía muy importante, por- 
que no es s610 imprescindible que todo ciu- 
dadano, sin discriminación alguna por razón 
de su carencia de medios económicos, pueda 
tener acceso a la justicia en cualquiera de 
los órdenes señalados, sino que, además, ese 
acceso a la justicia exige, evidentemente, un 
asesoramiento letrado, como exige también, 
en la mayoría de los supuestos, una repre- 
sentación profesional. 

Por todo ello, para que ese acceso a la jus- 
ticia en igualdad de condiciones pueda real- 
mente ser eficaz y no quedarse vacío de con- 
tenido, nosotros entendíamos -y así lo ex- 
presamos en nuestra enmienda- que era 
también necesario añadir a la gratuidad de 
la justicia como servicio público del Estado 
la gratuidad de la defensa por abogado y re- 
presentación por procurador para aquellos 
ciudadanos que efectivamente carecieran de 
medios económicos con que poder satisfacer 
los honorarios de estos profesionales. 

Nos alegramos muchísimo de que el Grupo 
Socialista del Congreso, a través del ejem- 
plar jurista que acaba de defender su enmien- 
da «in vocen y su voto particular, haya asu- 
mido también nuestra enmienda. En este sen- 
tido, noc es muy grato que coincida plena- 

mente con la del Grupo Socialista y solicita- 
nos, en consecuencia, que, sin retirar la nues- 
:ra, quede absolutamente identificada con la 
iel Grupo Socialista del Congreso en una en- 
mienda «in voce» y que la votación pueda 
realizarse simultáneamente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Cuerda. Tiene la palabra el señor Vázquez 
Guillén, de Union de Centro Democrático. 

El señor VAZQUEZ GUILLEN: Para opo- 
nemos a las dos enmiendas formuladas en 
el sentido de no aceptar la total gratuidad 
de la justicia tal como viene planteada en 
dichas enmiendas y defender en su integridad 
el texto actual del artículo 11 1. 

El artículo 111 dispone que «la justicia se- 
rá gratuita, cuando así lo disponga la ley y, 
en todo caso, respecto de quienes acrediten 
insuficiencia de recursos para litigan). 

Aceptamos plenamente el que exista una 
carencia de recursos; aceptamos plenamente 
el que exista una democratización de la jus- 
ticia en orden al acceso a la misma por parte 
de todos los ciudadanos, pero aceptamos tam- 
bién la posibilidad de que, al socaire de esta 
gratuidad de la justicia, se produzcan situa- 
ciones de grave discriminación a las que da- 
ría lugar la situación de concesión indiscri- 
minada de la justicia. 

En algunos supuestos, la gratuidad de la 
administración de la justicia representa una 
garantía de efectividad real del principio de 
libre acceso a los Tribunales o de libre tutela 
de la jurisdicción de los derechos de los ciu- 
dadanos, pero la formulación del principio de 
gratuidad, tal como se presenta en estas en- 
miendas, representa una declaración consti- 
tucional, podemos decir, sin precedentes en 
el mundo occidental y, además, en definitiva, 
falta de un auténtico contenido social. 

No se encuentran razones de ninguna es- 
pecie para decir, por ejemplo, en un delito 
de evasión de capitales o en un asunto en 
el que una gran empresa litiga temerariamen- 
te con un trabajador ante la jurisdicción la- 
boral, que no se vean gravados de alguna 
manera por el pago de los derechos que en 
las leyes se puedan establecer. Tanto en los 
asuntos penales, en los que se discuten im- 
portantes cuantías, en los que se pone en 
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marcha la maquinaria de la justicia, como en 
aquellos asuntos laborales en los que se pue- 
da litigar durante mucho tiempo con absoluta 
gratuidad, puede ser un principio muy grave 
de discriminación en contra de los derechos 
de esos ciudadanos que, efectivamente, pre- 
tendemos defender. Es evidente que, llevado 
este principio, ya no sólo en los asuntos la- 
borales y penales, sino también en los civiles 
y en los contenciosos, nos aboca a situacio- 
nes que estimamos que pueden ser gravísimas 
para el propio funcionamiento de la adminis- 
tración de justicia, ya que, realmente, los Tri- 
bunales podrían llenarse perfectamente de 
cuestiones litigiosas que en ningún momento 
estén fundadas y que, por otra parte, est& 
basadas única y exclusivamente ea el ánimo 
de provocar unas cuestiones que no tienen 
sentido o razón básica para defenderse, pero 
amparadas y fundadas en la existencia de 
esta gratuidad. 

Sabemos efectivamente, y la práctica lo 
confirma, las situaciones a que a veces con- 
duce la utilización de los beneficios de po- 
breza, la búsqueda de pobres, en el sentido 
legal, para iniciar reclamaciones a veces ab- 
surdas o pleitos que, en definitiva, las partes 
quieren conseguir con soluciones que son 
realmente equivocadas. 

Por otra parte ... (Varios señores Diputados 
hablan entre si.) 

El señor PRESIDENTE: Señores Diputados, 
un poco de atención, estamos en sesión y 
habla un compañero. 

El señor VAZQUEZ GUILLEN: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Por otra parte, es indudable que este prin- 
cipio de la gratuidad de la administración de 
justicia en otros órdenes que no sean ni el 
penal ni el laboral, pero sí, por ejemplo, el 
civil o el contencioso, en donde realmente 
se juegan importantes cifras, en muchos oca- 
siones no da lugar a que por parte de los par- 
ticulares, utilizando los servicios de la admi- 
nistración de justicia para obtener el resar- 
cimiento de sus derechos, no se vean de nin- 
guna manera gravados ea el sentido de pa- 
gar las tasas correspondientes a estos dere- 
chos utilizados. 

Es evidente que la administración de justi- 
cia necesita modificar y renovar los viejos 
principios que supone esa discriminación de 
la consideración del llamado ((bracero de la 
localidad» sobre el cual se puede fundar el 
beneficio de pobreza. La posibilidad de que 
existan unos términos realmente podíamos 
decir injuriosos o unos términos que de al- 
guna manera no sean adecuados a las termi- 
nologías actuales en las leyes de enjuiciamien- 
to, hace evidente que todo el  tema del benet- 
ficio de pobreza de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil necesite una amplia reforma, en el sen- 
tido de que se actualicen plenamente esas 
posibilidades de acceso a la justicia y que no 
se vean solamente limitadas a eso del máxi- 
mo del jornal de un bracero de la localidad. 

Es evidente también, por otra parte, que 
existen una serie de procedimientos que han 
de ponelrse en marcha en nuevas leyes pro- 
cesales que garanticen el acceso de los ciu- 
dadanos a la justicia, en orden a la agiliza- 
ción de determinados procesos, que en este 
caso sí podían y debían ser gratuitos, en or- 
den fundamentalmente a aquellas llamadas o 
denominadas pequeñas reclamaciones, que no 
exigirían incluso ni la intervención de pro- 
fesionales en el tratamiento de las mismas. 

En definitiva, la posibilidad de existencia 
de un servicio público, que debe de ser ade- 
más mensurable económicamente, nos lleva- 
ría también a la tesis de que la aceptación 
del principio de gratuidad totalmente absolu- 
ta, conio se pretende por las enmiendas que1 
estamos rechazando, puede equivaler a re- 
plantear la misma vieja discusión ya plan- 
teada en la propia Constitución del año 1931 
y que se resolvió por el profesor Jiménez de 
Asúa en el sentido de estimar que no se po- 
día aceptar un principio tan absoluto de gra- 
tuidad, quedando en definitiva aquella fór- 
mula de que la República aseguraba a los 
litigantes económicamente necesitados la gra- 
tuidad de la justicia. 

En definitiva,, cualquier fói;mula ea  este 
sentido sería buena, y la del texto de la Po- 
nencia es una fórmula adecuada, ya que a 
través de las leyes (en este caso las leyes 
que se dicten) debe reconocerse la realidad 
social en orden a la necesidad de la gratuidad 
y del acceso equitativo de todos a la justicia. 



* 3100 - 
CONGRESO 8 DE JUNIO DE 1978.-NÚM. 84 

En ese sentido, la fórmula de la Ponencia es 
estrictamente adecuada y deben ser rechaza- 
das las enmiendas presentadas. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Váz- 
quez. ¿Turno segundo a favor? (Pausa.) Nlo 
lo hay. 

A este precepto no hay miis enmiendas ni 
votos particulares que se mantengan. Por lo 
tanto, no habiendo surgido posibilidad de ar- 
monizaci6n del voto particular y la enmien- 
da defendida por don Joaquín Ruiz Mendoza ... 

El señor RUIZ MENDOZA: Señor Presi- 
dente, el Grupo Socialista del Congreso re- 
tira el voto particular, pero mantiene la en- 
mienda «in vote)). 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Ruiz Mendoza. Ha sido la Presidencia 
la única que no le ha alabado, de todos los 
intervinientes, y aprovecho la ocasión para 
mencionar su competencia jurfdica. 

El señor RUIZ MENDOZA: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por lo tanto, que- 
da pendiente de votación la enmienda «in 
voce» del Grupo Socialista, que, si el Grupo 
Parlamentario Vasco lo autorizase, la podía- 
mos votar simultáneamente con la de éste. 

El señor CUERDA MONTOYA: Estamos 
dispuestos a unir nuestra suerte a la enmien- 
da «in voce» del Grupo Socialista. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, a nosotros nos es enorme- 
mente grato estar acompañados por el Grupo 
Parlamentario Vasco en esta ocasión. 

El señor ROCA JUNYENT Señor Presi- 
dente, ipodria leerse de nuevo esta enmienda 
«in vocm? 

El señor PRESIDENTE: Inmediatamente. 
Dice así: 
«La Justicia es gratuita en el orden penal 

y laboral. También lo es en los litigios civiles 
y contencioso-administrativos, salvo cuando 
la sentencia firme declare la temeridad de 

algunas de las partes litigantes. La defensa 
letrada y la representación procesal serán 
prestadas de oficio a quienes acrediten no 
disponer de medios económicos.» 

Se pone a votación, por lo tanto, la enmien- 
da leída, con la del Grupo Parlamentario 
Vasco. 

Efectuada 10 votación, fue rechazada la en- 
mienda por  L?2 votos en contra y 13 a favor, 
con una abstencián. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada 
la enmienda meritada y la del Grupo Vasco. 

Seguidamente se pone a votación el texto 
de la Ponencia al artículo 11 1. 

Efectuada la votación, fue aprobado el tex- 
to de da Ponevicia por 35 votos d favor  y nin- 
guuno sn,cmtra,  con una abstención. 

El señor PRESIDENTE: Ha lugar a expli- 
caciones de voto. Tiene la palabra el señor 
Roca. 

El señor ROCA JUNYENT: Señor Presiden- 
te, éste es un tema que, aparte de las razones 
políticas obvias en cualquier planteamiento 
como el que se está formulando en una Co- 
misión Constitucional, por razones estricta- 
mente de formación profesional, y además 
por ser muv sensibles a los razonamientos y 
argumentación expuestos por el ilustre com- 
pañero señor Ruiz Mendoza, obligan a este 
Grupo a explicar su voto, por cuanto enten- 
demos que, coincidiendo absolutamente en los 
planteamientos filosófico - jurídico - políticos 
que animan la enmienda defendida por el se- 
ñor Ruiz Mendoza, no podíamos secundarlos 
en su plasmación constitucional. 

No lo podíamos porque se me plantean pro- 
blemas de grave trascendencia, al 'menos en 
el modesto entender de este Diputado, como 
es, por ejemplo, la gravedad de constitucio- 
nalizar la gratuidad de los procedimientos 
concursales, de los procedimientos ejecutivos, 
todos ellos evidentemente procedimientos ci- 
viles, porque la jurisdicción es civil o es pe- 
nal, ya que la jurisdicción mercantil no existe 
y, por lo tanto, es evidente que establecemos 
una gratuidad de grave trascendencia. Grave 
trascendencia porque podía incluso distorsio- 
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nar (y estoy convencido de que el señor Ruiz 
Mendoza lo aceptará) lo que son las prác- 
ticas financieras, por ejemplo, en las que todo 
un tema tan importante en nuestra sociedad 
moderna como la contratación y la venta a 
plazos, instrumentada a través de documen- 
tos de crédito y documentos y tiltulos ejecutiL 
vos, podría encontrar unas vías ab lu tamen-  
te nuevas de grave trascendencia en el fun- 
cionamiento normal de nuestra Administra- 
ción de Justicia. 

Es decir, cuando estos problemas en el De- 
recho europeo procesal están introduciendo 
las figuras especializadas de tribunales de co- 
mercio, la gratuidad generalizada a través de 
la Constitución lo que podría hacer es preci- 
samente lo contrario, consagrar una avoca- 
ción de competencias que la práctica europea 
está demostrando no corresponde. 

En el segundo punto coincido con que la 
expresión que se formula en el artículo que 
acabamos de aprobar, de la insuficiencia de 
recursos para litigar, es una expresión inclu- 
so yo me atrevería a decir que desafortunada, 
por cuanto tiene la antigua rememoranza del 
beneficio de pobreza, que tan bien ha des- 
arrollado el señor Ruiz Mendoza. 

No obstante, lo que me sorprende es que 
en su enmienda última haya vuelto a acudir 
a una expresión tan desafortunada como la 
del propio texto constitucional, cuando a mi 
entender hubiese quizá sido mejor volver a 
insistir en lo que es fundamental de nuestra 
Constitución, que es que todos los ciudadanos 
tienen derecho de acceso a la justicia, cosa 
que consagra el artículo 24; que todos los 
ciudadanos son iguales ante la ley, sin dis- 
criminación por razón de condiciones, entre 
las cuales está la condición económica. 

Por tanto, lo que yo interpreto, y quiero 
dejar aquí constancia, es que sería anticons- 
titucional una ley que al desarrollar la gra- 
tuidad de la justicia no permitiese el acceso 
a la misma a aquellas personas que carecie- 
sen de recursos económicos. 

En fin, mi voto favorable lo ha sido por 
entender que cuando se dice que la justicia 
será gratuita cuando así lo disponga la ley, 
quiere decir que la ley deberá disponer tal 
gratuidad cuando los recursos económicos 
fuesen un motivo que impidiese el accesg del 

litigante a la administración de justicia. Es 
por esta razón, por creerlo así, por lo que he 
votado a favor del texto del proyecto cons- 
ti tucional. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 

Tiene la palabra don Gabriel Cisneros, del 
Roca. 

Grupo de Unión de Centro Democrático. 

El señor CISNEROS LABORDA: En turno 
de explicación de voto, muy brevemente y 
para dejar constancia de que Unión de Cen- 
tro Democrático ha sido vivamente impre- 
sionada por la exposición de los señores Ruiz 
Mendoza y Cuerda. 

Queremos dejar constancia de que nuestro 
voto negativo, cuya justificación sería astric- 
to sensu)) innecesaria, tanto por el turno del 
señor Vazquez Guillén como por nuestra coin- 
cidencia en la totalidad de lo expuesto por 
el señor Roca ahora mismo en su turno de 
explicación de voto; que nuestra oposición, 
digo, no significa en absoluto no compartir 
la argumentación y los propósitos que alen- 
taban tras la enmienda del señor Ruiz Men- 
doza. 

Nosotros estamos convencidos de que será 
necesaria una nueva regulación en la legis- 
lación ordinaria, en la legislación, sustantiva; 
una nueva regulación del anacrónico instituto 
jurídico del beneficio de pobreza en un sen- 
tido resueltamente progresista y resueltamen- 
te socializador, y pensamos que la totalidad, 
o la casi totalidad, de los propósitos y de las 
intenciones que el señor Ruiz Mendoza inten- 
taba cubrir en su enmienda, pueden (y no 
sólo pueden, sino que deben) ser contempla- 
dos y ailxndidois en ese marco adecuado de 
la legislación procesal sustantiva. 

Sin embargo, y haciendo nuestras las razo- 
nes que el señor Roca exponía en su expli- 
cación de voto, entendemos que la inclusión 
en e1 texto constitucional de la enmienda del 
tenor literal que aquí ha sido defendida hu- 
biera conducido a resultados probablemente 
indeseados por sus propios proponentes, a re- 
sultados desmesurados, de los cuales hubiera 
venido a padecer la propia justicia que se 
pretende conseguir y postula la enmienda. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cis 
neros. 

Tenían solicitada la palabra el señor Cuer. 
da, y a seguido el señor Solé Barberá. El se. 
ñor Cuerda tiene la palabra. 

El señor CUERDA MONTOYA: No era pa- 
ra explicación de voto, sino simplemente un: 
cuestión de orden, en nuestro deseo, aunqut 
el detalle es de muy poca trascendencia, dr 
velar por la pureza del debate. 

Si no hemos entendido mal, en el momentc 
de proclamar S. S. el resultado de la votacióri 
de nuestra enmienda, han resultado 22 votos 
en contra. Comprendemos que efectivamente 
el énfasis con que algunos Grupos se han 
opuesto a nuestra enmienda determine que 
hayan votado unánimemente, pero me da la 
impresión de que han votado más Diputados 
de los que componen la Comisión, porque han 
votado 17 Diputados de UCD en contra, dos 
de Alianza Popular y el señor Roca, de la 
Minoría Catalana, que suman 20, y resulta 
que se han contabilizado 22. 

El señor PRESIDENTE Si el señor Cuerda 
lo solicita fornialniente, volvemos a votar. 

El señor CISNEROS LABORDA: Si no lo 
solicita el señor Cuerda, lo solicita el Grupo 
de Unión de Centro Democrático. 

El señor PRESIDENTE Se vuelve a repe- 
tir la votacion. A solicitud del Grupo Parla- 
mentario Vasco, a la que se ha adherido la 
UCD, y con el general asenso, al parecer, de 
la Comisión, se pone a votación de nuevo, 
con efecto retroactivo, para corregir en cuan- 
to fuese menester la enmienda del Grupo 
Parlamentario Socialista y la enmienda del 
Grupo Parlamentario Vasco, que acordamos 
hacer conjuntamente. 

Efectuada de nuevo la votación, fue recha- 
zada la .enmienda por 13 votos a favor y 19 
en contra, con una abstsnción. 

El señor PRESIDENTE: Esta votación sus- 
tituirá la realizada con error, o que a lo mc- 
jor con el reflujo y flujo de entrantes y sa- 
lientes arrojó aquel resultado. (Risas.) 

La solicitud del señor Cuerda, jera exten- 

siva a repetir la votación del texto de la Po- 
nencia? 

El señor CUERDA MONTOYA: No, señor 
Presidente; exclusivamente para subsanar es- 
te defecto. 

El señor PRESIDENTE: Seguimos en las 
explicaciones de voto. 'Tiene la palabra el se- 
ñor Soler Barberá. 

El señor SOLE BARBERA: Esta Minona se 
ha abstenido en la votación de la enmienda 
«in vocen, con la modificación que ha hecho 
la Minoría Socialista, cuando en realidad la 
intencidn primera era aceptar y asumir ple- 
namente el contenido y la intención de la pos- 
tura socialista en relación con la gratuidad 
de la justicia. La modificación es lo que ha 
impedido a esta Minoría hacerla suya, por- 
que nos ha parecido que institucionalizar en 
este momento la declaración judicial de te- 
meridad era elxcesivo y mezclábamos un con- 
cepto que no tiene nada que ver con el otro. 
El texto de la Ponencia nos parece insufi- 

ciente y por eso hemos preferido la absten- 
ción. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIA- 
GUET: El Grupo Socialista del Congreso, co- 
mo ha quedado patente, lógicamente ha vo- 
tado a favor de su enmienda y, con posterio- 
ridad, también del texto de la Ponencia, sin 
que exista en ello ninguna contradicción. Por 
si acaso alguno así lo interpretara, tiene a bien 
explicar sus respectivos votos. 

En primer lugar, entiende esta representa- 
ción que el artículo 24, ya aprobado, cuando 
habla, del efectivo derecho al acceso a los tri- 
bunales para la tutela de lo que son intereses 
legítilmos de todos y cada uno de los ciuda- 
danos, tiene perfectamente aclarado el tema, 
reforzado con una expresa mención a evitar, 
?n todo caso, la indefensión. 

Es obvio que el texto de la Ponencia, que, 
-epetimos, hemos votado a favor, en este pun- 
:o no solamente nada cumplimenta el ante- 
-ior acuerdo, sino que, si nos ajustáramos a 
;u textQ literal, no haría falta ni silquiera que 
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figurara. No creo que pueda ocultarse a la 
sensibilidad de todos y cada uno de los c m i -  
sionados que no es lo mismo decir que la jus- 
ticia será gratuita cuanido así lo disponga la 
ley, a decir que la justicia será gratuita sal- 
vo cuando la ley disponga lo contrario, pues- 
to que son dos conceptos absolutamente di- 
ferentes. El que la justicia sea gratuita por- 
que lo disponga una ley ordinaria o sea gra- 
tuita porque lo disponga la Constitución son 
dos conceptos harto diferentes. 

Nosotros por descontado que no queremos 
llevar el principio de la gratuidad de la jus- 
ticia a una generalidad, so pretexto de la cual 
quepa el abuso y, en lugar de tratar de ga- 
rantizar la indefmsión, lo que estemos ga- 
rantizando sea la temeridad, sea la arbitrarie- 
dad, incluso privilegiando el ejercicio de la 
acción ante los tribunales en aquellos eco- 
nómicamente más potentes y en aquellos que 
puedan realmente vulnerar lo que es la wa- 
tio legis)) de este principio. 

Nosotros no sabemos, con nuestra modes- 
tia, si efectivamente nuestra enmienda tenía 
el suficiente acierto. Creemos que sí. Pe,ro lo 
que es obvio que no está acertado es el tex- 
to de la Ponencia que acabamos de aprobar, 
que permite decir que la gratuidad de la jus- 
ticia no sólo no ha sido constitucionalizada, 
sino que hemos constitucionalizado la no gra- 
tuidad; eso sí, abriendo el portillo para que 
algunas leyes, según sea la relación de fuer- 
zas en un momento determinado en la Cá- 
mara, pueda establecerla, y no creo que eso 
fuera lo que buscábamos ninguno de los que 
colaboramos en este proceso. 

Precisamente para evitar ello es por lo que, 
por la autorizada voz de nuestro compañero 
Ruiz Mendoza, hemos propuesto esa enmien- 
da «in vocen que ha recibido las correspon- 
dientes argumen'taciones de contrario. Quiero 
fijarme, por ejemplo, en la expuesta par el 
señor Roca, cuando decía que le parecía ex- 
cesivo que bajo la amplitud de procediniien- 
tos civiles pudieran incluirse, en un momen- 
to determinado, los procedimientos concursa- 
les, los de quiebra o suspensión, incluso los 
procedimientos ejecutivos o cualquier otro en 
que realmente es un interés legítimo del ciu- 
dadano el que se debate, pero también con 
un subyacente y no tácito, sino expreso, inte- 
rés lucrativo, 

Pero también muy acertadamente esta pro- 
ria enmienda decía ((salvo que se declare la 
emeridad de algunas de las partes)). Y ¿es 
lue no hay temeridad en las partes cuando 
'ealmente no se cumplen las condiciones de 
u1 contrato, cuando no se cumplen las obli- 
;aciones mercantiles? Esto está perfectamen- 
e no sólo admitido en nuestra legislación, y 
70 diría que no solamente está admitido, sino 
lue ya es difícil encontrar, sobre todo en el 
>rocedimiento de mayor cuantía, el principio 
ie imposición de costas, que en la mayoría 
le los casos no se imponen. 

¿Qué estorbaba aprobar esta enmienda pa- 
'a, de verdad, dejar consolidado ese princi- 
)io de gratuidad de la justicia? Efectivamen- 
:e son importantes los intereses económicos, 
?s muy importante también el que no se pro- 
iuzcan abusos en la gratuidad, pero a los so- 
:ialistas nos preocupa enormemente el tema 
ie la justicia, porque, no nos engañemos, si 
A ser humano se realiza en la libertad, si el 
;e,r humano se realiza en todo un conjunto 
ie  actividades, donde más se realiza es en la 
3btención de justicia, y no podemos cerrar 
los ojos a la realidad. 

Con este texto de «la justicia será gratuita 
Euando así lo disponga la ley» no estamos 
haciendo más que consolidar una posición en 
que las situaciones de indefensión son cate- 
góricamente patentes. Precisamente por eso 
insistía nuestra enmienda en dos clases de 
procesos que son de un importantísimo or- 
den, el orden penal y el orden1 laboral. El or- 
den penal, porque esto es práctica habitual de 
todos y de cada uno de los países. Una de 
las obligaciones del Estado puede ser la de 
favorecer y otorgar la educación, puede ser 
la de dar toda la cobertura a nivel sanitario, 
educativo, alimenticio y yo diría que hasta 
de vivienda. 

Pero si el Gobierno, si el Estado no garan- 
tiza categóricamente la realización de la jus- 
ticia en los supuestos penales, al margen por 
completo de culpabilidades valorables de una 
u otra manera, estamos estableciendo, quera- 
mos o no queramos, el portillo a la discrimi- 
nación por razones económicas. Admitíamos 
claramente que haya excepciones, pero que 
las excepciones sean a la no gratuidad. Lo que 
no podemos admitir es que haya excepciones 
a la gratuidad, y lo que acabamos de aprobar 
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son estas excepciones diciendo que la justi 
cia será gratuita sólo cuando lo disponga 1# 

Estamos sentando el principio de que 1; 
justicia no es gratuita. Nos hubiera gustadc 
recorrer ese camino en dirección contraría 
pero desestimada nuestra enmienda, que bus 
caba categóricamente esa igualdad de accesc 
y evitación de la indefensión, hemos acepta 
do también el criterio de votar este texto di 
la Ponencia, que creemos todos comulgar& 
con nosotros, es un texto que nada afíade 2 

lo ya dispuesto en el artículo 24; bien al con 
trario, en cierto modo menoscaba y contra 
dice lo que ya habíamos hablado del accest 
a los tribunales. El acceso a los tribunale! 
no se puede estimar como meramente formu 
lario; el acceso a los tribunales se tiene quf 
estimar como la _posibilidad de obtención dc 
una justicia real, sea cual fuere la situaciór 
económica, y eso sí que tenía que venir per. 
fectamente consolidado por una Constitución 

ley. 

Nada más, y muohas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se. 

El Grupo Parlamentario Mixto tiene la pa- 
ñor Castellano. 

labra. 

El señor FUEJO LAGO: El Grupo Parla- 
mentario Mixto del Congreso ha retirado su 
enmienda 549, que iba en el sentido de la 
gratuidad de la justicia, pensando que la en- 
mienda del Grupo Socialista del Congreso en- 
riquecía el texto y lo matizaba más. Por lo 
tanto, hemos votado en favor de la enmienda 
del Grupo Socialista en este sentido. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 

Se suspende la sesión hasta las cuatro y 
ñor Fuejo. 

media de la tarde. 

Eran las dos y treinta minutos he la tarde. 

Se reanuda la sesión a las dinco y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

Artfculo 112 El señor PRESIDENTE: Señoras y señores 
Diputados, corres-ponde entrar en el estudio 
del artículo 112, antiguo 110, que tenía pocas 
enmiendas. 

¿El señor Letamendía desea defender su 
enmienda niímero 64? (Pausa.) 

¿El portavoz del Grupo Parlamentario Mix- 
to desea defender la enmienda niúnero 550? 
(Pausa.) 

A este articulo no se han presentado más 
enmiendas ni hay solicitud de palabra para 
su debate. Por consiguiente, se somete a vo- 
tación el texto de la Ponencia. 

El señor PEREZ-UORCA RODRIGO: Hay 
una enmienda «in vote)), señor Presidente. (El 
señor Alzaga Villamil pide la palabra.) 

El señor PRESDENTE: El señor Alzaga pi- 
de la palabra para hablar sobre la enmienda 
«in vote», que llegará a esta Mesa por es- 
crito. 

El señor ALZAGA VLLLAMIL: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. La enmienda «in vo- 
ce» es enormemente simple en su enunciado 
y quizá, incluso, el señor Presidente me exi- 
ma de la obligación de presentarla por escri- 
to, puesto que se trata sola y exclusivamente 
de la sups ibn  do1 apartado 4 del artículo 112, 
que, consecuentemente, quedaría compuesto 
exclusivamente por los tres primeros aparta- 
dos del mismo. 

Si S. S .  me concede la palabra, con mucho 
gusto defiendo esta enmienda que qresen- 
tamos. 

El señor PRESIDENTE: El señor Alzaga tie- 
?e la palabra. 

El señor ALZAGA VILLAMIL: Muy breve- 
nente para sostener que, en definitiva, la au- 
.orización al andlisis y la crítica de las reso- 
uciones judiciales no es sino una manifesta- 
:ión más de las muchas vertientes de la li- 
bertad de pensamiento, de expresión y en su 
:aso de cátedra que está constitucionalizada, 
:omo todos sabemos, en el título 11 de la 
:onstitución. Consiguientemente, las co,rtapi- 
#as que se establecen al efecto tampoco son 
iecesarias, puesto que son materia de legis- 
nción ordinaria; en consecuencia, inspirándo- 
10s en la trayectoria de nuestra tradición 
omtitucional y en lo que marca el Derecho 
omparado más acreditado, entendemos que 
s innecesario este apartado 4 del artícu- 

112. Nada más, y muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ño,r Alzaga. 

Efectivamente, estamos en el debate de la 
enmienda que propone la supresión del apar- 
tado 4 del artículo 112. ¿Algún señor Dipu- 
tado desea consumir un turno en contra? 
(Pausa.) 

Como no hay solicitud de palabra, pode- 
mos poner a votación los tres prinieros apar- 
tados, según el texto de la Ponencia, y su 
voto afirmativo supondrá la supresión del 
apartado 4. ¿De acuerdo? 

Señor Fraga, se entiende que había dicho 
que la votación de los tres epígrafes suponía 
la admisión de la enmienda de supresión del 
epígrafe 4. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Para mí no 
es así. Y si es así, pido votación separada de 
la enmienda al cuarto epígrafe y del cuarto. 

El señor PRESIDENTE: Me parece que no 
lo había dicho S .  S .  

El señor FRAGA IRIBARNE: No lo había 
dicho porque me parecía obvio conociendo el 
recto criterio de la Presidencia. Por ello pido 
que se vote el texto por separado en defensa 
de alguna persona que no estaba aquí y sigue 
fuera, como el señor Peces-Barba. 

El señor GUERRA GONZALEZ: El señor 
Peces-Barba sí estaba en la sala antes. 

El señor PRESIDENTE: Entonces vamos a 
votar los tres primeros epígrafes. 

Efectuada la votación, fueron aprobados 
los apartados 1 ,  2 y 3 de2 artículo 112 del tex- 
to de la Ponencia por 30 votos a favor y nin- 
guno en contra, sin abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: A seguido pone- 
mos a votación la enmienda de supresión pre- 
sentada por la Unión de Centro Democrático 
al apartado 4 del propio texto. Al estar a fa- 
vor de la enmienda se entiende que hemos 
terminado la aprobación del artículo 112 y 
habrá lugar a explicación de voto si se soli- 
citare. 

EfectuadQ la votación, fue aprobada la su- 
presión del apartado 4 del artículo 112 por 29 
votos a favor y ninguno en contra, con dos 
abstenciones. 

El señor PRESLDENTE: ¿Hay solicitud de 

No habiendo solicitud de palabra pasamos Artículo 113 
palabra para explicación de voto? (Pausa.) 

al artículo 113, que hace referencia a los erro- 
res judiciales. 

La enmienda número 2, del señor Carro, 
¿va a ser defendida? (Pausa.) ¿Y la 640 del 
Grupo Parlamentario Vasco? (Pausa.) 

El señor FRAGA LRIBARNE: La del señor 
Carro está retirada, y una del señor De la 
Fuente dice que no está suficientemente cla- 
ro a cargo de quién corre la indemnización. 
Y entiende que debería decirse que a cargo 
del Estado. Esta última se mantiene a efectos 
de consideración. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra 
de la enmienda mantenida a efectos de vota- 
ción? (Pausa.) 

La enmienda 640 queda retirada. Por tan- 
to, podemos poner a votación el artículo 113 
del texto de la Ponencia. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Yo pido que 
se diga «a cargo del Estado)). No se ha vo- 
tado la enmienda, y tiene prioridad. Cuestión 
de orden, señor Presidente,. 

El señor GONZALEZ MARQUEZ: Tiene to- 
da la razón el señor Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Que se diga: 
«a cargo del Estado)), para dejar claro que es 
una obligación del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Efectivamente, era 
agregar «in finen que sea a cargo del Es- 
tado. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Después de 
«indemnización» y antes de (conforme a la 
ley)). 

El señor PRESIDENTE: Sería ((darán dere- 
cho a una indemnización a cargo del Estado, 
conforme a la ley)); pero es obvio que quien 
va a pagar es el Estado. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Podría ser a 
cargo del Juez; por tanto, no es obvio en mi 
opinión, 
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El señor PRESIDENTE: Procede poner a vo. 
tación la enmienda número 35 de don Licinic 
de la Fuente, que señala: «a cargo del Esta. 
don. Lo cual quiere decir que votamos el tex. 
to de la Ponencia con «a cargo del Estado)), 
de esta forma será sólo una molestia y una 
votación. 

Sometido a votación dicho texto, fue apro- 
bado por 29 votos a favor y ninguno en con- 
tra, con dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda, pues, apro- 
bado e incorporada la enmienda número 35, 
de don Licinio de la Fuente, al texto de la 
Ponencia, artículo 113. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Ahora lo pa- 
saré por escrito para complacer una sugeren- 
cia de orden que se me hace. 

114 El señor PRESIDENTE: ¿Enmiendas que se 
mantienen al apartado l? (Pausa.) El señor 
López Rodó tiene la palabra para defender su 
enmienda número 691. 

El señor LOPEZ RODO: Gracias, señor Pre- 
sidente. Tengo una enmienda que propugna 
la adición de un apartado, entre el primero 
y el segundo de este artículo. Y el nuevo apar- 
tado que pretendo adicionar diría así: «El ré- 
gimen de nombramientos y ascensos de los 
Jueces y Magistrados y demás funcionarios 
de la Administración de Justicia será estable- 
cido por la ley, con base en criterios objetivos 
que excluyan el arbitrio. La aplicación de los 
preceptos legales en esta materia podrá ser 
recurrida en la vía con tencioco-administrati- 
va por los funcionarios que se crean lesiona- 
dos por las decisiones o acuerdos)). 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Ló- 
pez Rodó, ¿su enmienda al apartado 1 se en- 
tiende desistida? 

El señor LOPEZ RODO: Sí, evidentemente. 
Esto es un nuevo apartado: es introducir un 
nuevo apartado entre el 1 y el 2. 

El señor PRESIDENTE: El texto impreso 
dice: ((2. El régimen de nombramientos)). 

El señor LOPEZ RODO: La finalidad de la 
enmienda a cuyo texto acabo de dar lectura 

no es otra sino la de suprimir toda discre- 
cionalidad en los nombramientos y ascensos 
de los Jueces y Magistrados. Creo que la in- 
dependencia judicial se haría ilusoria si si- 
guiera existiendo un margen de discreciona- 
lidad en los nombramientos y ascensos de los 
Jueces y de los Magistrados. 

Por tanto, para hacer efectiva esta inde- 
pendencia de los juzgadores es por lo que en- 
tiendo conveniente que se añada un párrafo 
a este artículo 114 en que expresamente se 
diga que «los nombramientos y ascensos se 
harán conforme a la ley y con base en cri- 
terios objetivos que excluyan el arbitrio)). 

Creo que huelgan mrís explicaciones, por- 
que la finalidad no puede ser más clara y la 
redacción del precepto es viable. 

El señor PRESIDENTE: Para un turno en 
contra tiene la palabra el señor Bolea. 

El señor BOLEA FORADADA: Tengo que 
decir, en nombre de üCD, que la enmienda 
que presenta don Laureano López Rodó plan- 
tea un tema que es de evidente trascenden- 
cia, concretamente el principio de legalidad 
de las actuaciones del Consejo Judicial. 

En su enmienda incluye la posibilidad de 
que los acuerdos sean recurribles ante la ju- 
risdicción contencioso-administrativa, tema 
que por su importancia creo que merece un 
análisis especial. La cuestión que la enmienda 
suscita obliga a recordar la tesis, o mejor la 
realidad, de que no es posible reconducir o 
identificar los conceptos de poder y función. 

El texto constitucional que estamos apro- 
bando reconoce con acierto la trilogía de po- 
ieres propio de todo Estado democrático: el 
legislativo, el ejecutivo y el judicial. Supera- 
nos así la desafortunada concepción que con 
:1 carácter de ley fundamental establecía la 
Ley Orgánica del Estado, basada en la unidad 
ie poder y pluralidad de funciones: pero aun 
3artiendo de la ortodoxa postura en que nues- 
;ra Constitución se va a fundamentar, es cla- 
‘o que no toda la actividad de los diversos 
Zrganos del poder judicial va a poder ser ca- 
ificada como actividad jurisdiccional; en al- 
guna medida este poder va también a des- 
irrollar funciones administrativas. 

Esto va a ser particularmente cierto en el 
:aso del Consejo General, que va a pasar a 
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ser el órgano de gobierno del poder judicial. 
Como tal órgano de gobierno se le atribuyen 
una serie de competencias tales como nom- 
bramientos y ascensos que en la actualidad 
corresponden al Ministerio de Justicia y que 
se vienen materializando en los correspon- 
dientes actos administrativos recurribles, por 
tanto, ante la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa. 

Es evidente que el Consejo General, por 
muy bien que lo estructuremos, por muy bien 
que actúe en el futuro, no va a ser un órgano 
infalible, se equivocara como nos equivoca- 
mos todos y su equivocación puede producir, 
por ejemplo, un nombramiento, un ascenso o 
una sanción disciplinaria injusta de la que 
puede ser víctima cualquier Juez, cualquier 
Magistrado. Para corregir estos pelibros no 
existe más solución que la de arbitrar un 
precepto de revisabilidad de los acuerdos y 
resoluciones del Consejo General. 

En principio, la impugnabilidad ante la ju- 
risdicción contencioso-administrativa no se 
deduce de forma directa. L a  jurisdicción con- 
tencioso-administrativa, según el artículo 1 ." 
de su Ley reguladora, conoce de los actos de 
la Administración sujetos al Derecho Público 
Administrativo, pero el Consejo General del 
Poder Judicial no es órgano integrante de la 
Administración Pública. Cabría, no obstante, 
la revisión por dicha jurisdicción sobre la 
base de una atribución legal expresa, ya que 
el artículo 3." de la Ley de 27 de dicienibFe 
de 1956 confía también al conocimiento de 
la jurisdicción contenciGso-administrativa las 
cuestiones que una ley le atribuya especial- 
mente. 

Pero al llegar a este punto es preciso pre- 
guntarse sobre la oportunidad o conveniencia 
de esta atribución. ¿Es oportuno que una Sala 
del Tribunal Supremo tenga competencia para 
revisar y anular acuerdos del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, órgano del gobierno 
del mismh? O por el contrario, dada la natu- 
raleza y composición del Consejo General del 
Poder Judicial, miembros que son nombrados 
según el proyecto por la carrera judicial, 
miembros designados por el Parlamento, ¿sus 
acuerdos sólo deberían ser revisados por él 
mismo a través del recurso de reposición? 

La trascendencia de las conclusiones que 

en este punto se adopten es obvia, por lo que 
parece oportuno que se haga cuando, como 
prevé el texto de la Ponencia, una ley orgá- 
nica establezca el estatuto del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial, contemplando en to- 
da su perspectiva esta problemática que tiene, 
evidentemente, trascendencia. 

Por estas razones, Unión de Centro Demo- 
crático estima debe ser rechazada la en- 
mienda. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor López Rodó. 

El señor LOPEZ RODO: Quisiera ante todo 
hacer notar que mi enmienda tiene das fra- 
ses. Se podría analizar separadamente cada 
una de ellas, pues contienen conceptos distin- 
tos. El señor Diputado de la UCD ha contes- 
tado únicamente a la segunda frase, es decir, 
li la recurribilidad de los actos, que son evi- 
dentemente administrativos, de nombramien- 
tos y ascensos en vía contencioso-administra- 
tiva, materia que a mí no me ofrece dudas; 
pero, puesto que las ha suscitado, podríamos 
quizá dejarla de lado. En cambio, no se me 
ha contestado ni se me ha puesto objeción 
ninguna al primer aspecto, o sea, a la pri- 
mera frase de la enmienda que dice simple- 
mente que el régimen de los nombramientos 
y ascensos de los jueces y magistrados y de. 
más funcionarios de la Administración de jus- 
ticia será establecido por la ley con base en 
criterios objetivos que excluyan el arbitrio. 
Esta es, por tanto, la primera idea que yo 
pedía que se incluyera en la Constitución: que 
los nombramientos y ascensos no serán, pues, 
discrecionales, que ni tendrán la discreciona- 
lidad el Ministerio de Justicia, ni la tendrá 
tampoco el Consejo General, sino que ha de 
desaparecer la discrecionalidad y han de pro- 
ducirse los ascensos y los nombramientos con 
arreglo a la ley y con base en criterios obje- 
tivos que excluyan el arbitrio. 

Por tanto, yo entiendo que esta primera 
parte de mi enmienda, por no haber sido dis- 
cutida siquiera, y mucho menos refutada por 
mi ilustre contradictor, sigue en pie y pedi- 
ría, en todo caso, que se sometieran a vota- 
ción por separado cada uno de los párrafos 
o frases de mi enmienda. 

En cuanto a la segunda frase, que es la que 
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atribuye a la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa las revisiones de las decisiones o 
acuerdos en materia de nombramientos y as- 
censos de los jueces y magistrados, es otro 
aspecto de la cuestión; pero, a mi juicio, está 
también perfectamente fundamentado. En 
primer término, porque, indudablemente, los 
actos de nombramiento y ascenso de los jue- 
ces y magistrados no son actos jurisdiccio- 
nales, son actos administrativos. Al dictarse 
estos actos no se administra justicia, no se 
resuelve ningún litigio, ninguna cuestión ju- 
dicial, sino que se realiza un acto adminis- 
trativo: el nombramiento es un acto adminis- 
trativo, y el ascenso también lo es. 

La propia Ley de lo Contencioso hemos vis- 
to que admite el recurso contencioso-admi- 
nistrativo en materia que le sea atribuida por 
ley a esta jurisdicción. Por tanto, con mayor 
motivo si la Constitución le atribuye esta 
competencia, la jurisdicción contencioso-ad- 
ministrativa está perfectamente habilitada pa- 
ra poder entender en estas cuestiones de re- 
cursos contra los nombramientos y ascensos 
que se estimen ilegales de los jueces y ma- 
gistrados. 

Es obvio que al hacer la Constitución no 
podemos consideramos vinculados por ningu- 
na ley anterior, puesto que la Constitución 
tiene un rango superior a la ley y, en todo 
caso, la modificaría; pero es que ni siquiera 
hace falta, como hemos visto, que la Ley de 
lo Contencioso sea modificada, porque esta 
ley admite que las competencias de los tri- 
bunales de lo contencioso-administrativo se 
vean ampliadas por leyes posteriores a la de 
lo Contencioso, que atribuyan determinadas 
materias a su competencia. 

Y, por último, yo lo que no veo es la po- 
sibilidad de que, si estas decisiones, estos ac- 
tos de nombramientos y ascensos de jueces y 
magistrados han de ser recurribles, tengamos 
que inventarnos un recurso distinto, una nue- 
va vía jurisdiccional para entender en este 
asunto. 

Para mí el dilema es o los declaramos irre- 
formables, inimpugnables a estos actos de 
nombramiento y de ascenso de los Jueces y 
Magistrados, o los consideramos impugnables 
porque, como muy bien se ha dicho aquí, to- 
dos nos podemos equivocar y también el Con- 
sejo Superior de la Justicia se puede equivo- 

car. En caso de que los declaremos recurri- 
bles, de que los declaremos impugnables, 
parece que es de sentido común que este re- 
curso y esta impugnación se hagan precisa- 
mente en vía contencioso-administrativa. No 
vamos a inventamos una nueva vía de recur- 
sos para este exclusivo caso, máxime cuando 
en el sistema español, a diferencia del fran- 
cés, la jurisdicción contencioso-administrativa 
obedece al sistema judicialista, puesto que es- 
tá en manos de los Tribunales, de las Audien- 
cias y del Tribunal Supremo y no está en 
manos del Consejo de Estado, como es el caso 
de Francia, Bélgica u otros países. 

Si nuestra jurisdicción contenciod-admi- 
nistrativa obedece a un sistema judicialista, 
no veo ningún escrúpulo en que sea precisa- 
mente esta vía la vía apta para entender en 
la impugnación de los nombramientos y de los 
ascensos de 1- Jueces y de los Magistrados. 

En resumen. Yo pediría que se considera- 
ran por separado los dos aspectos que con- 
tiene mi enmienda: el primer aspecto es el 
consignar qué régimen de, nombramiento y as- 
censo será establecido por la ley con base a 
criterios objetivos que excluya el arbitrio; por 
tanto, la desaparición de la discrecionalidad. 
Este primer aspecto pediría que se votara. 
Segundo aspecto, en el que se puede discrepar 
y es el único que ha suscitado una leve duda: 
si la impugnación de esos nombramientos y 
ascensos que se estiman ilegales debe atri- 
buirse o no a la jurisdicción contencioso-ad- 
ministrativa. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor López Rodó. Tiene la palabra el señor 
Peces-Barba para el segundo turno en contra. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Gra- 
cias, señor Presidente. Señoras y señores 
Diputados, en realidad nos complace a los 
socialistas que en estos momentos se preten- 
dan buscar todas las cautelas y todas las ga- 
rantías de cara a la mayor objetividad en el 
nombramiento de los Jueces. Entendemos que 
:sa batalla la hemos estado dando durante 
los últimos cuarenta años frente a aquellos 
lue defendían la existencia del nombramiento 
lirecto por el señor Ministro de Justicia. To- 
los reconocemos que se puede buscar un cri- 
.crio más objetivo como es la existencia del 



CONGRESO 
- 3109 - 

8 DE JUNIO DE 1978.-NÚM. 84 

Consejo General del Poder Judicial, pero ade- 
más se piensa -como es el caso del señor 
López Rodó- que es necesario constitucio- 
nalizar algunos criterios para la objetivación 
de estos nombramientos y, también, para el 
establecimiento en la Constitución de un sis- 
tema de recursos contra aquellas decisiones 
del Consejo General del Poder Judicial que 
algunos de los afectados puedan considerar 
lesionadoras para sus derechos. 

Nosotros, que podríamos estar de acuerdo 
y que por supuesto nos satisface este1 deseo 
de objetivación - q u e  insistimos no se pro- 
duciría cuando no era un organismo colegia- 
do el Consejo General del Poder Judicial, sino 
cuando era una persona, el Ministro de Jus- 
ticia, quien hacía los nombramientos- nos 
oponemos a su constitucionalizaci6n porque 
entendemos que debe ser la Ley Orgánica la 
que establezca los criterios y no la Consti- 
tución. Entendemos también que pueden exis- 
tir algunos supuestos, aquellos supuestos en 
los cuales se une a la función de juzgar del 
Juez o Magistrado una función de dirección 
u organización como cuando se tiene la Pre- 
sidencia de una Audiencia o de un Tribunal 
que lleva parejo también alguna dirección de 
personal o de organización del Tribunal don- 
de una cierta discrecionalidad reglada puede 
ser necesaria y esto necesita la flexibilidad 
de la Ley Orgánica. Por otra parte, el recurso 
que se establezca debe ser también la Ley 
Orgánica la que lo haga y no la Constitución. 

Por esas razones, y desde luego apreciando 
en lo que vale esta posición de deseo de ob- 
jetivación y de control de los nombramientos 
de los Jueces y Magistrados que se manifies- 
ta en la enmienda de don Laureano López 
Rodó, nos oponemos a la misma y pensamos 
que debe votarse el texto sumándonos tam- 
bién a parte de las observaciones que ha he- 
cho el señor Bolea con anterioridad, para opo- 
hemos a la totalidad de la enmienda del señor 
L ó p z  Rodó, aun apreciando la buena volun- 
tad que encierra. Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Peces-Barba. Desde luego la exigua Mcra 
acuerda acceder a la solicitud de don Lau- 
reano López Rodó y votaremos los dos pfi 
rrafos de su enmienda al artículo 114 por ST- 
parado. Con esto queda concluida la discu- 

sión porque se han consumida los cuatro tur- 
nos reglatmentarios. 

Respecta al apartado 3 del artículo 114 exi-. 
ten dos enmiendas «in vote)). 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, la enmienda del señor López Rodó era un 
párrafo introducido entre el uno y el das, 
pero no lo hemos discutido en su totalidad, 
ni hemos dado oportunidad de d'efender la cn- 
mienda. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra co- 
bre la enmienda ,aJ apartado 2 del articulo 114 
el señor Solé Barberá. 

El señor SOLE BARBERA: La enmienda for- 
mulada por el Grupo Comunista, número 695 
al apartada 2 del artículo 114, tiene como ca- 
racterística única un intento de mejoramiento 
de la redacción y del contenido del aparta- 
do 2 del artículo 114 y ello es el único obje- 
tivo. 

Quiero decir que nosotros no eludimos ni 
eliminamos en este momento la posibilidad de 
que la colaboración entre todos los parti,ci- 
pantes en esta Comisión permita la integra- 
ción de algunos de los conceptos de nuestra 
enmienda dentro del tono general, dentro del 
contenido general de este artículo. 

Pensamos que hay tres aspectos principales 
en los que podemos introducir algún tipo de 
mejora. El primero de ellos radica en la sus- 
titucidn de la expresión que dice «es el ór- 
gano de gobierno del mismo)), referida natu- 
ralmente al poder judicial, por la de (y ¿Sta 
es la p rpe ra  parte de la enmienda) «es el 6r- 
gano de gobierno de la Administración de 
Justicia)). No cabe duda que parece preferible 
mantener, como lo hacía el texto del antepro- 
yecto constitucional, la expresión (Adminis- 
tración de Justicia)) fundamentalmente porque 
tiene un sentido más amplio, que permite abar- 
car no ya sólo al personal estrictamente ju- 
risdicente, sino a la totalidad de los funciona- 
rios al servicio de la justicia. 

Resulta claro que estamos ante un, intento 
de formulación de situaciones de autoigolbier- 
no que laten dentro de este contexto cmsti- 
tucional y que, por tanto, no nos es posible 
Zircunscribir en el mismo a Jueces y Magis- 
Yados, olvidando a los otros miembros, a 13s 
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que nosotros llamamos en este texto la Ad- 
ministración de Justicia, tales como Secreta- 
rios y yo diría que otros. 

No nos parece, por tanto, que esto sea otra 
cosa que un intento de mejoramiento del con- 
tenido del texto. 

La segunda mejora que se pretende intro- 
ducir es la de recoger específicamente den- 
tro de las funciones generales del Consejo 
General las de la Inspección y valorizar de- 
bidamente, lo que nosotros entendemos COPO 
función de la Inspección, al que damos un 
contenido y una fuerza básica en el espectro 
que en este momento estamos contemplando. 
No cabe duda que durante la Dictadura1 los 
órganos de Inspección han sido el instruiiien- 
to represivo por excelencia de cualquier ac- 
titud progresista, o simplemente digna de que 
se registrara en el seno de la Administración 
de Justicia. Bastaría con ello citar a los hom- 
bres de justicia democrática, algunos de los 
cuales se sientan entre nosotros, y creemos 
que tampoco cabe duda de que gran parte del 
sistema represivo procedía no de la función 
de la Inspección en sí misma considerada, sino 
de los organismos que han cumplido este co- 
metido. 

Por tanto, entendemos que una mención 
más amplia de las funciones y del sentido 
que queremos dar a la Inspección dentro de 
la Administración de Justicia aumentaría con- 
siderablemente el rigor que pretendemos dar 
a este artículo, y ello lo han smtenido incluso 
juristas que yo no me atrevería a calificar 
de progresistas, como Ruiz Jarabo, sin llegar 
a la exageración de otra jurista, que éste sí 
es progresista, Manuel Jiménez de Parga, que 
llegaba a sugerir la 'posibilidad de suprimir el 
Ministerio de Justicia. 

El tercero de los aspectos que nosotros es- 
timamos que podría ser mejorado, estriba en 
las lagunas que actudmmte presenta el tex- 
to de la Ponencia en lo relativo a los prin- 
cipios básicos que deben presidir la actuación 
del Consejo General. Pensamos que éste, sin 
duda, es el aspecto de mayor trascendencia 
contemplado en la enmienda presentada por 
nuestro Grupo Parlamentario. 

La garantía de la independencia del Poder 
Judicial, que constituye la razón de ser del 
Consejo General, tiene que venir dada no s6- 
lo por su composición, sino, tambien, por los 

rrincipios a que debe someterse y subordi- 
m s e  en la totalidad de sus actuaciones y 
cometidos. Y asi, de igual modo que1 e l  pro- 
)io texto de la Ponencia recoge en el apar- 
.ado siguiente de este mismo artículo los C I I -  

erios básicos que han de presidir la cmpo- 
sición del Consejo, deberían aquí recogerse 
Zriterios de objetividad sustantivos que ex- 
:luyan castas, manipulaciones, favoritismos, 
?tcétera, Por ella, proponemos que se busquen 
inos principios claros de publicidad e impug- 
labilidad como garantías pracedimentales, 
iue son patrimonio común de todos los pai- 
;es democráticos. 

El cuarto y último retoque a introducir en 
:1 texto constitucional, conforme a la enmien- 
ia, estriba en no remitirse en lo tocante al 
Pégimen de incompatibilidades, a la futura ley, 
;ino por el contrario, establecer, para los 
miembros del Conseja General, para las huni- 
bres del Consejo General, el mismo régimen 
de incompatibilidades que para los miembros 
del Tribunal Constitucianal. 

Estas son, señoras y señores Diputados, las 
sugerencias que nosotros hacemos, insistien- 
do en que no pensamos que en este momento 
tengamos en nuestras manos la verdad, sino 
que intentamos un mejoramiento del texto, y 
sugerimos a todos nuestros compañeros la ;lo- 
sibilidad, entre todos, de llegar a una coin- 
cidencia en este mejoramiento. Gracias, señor 
Presiden te. 

El señor PRESIDENTE: Gracials, señor Sol& 
Turno en contra de la m i e n d a  695, que 

ha defendido el señor Solé Barberá. Tiene la 
palabra el señor Bolea. 

El señor BOLEA FOWADA: En cuanto a 
la primera modificación del término ((Adminis- 
tración de Justicia) en lugar de (Cpuder Judi- 
cial)), creo que es más técnico, más avanzado 
hablar de Poder Judicial que de Administra- 
ción de Justicia, como se venía hablando has- 
ta ahora. 

El concepto Poder Judicial reconduce las 
cosas a donde son. El Poder Judicial queda 
perfectamente caracterizado en este títu! %, 

junto con el Poder ejecutivo y el Poder legis- 
lativo, como poder independiente del Estado. 

En cuanto a la posibilidad de que, con el 
término «Administración de Justicia)), se cori- 
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templase la totalidad d e  los funcionarios que 
intervienen en la Administración de Justicia. 
creo que se podría llegar al mimetismol de 
querer atribuir al Poder judicial todas las fun- 
ciones en esta materia, función administrati- 
va de un órgano jurisdiccional, como sería t l  
Consejo General, que desbordaría sus propidc 
posibilidades. 

Pensemos, por ejemplo, en el nombrainizii- 
t o  de los Jueces de Paz que, quizá, con esta 
fórmula podía quedar atribuido en su totali- 
dad al Consejo General. Todo esto debe ser 
desarrollado en la Ley Orgánica. Es excesi- 
vamente amplio el papel que esta Ley Or- 
gánica del Poder judicial debe abordar. Cree- 
mos que, tal como está el texto de la Ponen- 
cia, queda de forma más técnica y reconduce 
al Consejo General a su gran labor coordina- 
da fundamentalmente a la alta dirección de 
la función administrativa en esta parte más 
técnica de lo que es el Poder judicial. 

En cuanto' al tema de las incompatibiliua- 
des, realmente es un tema que exigiría un es- 
tudio mucho más detallado, más detenido del 
que en este momento se está desarrollando en 
tema tan amplio. Creo que el tema de las in- 
compatibilidades debe ser estudiado, medita- 
do y desarrollado en la Ley Orgánica del Po- 
der judicial, donde se establezcan y concre- 
ten cuáles sean las incompatibilidades de los 
vocales de este supremo órgano del Poder ju- 
dicial. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bo- 
lea. Segundo turno a favor de la en,mienda 
695. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Es 
para la enmienda «in voten, cuando el señor 
Presidente lo considere oportuno. 

El señor PRESIDENTE: Cuando quiera. Tie- 
ne S. S. la palabra. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Mu- 
chas gracias, señor Presidente. Tenemos una 
enmienda «in vote)) que obra en poder de la 
Mesa al apartado 2 del artículo 114, donde 
dice: «El Ccnsejo General del poder judicial 
es el órgano de gobierno del mismo. La I A ~  
Orgánica establecerá su estatuto y el régimen 
de incmpatibilidades de sus miembros y sus 

funciones, en particular en materia de nom- 
bramientos, ascensos, régimen disciplinario y 
duración de su mandato)); añadir entre ((noni- 
bramientow y «ascensos» la palabra «inspec 
ciónn. Esta palabra que tiene una gran impor- 
tancia, puesto que supone la atribución al 
Consejo General del Poder judicial de la i?c- 
pección de la Administración de Justicia, de! 
Poder judicial, estaba en el texto del 5 de ene- 
ro, y en ilos debates posffierioreis de la Pmen- 
cia desapareció. 

Nosotros entendemos que esta facultad es 
coherente con el tema del régimen disciplina- 
rio que exige la inspección. La inspección y 
el régimen disciplinario son dos términos que 
parece difícil que vayan separados y al man- 
tenerse el régimen disciplinario parece pro. 
cedente también mantener la inspección. 

La inspección, por consiguiente, debe ser 
trasladada, si esta enmienda «in vmen se 
aprueba, desde los servicios del Tribumí Su- 
premo; o desde las dependencias del señor Pre. 
sidente de11 Tribunal Supremo, atl Gonsejo Gene- 
ral del Poder Judicial. Por esas razones de co- 
herencia con el texto, y parque mtendemos 
que los ponehtes acertaron e11 5 de mero cuan- 
do lo incorporarom al anteproyecto, es p lo 
que nos hemos permitido inclluir de nuevo el1 
término ((inSpeGCi6n)) y solicitamos de la Co- 
1,misión al voto favorable a esta enmiehda «in 
voce)) al apartado 2 del actual artículo1 114. 
Nada más, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Peces-Barba. Tiene la palabra don Gabtiel 
Cisneros. ¿Como miembro de Unión de Cen- 
tro Democrático o como miembro d e  la Po- 
nencia? 

El señor CISNEROS LABORDA: Como 
miembro de Unión de Centra Democrático, y 
si el señor Presidente es tan amable de admi- 
tir esta extravagante fórmula procesal, para 
hacer una enmienda «in voce» a la enmienda 
«in vocen propuesta por el señor Peces-Bar- 
ba, que en mérito a la consideración ya ex- 
puesta por el señ,or Bolea, en su respulesta $a3 
señor Solé Barberá, ha abundado, al aceptar 
las consideraciones expuesta por éste, en el 
criterio de ala Unión de Centro Democrático 
de recoger, efectivamente, el término «inspec- 
ción» entre esas materias que, de forma siti- 
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gular o en particular, según dice el aparta- 
do 2 del artículo 114, debe recoger esa Ley 
Orgánica, Estas modificaciones vienen, de al- 
gún modo, determinadas por la propia exps  
sición del señor Peces-Barba, puesto que En 
razón, como él muy bien ha dicho, de la in- 
desconocible reilación entre la inspección y el 
régimen disciplinario, la inserción de esta 
competencia no debe ser entre nombramien- 
tos y ascensos, sino entre ascensos y régimen 
disciplinario. 

Por últimmo, quisiera hacer una levísima ma- 
tización al señor Peces-Barba, puesto que nos- 
otros entendemos, al dar nuestro voto favora- 
ble a esta inclusión, que la. faculltad de ins- 
pección, su reconmilmiento al1 Consejo Gene 
ral del Poder Judicial, no quiere decir que sea 
una exclusividad del Consejo en esta materia 
en el ámbito concretamente de las Audiencias 
Territoriales. Es posible que sea necesario re- 
tener alguna suerte de acciones inspectoras, 
pero será materia de la ley el articular esa 
eventual concurrencia de facultades inspecto- 
ras. 

Me importaba #hacer esta matizacidn y ello 
seguida del asentimiento de la Unidn de Cen- 
tro Democrático a la propuesta de esa en- 
mienda «in vote». 

El señor PRESIlIENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Solé Barberá. 

El señor SOLE B M E R A :  Creo que con- 
tribuiría a la aclaración de la cuestión, dicien- 
do que, para nosotros, que intentábamos efec- 
tivamente mejorar el texto de la Ponencia, la 
sugerencia del señor Peces-Barba, es decir, la 
enmienda «in voces, incluso con la aclaraci6n 
del seflur Cisneros, nos parece que mejora 
sustancialmente el contenido del texto. Por 
lo tanto, rogaría al señor Presidente que die- 
ra por retirada nuestra enmienda en su con- 
junto. 

El señor PRESIDENTE: Mucha gracias, se- 
ñor Solé Barberá. 

¿El Grupo Parlamentario Socialista admiti- 
ría la colocación de la palabra «inspección» 
en el lugar que ha indicado el señor Cisne- 
ros? (Asent¿rniento.) 

¿Hay más enmiendas el apartado 2 del ar- 
tfculo 114 que se mantengan? (Pausa.) Deba- 

ido totalmente este apartado llegamos al nú- 
nero 3, en donde, como había empezado a de- 
:ir antes, existen dos enmiendas «in vocm 
iue van a ser leídas seguidamente para su 
mena comprensión ya que, si fueren apruba- 
ias, sustituirían totalmente el apartado 3 del 
nforme de la Ponencia. 

El señor VICEPRESIDENTE: La enmienda 
del Grupo Parlamentario Socialista al aparta- 
do 3 del artículo 114 dice lo siguiente: «El 
Consejo General del Poder judicial estará in- 
tegrado por el Presidente del Tribunal Supre- 
mo, que lo presidirá, y por veinte miembros 
nombrados por el Rey por un períoda de ciii- 
co años. Dace entre Jueces y Magistrados de 
todas las categorías judiciales, en los térmi- 
nos que establezca la Ley Orgánica y ocho a 
propuesta del Congreso de los Diputados, ele- 
gidos por mayoría de tres quintos de sus 
miembros , entre.. .». 

El señor PRESISENTE: Hasta ahl la en- 
mienda del Grupo Parlamentaria Socialista. 
Desde el término (centren se ha producido una 
enmienda suscrita unánimemente por todoq 
los Grupos Parlamentarios, que va a ser lei- 
da a continuación. 

El señor VICEPRIZSIDENTE: «... entre abo , 
gados y otros juristas de reconocida cumpz- 
tencia, con más de quince años de ejercicio 
en su prcvfesidn~. (El señor LSpez Rodó pide 
la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Ld- 

das para que la coanmsión de b resolución 
definitiva fuera presuntamente armónica. Sin 
embargo, tiene la palabra el representante del 
Grupo Panlamentano Socialista para defen- 
der su d e n d a  a la primera parte del apar- 
tada 3 del artículo 114, que, repito, es exclu- 
siva del Grupo Parlamentario Socialista. 

PZ Rodó, PWO han laido  la^ d a  &a- 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Uni- 
c a m t e  para expiicar que, en definitiva, la 
enmienda del Grupo Parlamentario Socialista 
supone d aumento del número de miembros 
CM Consejo General del Poder Judicial de 
15 a 20. Respetando las proipiorcimes estable- 
cidas, se aumentan dús en d pnfnero de los 
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grupos, pasando de 10 a 12, y se aumentan 
tres en el segundo grupo, pasando de cinco 
a ocho; ampliando -volviendo a la idea del 
5 d e  enero- que los 12 elegidos por jueces 
y magistrados lo sean en las diversas catego- 
rías judiciales en los términos que establezca 
la ley, de tal forma que con ello se evite la 
posible inercia o la posible determinación por 
la ley de que fueran miembros de los sectores 
superiores (magistrados del Tribunal Supre- 
mo, presidmtes de Audiencias, etc.) los que 
obtuvieren la representación de sus compa- 
ñeros. 

Entendemos que con la introducción de la 
frase ((entre las diversas categorías judiciales)) 
supone que va a abrirse el Colegio Electoral 
- é s a  es, al menos, la interpretacibn d? los so- 
cialistas- a todos los miembros, jueces y 
magistrados, y que también serán elegibles 
todos los jueces y magistrados y no necesa- 
riamente, como podía ser con una cierta in- 
terpretación conservadora que se sostiene, 
según nuestras noticias, en algunas altas cú- 
pulas de la Magistratura, precisamente entre 
esas altas cúpulas. 

Por estas razones entendemos que esta en- 
mienda «in vocen mejora el texto, dentro del 
acuerdo general obtenido en este artículo y 
sin romperlo. Por ello solicitamos el apoyo de 
los restantes Grupos Parlamentarios a la mis- 
ma y anunciamos ya, por supuesto, que como 
firmantes de la siguiente enmienda apoyamos 
la incowación  del término cabogedos y 
otros juristas de reconocida competencia)). 

El señor PRESIDENTE: El señor L6pez ROL 

El señor LOPEZ RODO: Muy brevemente 
para hacer constar tan s610 que coincide la 
enmienda del Gmpo Socialista con la enmien- 
da que yo tenía presentada también al apar- 
tado 4 de este artículo, en el sentido de que 
fueran 20 los miembros que se nombrasen 
por el Rey, 12 de ellos pertenecientes a las 
distintas categorías de las carreras judiciales 
y ocho a propuesta del Congreso de los Dipu- 
tados. 

Por tanto, en t ido  que mi enmienda que- 
da subsumida en la del Grupo Socialista. 

dó tiene la palabra. 

El1 señor PRESIDENTE: Lo que celebramos, 
y sigue el debate. 

Turno en contra. (Pausa.) Turno a favor. 
(Rumores.) 

Creo que la intervención del señor Lbpez 
Rodó no ha sido un turno a favor, sino una 
expresión de adhesión. 

El señor SOLE BARBERA: Pido la palabra 
para consumir un turno a favor y también 
para adherirme ... 

El señor PRESIDENTE: Perdón, selior Solé. 
¿No hay turno en contra a la tesis mantenida 
por el Grupo Socialista del Congreso? 

El señor SOLE BARBERA: No, señor Pre- 
sidien te. 

El señor PRESIDENTE: Entonces no ha lu- 
gar y por otra parte hemos de progresar en 
el debate, aunque respecto a la enmienda «in 
vmen puede S .  S .  usar de la palabra. 

El señor SOLE BARBERA: Me excuso, se- 
ñor Presidente. Solemonte iba a decir que re- 
tiraba mi enmienda, si es correoto ahora pro- 
cesalmente. 

El señor PRESIDENTE: S í ,  lo es. 

El señor SOLE BARBERA: Con la venia 
de S .  S .  Nosotros en nuestra enmienda, tal 
colmo habrán comprobado, pretendimos 
-en parte éramos un paco más ambiciosos, 
es natural, que nuestros compañeros socialis- 
tas (Risas.)- en este momento y dentro de 
esta lógica con que me estoy moviendo, su- 
marnos a la voz de nuestro amigo el señor 
Peces-Barba señalando algunas cosas. 

Nosotros pensamos que todavía estamos a 
tiempo en cuanto al tiempo de duración -val- 
ga la redundancia- del nombramiento del 
Consejo General del Poder Judicial de redu- 
cirlo a cuatro años, puesto que previendo una 
intervención del Parlamento dentro de este 
nombramiento, hacerlo coincidir con la dura- 
cidn normal del Parlamento sería algo posi- 
tivo. 

También debemos insistir sobre las r'drmu- 
las con que se va a proceder a los nombra- 
mientos para no olvidar absolutamente a na- 
die dentro de las distintas categorías del Po- 
der Judicial. Parece que cuando aquí habla- 
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mos del Pocler Judicial y de la Administración 
de Justicia pensamos exclusivamente en los 
jueces y magistrados, y olvidanms, en c w -  
bio, otros estamentos del Poder Judicial para 
los cuales sentimos el m i m o  p r a d o  res- 
peto que para los señores jueces y magis- 
trados. 

Esta es en esencia la manifestacion que 
quería hacer, señoras y señares Diputados, 
para reiterar que queda retirada la enmienda 
del Grupo Parlamentario k u n i s t a  y que 
nos unimos plenamente d sentido y al texto 
de la enmienda del Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cisneros 
solicita la palabra. ¿Para qué? 

El señor CISNEROS LABORDA: Para fijar 
la posición de UCD sobre la enmienda «dn 
vote» si S .  S. lo estima procedente. 

El señor PRESIDENTE: Puede hacer uso de 
la palabra. 

El señor CISNEROS L A B O A :  Brevísima- 
mente para anunciar nuestra adhesi6n, como 
el señor Solé lo hacía con raspecto al señor 
Peces-Barba, del Grupo Parlamentario de 
Unión de Centro Democrático con respecto a 
nuestro amigo el señor L@ez Rodó, copostu- 
lante de esta enmienda, en los mismos térmi- 
nos, y, en comecuencia, para anunciar que 
prestaremos el CC~GWSO de nuestro voto a 
esta innovación que, en definitiva, es conven- 
cional y aleatoria, como lo son todos los se- 
ñailamientos en la c m c i 6 n  de un órgano 
collegiado. 

Sin embargo, puesto que el señor Sole Bar- 
berá, entiendo que sin mantenerla formalmen- 
te, ha hecho alusicmes a la cunveniencia de 
hacer coincidir el principio del mandato de 
legislatura del Parlamento con la duración del 
mandato de los miembros del Consejo Gene 
ral del Poder Judicial, expresar nuestro crite- 
rio discrepante m esta propuesta. 

Por el contrario, entendemos justammte 
que todos los órganos jurisdiccionales (y más 
éste que va a ser su cijlpula) tienen una cierta 
vocación de permanencia y de quedar rele- 
gados del azar del debate polftico y que es 
deliberada y positiva esa asincronía entre am- 
bos mandatos y representa un factor Qesea- 
ble de continuidad. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ííor Cisneros. Por la vía de estas adhesiones, 
están fijando todos los Grupos su criterio. Por 
tanto, estamos en al caso del apartado 3 del 
artículo 114. Se entenderá que el resto de los 
Grupos que no manifiesten su parecer renun- 
cian al ejercicio de este derecho; de otra suer- 
te, quedarían minorizados. Así, pues,-¿hay al- 
gún otro Grupo Parlamentario que desee ha- 
cer uso & la palabra con relacih a esta en- 
nlimda defendida por el Grupo Socialista y 
que se refiere el apartada 3 del artículo 114? 
(Pausa.) 

Puesto que todos los Grupos Parlarnenta- 
rios han suscnto la enmienda relativa a la 
expresión «entre abogados y otros juristas)), 
¿algún Grupo Parlamentario quiere defender- 
la, o la damos por leida y pasamcxs a vota- 
ción? (Varios señores DIPUTADOS: Se da por 
le ida.) 

Recuendo a la Comisión que habia uu1 epí- 
gafe  4 que se ha suprimido en la nueva reclnic- 
ción del artículo 114, pero, c m 0  tenía en- 
miendas, voy a conceder la palabra para la 
defensa diel mantenimiento de dicho epígrafe, 
según la red~cción del 5 de enero del corrien- 
te año. (Pausa.) No  habiendo petición de pa- 
labra sobre el particular, entramos o la vota- 
cidn del precepto, pero antes puede hacer uso 
de la palabra el señor Vizcaya Retana, del1 
Grupo Parlamentario Vasco. 

El señor VIZCAYA RETANA: Nosotros te 
nfmos una enmienda a este artfculo que con- 
sistía en añadir un nuevo párrafo. No se tra- 
taba de ma enmienda a ninguno de los pá- 
rrafos que tenfa este articulo, sino de añadir 
uno nuevo, que consi6tfa en el siguiente tex- 
to: «El  Gobierno no podrá otorgar distincio- 
nes ni recompensas a los miembros del poder 
judicial)). 

El sentido de esta enmienda era intentar 
objetivar e independizar más la separación de 
106 poderes, con objeto de evitar algo que 
hasta ahora no he tenido conocimiento de que 
haya ocurrido, pero que se puede dar. 

Mi Grupo PmlamentaTio, a la vista del de- 
sarrollo del debate y de la forma en que ha 
quedado redactado este artículo, no tiene nin- 
gún inconveniente en retirar esta enmienda, 
una vez hechas estas maniffestaciones. 



CONGRESO 

ñor Vizcaya. Por tanto, tenemos el epígrafe 1 
del artículo 114, que no tiene enmienda al- 

- 3115 - 
8 DE JUNIO DE 1978.-NÚM. 84 

1 número 691, de don Laureano Lbpez Rodó, 
I apartado 1, que sería el 1 bis. 

guna, y eil epígrafe 2, que tiene la enmienda 
núm,ero 691, de don Laureano Lbpez R O ,  
que pondremos a votacion en sus dos pá- 
rrafos. 

El señor SOLE BARBERA: Seria el1 epí- 
grafe 2 bis, señor Presidente. El señor Upez 
Roció ha pretendido introducir un apartado 
nuevo. ¿Es así, señor enmendante? 

El señor LOPEZ RODO: Así es, pero seria, 
en todo caso, el apartado 1 bis y luego se co- 
rrería la nwneraci6n, de ser aprobado. 

El señor PRESIDENTE: ¿Entendemos que 
accede don Laumano Lbpez Rodó a que su en- 
mienda sea votada como apartado 1 bis, con el 
texto dividido en CIQS pilrrafos? 

El señor LOPEZ RODO: Sí, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: El texto de la Po- 
nencia cionrespmdieate al epígrate 2 m tie- 
ne enmiendas. 

El señor CISNEROS LABORDA: Sí, señor 
Presidente; la de las adhesiones. 

El señor PRESIDENTE: Efectivamente, re- 
lativa a la palabsra ~irispección)), después del 
término «ascensos». Si no hay discrepancias, 
pondríamas a votación el texto de la Ponen- 
cia en una sola votación can el tkrmino <(inls- 
peccióm) em la forma solicitada, así como el 
epígrafe 3, cm la enmienda «in vwe» del 
Grupo Socialista, hasta el ((entre). Esto es lo 
que sería objeta de votación, con el final, res- 
pecto del que son unánimes todos los Grupos 
Parlamentarios. Por tanto, hasta el «entre) 
hay Grupo, y desde el «entre)), hay Grupos. 

A continuaci6n se va a votar el apartado 1 
del artículo 114 del texto de la Ponencia. 

Efectuada la votación, fue aprobado el 
apurtado 1 del artículo 114 por unanimidud de 
los presentes, con 34 votos. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, 
queda aprobado el apartado 1 del artículo 114. 

Efectuada la votaaión, fue rechazada la en- 
mienda número 691 por 17 votos en contra, 
dos  a favor y 15 abstenciones. 

E1 señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
cuencia, desestimada la enmienda número 691, 
del señor Lbpez Rodó. 

Vamos a votar el pArrafo1 2 de la enmienda 
número 691, 1 bis, del señor Lbpez Rodó. 

Efectuada la votación, fue rechazada la en- 
mienda número 691, ai apartado 2, por 32 vo- 
tos en contra, dos a favor y ninguna absten- 
ción. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 
enmienda número 691 al apartado 2, de don 
Laureano Lbpez Rodó. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, me permito intervenir en el uso de la 
generosidad con que la Presidencia lleva esto. 
Yo tengo la mala costumbre de escuchar 

todo lo que se dice y dejarme convencer con 
temas que no se habían meditado antes. En 
la enmienda retirada del Grupo Parlamantario 
Vasco había una idea importante, que eran 
las distinciones honoríficas, que es lo iínico, 
que yo sepa, que reciben los jueces y ma- 
gistrados a través de la Odien de San Rai- 
mundo de Peñafort, y es muy posible que 
fuera conveniente introducir la expresión 
((distinciones honoríficas)) entre las compe- 
tencias del Consejo General del Poder Judi- 
cial. Si esto le pareciera bien al Grupo Vasco, 
yo me sumaría a la petición de incluir las 
d'istinciones honoríficas, porque me parecería 
muy bien que las diese el Consejo y no el Mi- 
nistro de Justicia. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Pmes-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
fior Presidente, nosotros no eshmos en con- 
tra de la observación del señor Fraga, pero 
entendamos que eso puede quedar en la ley, 
ya que, iniciada la votación del artículo, la 
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fo~mación de la voluntad de los señores Dipu- 
tados no puede producirse. Por eso pensamos 
que, aun siendo muy apreciable la propuesta 
del señor Fraga, tendríamos que dejarlo a la 
ley como sugerencia, por si nos corresponde 
a nosotros hacerla. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
sefíor Cisnmm. 

El señor CISNEROS LABORDA: Nosotros 
no cmpartimos los escrúpulos reglamenta- 
rios del señor Peces-Barba. Estimamos, en 
cambio, en coincidencia con él, que la mate- 
ria seria más propia de la ley que no de la 
Constitución. En túdo caso, como Unión de 
Centm Democrático es un Partido de amplio 
espectro y plural compcsición, no comparti- 
mos en absoluto la tesis que aquí se ha citado 
del señor Jiménez d!e Parga y, por tanto, aspi. 
ramos a que sea el Ministerio de Justicia o1 
que otorgue distinciones. 

El Mor PRESIDENTE: Parece que no tie- 
ne viabilidad la sugerencia de don Manuel 
Fraga Iribarne. Por tanto, seguiremos ponien- 
do ia votación el apartado 2 del artículo 114, 
texto de la Ponencia, con el término «inspec- 
c i ó n ~  en el lugar solicitado, con la modifica- 
ción admitida por la Unión de Centro Dmo-  
crátioo. 

Efectuada la votación del apartado 2 del 
artícu2o 114 fue aprobado por unanimidad, 
con 34 votos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
apartado 2 del artículo 114. 

Finalmente, ponemos a votación la enmien- 
da dei Grupo Socialista al apartado 3, hasta 
e1 vocablo «entre», salvo que SS. SS. admitan 
que votemos en una sola... 

El señor PECES-BMA MARTINEZ: Ya 
creo que son ctos votaciones, puesto que hay 
un distinto ,orig en... 

El señor PRESIDENTE: Hay cierta versa- 

Se pone a votación, hasta el termino «en- 
tilidad, señor Peces-Barba. (Risas.) 

tre~, la enmienda del Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, fue aprobada por 
unanimidad, con 34 votos. 

El señor PWIDENTE: Queda aprobada la 
: d e n d a  «in vwe» del Grupo Socialista, que 
m i é n  subsume la niimerio 691, de don Lau- 
-eano López Rodó. 

Por último, se 'pone a votación la enrriien- 
ia s d t a  por todos los Grupos Parlamen- 
arios, que dice: «...entre abogados y otros 
iUnstas de reconocida competencia con más 
k quince años de ejercicio en la profesionn. 

Efectuada la votación, fue aprobada por  una- 
iiimidad. 

El &m PECES-BARBA MARTINEZ: ¿Se 
puede dar lectura por el señor Secretario, pa- 
ra ver cómo ha quedado exactamente todo el 
número? 

El señor PRESIDENTE: N o  hay Secretario 
que nos a&ista. (Risas.) 

El texto dice así: «Artículo 114. Apartado 3. 
Ei Consejo General del Poder Judicial estará 
integrado por el Presidente del Tribunal Su- 
premo, que do (presidirá, y por 20 miembros 
nombrados por el Rey por un período de cin- 
co años; 12 entre jueces y magistrados de to- 
cim las categorías judiciales, en los témniaos 
que establezca la Ley Orgánica, y ocho a pro- 
puesta del Congreso de los Diputados, elegi- 
dos por mayoría de tres quintos de sus mim-  
bras entre abagadus y otros juristas de rwm- 
nacida competencia con más de quince aííos 
de ejercicio en la profesión)). 

¿Está claro? (Asentimiento.) 
¿Hay explicación de voto a la totalidad del 

precepto? (Pausa.) 
&El Partido Nacionalista Vasco suprime de- 

finitivamente su enmienda? (Asentimiento.) 
¿No hay explicación de voto? (Pausa.) 
El señor Cisneros time la palabra. 

El señor CISNlEROS LABORDA: Hay expli- 
cación de voto estrictamente contraída al voto 
negativo a la e?ilmi8enda número 1 bis, 2, del 
señor López Rodó, por parte dell señor Rolea. 

El señor PRESIDENTE: También por la 
Unión de Centro Aamocrático, dos explicacio- 
nes de voto. 

Tiene la palabra el señor Bolea. 

El señor BOLEA FORADADA: Con toda 
brevedad, y simplemente para matizar el vo- 
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to negativo de Unión de Centro Democrático, 
por la trascendencia de la propuesta del se- 
ñor López Rodó. 

Queda clara la posibilidad de que los acuer- 
dos del Consejo General, como supremo órga- 
no del poder judicial, deben ser revisables; 
pero admitir en este momento que van a ser 
revisables por la jurisdicción contencioso-ad- 
ministrativa es poner en tela de juicio el al- 
cance, la categoría O la fuerza de este supre- 
mo órgano judicial. Que el supremo órgano 
judicial, formado por 12 magistrados o jue- 
ces y por ooho prestigiosos juristas más, va- 
ya a ser revisable por la Sala Tercera, Cuar- 
ta o Quinta del Tribunal Supremo, plantea un 
tema de dilfícil resolución. Ocurre algo pare- 
cido a lo que en la actualidad sucede respec- 
to a las decisiones de las Salas de gobierno 
del Tribunal Supremo o de las Audiencias Te- 
rritoriales sobre si deben o no ser revisables 
por la misma jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa, lo cual produce una contradicción 
«in terminisn de las personas que componen 
estos Tribunales. En consecuencia, entende- 
mos que la posibilidad de revisabilidad de los 
acuerdos del Consejo General del poder ju- 
dicial habrá que delimitarla, y con mayor de- 
tenimiento del que lo estamos haciendo en 
este momento; si se da, simplemente, a tra- 
vés de un recurso de reposición o si debe ser 
otro órgano, si debe ser o no la jurisdicción 
contencioso-adlministrativa. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Fraga. 

El señor FF2AGA IRIBARNE: Para explicar 
el voto, señor Presidente. La intervención an- 
terior me obliga a explicar el voto, porque 
ha establecido unos razonamientos que no po- 
demos compartir, c m o  no compartimos tam- 
poco el voto que quiere apoyar. El Consejo 
General del poder judicial no es, como se ha 
dicho, el supremo órgano del poder judicial 
-son las palabras que acabo de oir-, sino 
que es el órgano de gobimo del mismo, que 
es completamente distinto. De modo que el 
supremo órgano del poder judicial es el Tri- 
bunal Supremo, dentro de su competencia, 
y luego, en la suya, es el Tribunal Constitu- 
cional. El Consejo General del poder judicial 
es, simplemente, el órgano de gobierno del 

mismo, y, como tal órgano de gobierno, no 
incluido en la línea jurisdiccional, no es, en 
materia alguna, incompatible; podrá ser dis- 
cutible, deseable o no, pero es perfectamente 
16gico que el órgano de gobierno, jerárquico 
o no, colectivo O no, pueda estar sujeto a un 
control jurisdiccional. 

Por tanto, justificamos nuestro voto en el 
argumento de que no es el supremo órgano 
del poder judicial, sino un mero órgano de 
gobierno, y sólo como tal lo hemos tratado. 

El señor BOLEA FORADADA: Pido la pa- 
labra para una aclaracibn. 

El señor PRESIDENTE: No hay palabra. 

El señor BOLEA FORADADA: Es una rec- 
tificación. 

El señor PRESIDENTE: Es que no hay tér- 
mino de rectificación en el Reglamento. De 
todas formas, tiene la palabra S. S . ,  ya que 
es la primera vez que viene. (Risas.) 

El señor BOLEA FORADADA: Simplemen- 
te para decir que no se ha querido decir «ór- 
gano supremo del poder judicial)). Adembs, 
no es el único, porque va a haber otros. Es 
el supremo órgan*o de gobierno del poder ju- 
dicial. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Esa es una 
rectificación, no una aclaración. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Para 
explicar, en nombre del Grupo Socialista, 
nuestro voto en la línea de, en primer lugar, 
no hacber aceptado las enmiendas y haber vo- 
tado en contra de las presentadas por el se- 
ñor López Rodó, por las razones que hemos 
in,dicado anteriormente, fundamentalmente 
porque entendemos que son materia de ley or- 
gánica y no de Constitución. 

Nuestro voto favorable al apartado 2 en 
relación con la inclusión del término «inspec- 
ción)), porque entendemos que el Consejo Ge- 
neral del poder judicial, que tiene régimen 
disciplinario, debe tener como complemento 
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del mismo la inspección de todos los funcic 
narios que de él dependen. 

Por otra parte, nuestro voto favorable a 
mejma que creemos que se ha introducid 
al democratizar la elección de los jueces 
magistrados y al aumentar el número de lc 
miembros del poder judicial de 15 a 20. 
Y, por fin, también señalar que hemos apc 

yado la inclusión del tRrmino «abogados», ar 
tes de «juristas», porque estimamos que E 
de justicia y que es un reconocimiento qu 
nuestro Grupo hace a la lucha de todos lo 
abogados durante los últimos cuarenta año 
eR nuestro pafs. Entendemos que su trabaj 
práctico va a ser útil y que nadie, sino todo 
los abogados, son los que pueden, de algu 
na manera, estar satisfechos; nadie en parti 
cular y todos en general pueden estar satis 
fechos por esta inclusión que nosotros hamo 
votado, como la han votado los demás Gni 
Pos. 

El señor PRESlDENTE: Ahí voy a decir al 
go yo también. Tiene la palabra el señor Ro 
ca, de la Minoría Catalana. 

El señor ROCA JUNYENT: Si el señor Pre 
sidente dice algo, yo creo que mi voto esta, 
rá muy bien explicado por lo que el sefloi 
Presidente diga. 

El señor PRESIDENTE: Esta Presidencia 
tiene hoy una doble satisfacción: la de se1 
Decano honorario de un Colegio de Abogados 
y haberse dado de baja de doce Colegios de 
Abogados para ejercer de Diputado, y la de 
que hoy se haya consagrado aquí un respeto 
y tributo a la abagacia, con su menci6n es- 
pecial en el nombramiento del Consejo Gene- 
ral, por todos los Grupos que integran este 
Parlamento. 
Se suspende la sesión por media hora, y 

muchas gracias. 

Se reanuda la sedión. 

Articulo 11s El señor PRESIDENTE: Señores Diputados, 
vamos a estudiar el artículo 115 del texto de 
la Ponencia: Tribunales y Presidente del Tri- 
bunal Supremo. ¿Enmiendas que se mantie- 
nen en este articulo? 

El señor FRAGA IRIBARNE: Don Antonio 
Carro retira la suya. 

El señor PRESIDENTE: Había un voto par- 
ticular de don Miguel Roca Junyent. 

El señor ROCA JUNYENT Como de cos- 
tumbre, se trata de un voto particular recon- 
ducido al capítulo de las autonomías y, por 
tanto, como siempre, se estará a la suerte de 
lo que allí ocurra. 

El señor PRESIDENTE Mgicamente, la 
enmienda número 64, del señor Letamendía, 
que era de adhesión ... 

El señor LETAMENDIA BELZUNCE: La 
voy a defender, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene S. S. la pa- 
labra. 

El señor LETAMENDIA BELZUNCE Se- 
ior Presidente, señores Diputados, la enmien- 
la que defiendo coincide en su espíritu y en 
;u casi totalidad con las defendidas por la 
dinoría Catalana, por el Grupo del Partido 
rlacionalista Vasco y por el señor Solé Bair- 
,erá; y entiendo en todo caso que, aunque 
a Minoría Catalana no crea que éste sea el 
nomento de defender esta enmienda, yo sí 
a voy o defender. 

Esta enmienda consiste en añadir una sal- 
,edad a la afirmación de que el Tribunal Su- 
remo, con jurisdicción en todo el Estado, es 
1 órgano judicial superior en todos los órde- 
es. Esta salvedad consiste en las atribucio- 
es que en las Estatutos se reconozcan a los 
mitorios autónomos. 
El contenido de esta enmienda no se limi- 

1 a diferencias de tipo técnico; por el con- 
*ario, afecta a un punto de importancia po- 
tica capital: al poder judicial real de que 
an a gozar, una vez que hayan accedido a 
L categoría de comunidades autónomas los 
istintos pueblos del Estado. 
Un sistema de autonomías, por breve que 

:a, prevé que la legislaci6n de un tipo de 
aterias corresponde exclusivamente a las 
bmunidades autónomas. Es 16gico que deba 
ristir en cada comunidad un Tribunal Supe- 
w, ante el cual deben verse los recursos do 
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casación en estas materias, las que correspon- 
den a la legislación de las comunidades autó- 
nomas; y esto es lo que ocurría en los regí- 
menes autónomos de la 11 República, en la 
que entró en vigor el Estatuto Catalán. El 
Estatuto Catalán de 1932 instituía un Tribu- 
nal Catalán. Del mismo modo el Estatuto 
Vasco del 6 de octubre de 1936 (tres meses 
más tarde del pronunciamiento militar) crea- 
ba en su artículo 3." .un Tribunal Superior vas- 
co, cuya creación era atribuida a la legisla- 
ción interior y al que correspondía decidir no 
sólo de los recursos de casación sobre las ma- 
terias legisladas por los órganos del país vas- 
co, sino también dirimir ias cuestiones de 
competencia que surgieran entre las autori- 
dadets judiciales vasoais, y ello era pcnsible por- 
que la Constitución Republicana de 1931, en 
su títuib VII, que trataba sobre la Justicia, y 
más concretamente en sus artículos 96 y 97, 
no contenía definición alguna sobre el Tribu- 
nal Supremo equiparable a la que ahora estoy 
defendiendo. 

Pues bien, una definición como la que con- 
tiene este artículo, un Tribunal Supremo con 
jurisdicción en todo el territorio, que sea ór- 
gano judicial superior en todos los órdenes, 
excluye la posibilidad de tribunales superio- 
res catalanes, gallegos, vascos o de cualquier 
otro pueblo; pues al no hacense dietingo al- 
guno, estos órdenes afectarían también a las 
materias legisladas por las comunidades au- 
tónomas y esto es muy grave porque, supone 
un recorte inadmisible de las atribuciones de 
astas clocmun.ida&is y es muy grave, pcnlitica- 
mente, porque la aprobación de este artículo, 
tal cual, supondría la evidencia de que las 
competencias autonómicas contempladas en 
esta Constitución van a ser más pequeñas que 
las que establecía la Constitución de 1931, 
que ya de por sí eran débiles. 

Deben tener en cuenta los señores Dipu- 
tados que el Consejo General Vasco ha hecho 
hace algunos días una declaración, según la 
cual cualquier futuro contenido autonómico 
no podrá ser inferior al conseguido cq  el Es- 
tatuto de 1936; y debe tenerse en cuenta que 
de este Consejo General forman parte Dipu- 
tados de Unión de Centro y del Partido So- 
cialista, así como del Partido Nacionalista 
Vasco y de Euzkadikol Ezquerra. Es de e@- 

rar que los señores Diputados aquí presentes 
de la Unión del Centro y del Partido Socia- 
lista no dejen en mal lugar a sus congéneres 
del Consejo General Vasco. (Risas.) Es par 
lo que estoy seguro que esta enmienda será 
aprobada. 

El señor PRESIDENTE: Don Manuel Fraga 
tiene la palabra. 

El señor FRAGA IlRIBARNE: Señor IPreSi- 
dente, yo abundo en la ides del autor de la 
enmienda a la que se ha adherido el señor Le- 
tamendía y creo que puede )haber algztw duda 
de si la enmienda de adihesión puede ser m m -  
tenida cuando la otra ha sido retirada y spl~a- 
zada, p r o  puesto que se ha entrado en el 
flondo, debo decir que mantengo aquí y 
mmtenldré despues en el Título VI11 e1 prin- 
cipio de que la Justicia es función del Estado 
y entendemos mi Grupo y yo que no Fuede 
pasar a los territorios autonómicos. 

En el Fuero Viejo de Castilla (uno de los 
tiex8tos más termina&%), se dice aue cuatro 
cosas son propias del Señorío del Rey y que, 
en ningún caso, se pueden apartar: «Justicia, 
moneda, fonsaderas y sus yaatares)). No me 
extiendo sobre la traducción de este texto 
medieval, pero sí en que la Justicia y la mone- 
da san funciones del Estado. 

Por esta razón entiendo: primero, qi?e no 
procede ahora tomar decisión sobre esta en- 
mienda, una vez retirada por los promotores 
de la enmienda original; segundo, en t.40 caso 
señalar la oposición de mi Grupo 13 que esta 
enmienda sea aceptada. 'Muchas gracias. 

El señor IPR~ESI~DENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Fraga. 

Aclaración de la Presidencia. Por !a regla 
Ide que 10 Uccesorio sigue a lo principal, si el 
señor Letamendía no hubiera mencicaado 
más que la enmienda de la Minoría Catalana, 
nosotros también hubiéramos desestimado en 
este momwito entrar en el debate, per.9 como 
ha mencionado la enmiepida 645 del Grupo 
Parlamentario Vasco que no está retirada y 
la del Grupo Comunista que también mantie- 
ne la misma tesis, por eso esta (Mesa ha en- 
trado en el debate. 

N u e w  turno a favor, si se estima opmtu- 
no. El señor Martín Tova1 tiene la palabra. 
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El señor MAIRTIN TOVAL: Señor PRsi- 
dente, no es un turno a favor, sino una cues- 
tión de orden. 

Nosotros también tenemos una enmienda 
a este artículo, la 295, y lo que quería decir, 
señor IPresidente, es que no retiramos la en- 
mienda, sino que únicamente posponemos su 
análisis al momento en que se trate, en el 
Título VIcZi, de las Autonomías. Así creo in- 
terpretar también lo expuesto por el repre- 
sentante de la Minoría 'Catalana: que no se 
retira la enmienda, sino que se pospone el 
debate al momento oportuno, que creemos 
es el Título VIII. 

'El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Solé Barberá. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presi- 
dente, señores Diputados, nosotros coincidi- 
mos con Socialistas de Cataluña, y creemos 
conveniente renunciar en este momento a ex- 
poner nuestra enmienda, que mantendremos 
en el momento oportuno, en su fondo y en su 
forma. tRro deseo hacer una brevísima expli- 
cación. 

(Pensamos que, de todas formas, y aunque 
no sea más que a través del acta, debe que- 
dar constancia de que entendemos que el res- 
peto B la autcnomía reconocido por la Cons- 
titución, que la decisión tomada por el pueblo 
español de respetar las formas autóriomas de 
las nacionalidades y regiones españolas, re- 
quiere que la Constitución contenga, en al- 
guna parte, una afirmación como la que hoy 
posponemos para defenderla m el momento 
oportuno. 

Nosotros, señoras y señores Diputados, en 
los mismos tiempos que el (Diputado Señor 
Fraga ha mencionado, estábamos constitu- 
yendo nuestro IConsulado del Mar y nuestros 
(&Jcatg&» y, por tanto, aunque admitimos y 
respetamos la ciencia jurídica y la labor de 
codificación que han realizado los castella- 
nos, debemos manifestar aquí nuestro orgu- 
llo por nuestm propia codificación y por nues- 
tras formas de legislar; y pensamos que, en 
este momento, debemos hacer también aquí 
una mención apoyando las formulaciones del 
Diputado señor Letamendía sobre Tribunal 
de Casación durante la vigencia del Estatuto 
de 1932. Hombres como Santiago Gubem y 

don IPedIu, Comas son una honra de la juris- 
prudencia catalana y, por ello, de la española 
en general. 

Por tanto, retiramos nuestra enmienda, pe- 
ro manifestamos nuestra decisión de  mante- 
nerla en el  momento oportuno. 

Muchas gracias. 

El señor PRESDENTE: Tiene la palabra 
el señor SecesBarba. 

El señor PEGES-IBAIRBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, nosotros, que lhemos sido alu- 
didos y que, efectivamente, apoyamos el prin- 
cipio de la existencia de tribunales supwiores 
que recojan Iss competencias privativas del 
Derecho propio de las comunidades autóno- 
mas y también, por qué no, competencias de 
las Audiencias Territoriales, entendemos que 
el problema ha estado correctamente plan- 
teado, tranto por e l  señor Roca como por el 
señor NLartlni Tolva# y lpor el Mor Mié Tm. 
Por consiguiente, no consideramos que pos- 
poner la defensa de nuestro criterio al mo- 
mento en que se tmte de las autonomías, su- 
p n g a  dejar mal a nuestros correligionarios, 
que no «congéneres», porque congéneres so- 
mos todos. (Risas.) Nada m'ás, y muohas gra- 
cias. 

El señor iPRlESIDENTE: Muchas gracias, y 
que conste en acta (&olé Barberá)) y no «Sol6 
Tursu>. 

¿El Grupo iParlammtario Vasco mantiene 
su enmienda ntímem 645 o, como el resto de 
señores enmendantes, la pospone para cuan- 
do lleguems3 al tema de los territorios autó- 
nomos? 

El wfior CUERDA MONTOYA: La pospo- 
nemos. 

El señor PR,ESIsDENTE: Pues, pospuesto, 
no h~ lugar a poner a votación la enmienda 
del señor Letamendía, porque era de adhe- 
sión, y no tiene enmienda a la que adherirse, 
de momento. Se reserva también el derecho 
del señor Letamendía para reproducir su ad- 
hesión en el momento % que la enniienlda 
principal sea sometida a debate. 

Enmiendas que se mantienen al apartado 2 
del artículo 115. (Pausa.) No habiendo sido 
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mlicibada la palabra ni shlibiendo enmiendas 
al apartado 1 ni al 2 del artículir, 115, s e  pone 
a votación el texto de la Ponencia. 

Efectuada la voiución, fue aprobado el tex- 
to de la Ponencia por unanimidad, con 35 vo- 
tos a favor. 

Artículo 116 El señor PRESIDENTE: Pasamos ad articu- 
lo 116, referido al Ministerio Fiscal. ¿En- 
miendas que se mantienen? (Pausa.) 

El señor FRAGA IRIBARNE: Don Antonio 
Carro retira la s u y ~ .  

,El señor PRESIDENTE: El Grupo Socialis- 
ta tenía 113 enmiemda 441. Tiene la palabra el 
señor Peces-Barba. 

El Señor PECES.BARBA MARTI'NEZ: La 
enmienda 441 rntendemos, señor Presidente, 
que está subsumidci en el dictamm ,de la Po- 
nenzia y, por consiguiente, a ella. 

El señor PRESIDENTE: Mu:has gracias. 
La enmimdjs 552 del Grupo Mixto. Tiene la 
palabm el señor Fuejo. 

El señor FUEJO LAGO: Rmm5amos.  

El señor 'PRESIDENTE: Pasamos al cipar- 
tado 2. (Pausa.) Tiene la palabcs dca Ssntili- 
go Rodríguez Miranda. 

El señcr RODRIGIJEZ+MIRANDA GOMEZ: 
Quería presmtar unci enmiensda «in vocen, cu- 
yo texto mmetere a la Mesa inmediabsmente, 
en que se establece una ligera corr2cciCu de 
estilo :II apartada primero del artículo 116, 
pero que puede tener traScendemcir3 en el san- 
tido de la redacción otorglada al texto en vir- 
tud del Informe de la 'Ponencia como supera- 
ción del anteproyeictlo. 

La enmienda y la defensa van a ser muy 
breves, puesto que se prDpone que k n d e  dice 
que la función del M'aistcrio Fiscal es la pro- 
mxión  de «la acción de la justicia e n  defen- 
sa de la legalidad, de los derechos de los 
ciu2adanos y de los intereses públicos tute- 
lados por la ley .», se diga en Sustitucicín «la 
acción de la justicia en defcasa de la lega- 
lidad, dr los derechos de los ciuldadanos y del 
interés público tvtelado por la ley», 

'El sentido de la correxiCn que es 1nlg-o más 
que puramente gramatical, es afectar la fun- 
ción ldel Mhisterio Fiscal a lo que ha sido 
tradicional en el cometido de sus funcioaes 
desde su creación, la defensa del interés pú- 
blico que nparzce como una categoría supre- 
ma dmtro de nuestro derecho esi general y 
de todo el Oirdenakniento Jurícüm en cuanto 
principio general, y BQ a los <(los intereces pú- 
blicos» que puede ldar lugar a multiplicidad de 
interpretaciones, toda vez que la adición efec- 
tuada em el informe de la Poaencia, e n  que 
se establece que1 «siin perjuicio de las funcio- 
nes encomendadas a otros órganoe)), precisa- 
mente esos otros órganos tienen encomenda- 
da en nuestro Derecho la promoción de la 
acción de la justicils en defensa de los inte- 
reses públicos y no  del interes público como 
tal, como categoría abstracta. 

Es por ello. señor Presidente, por lo que 
presento esta enmienda «in voce» solicitando 
que ((interrses público3) sea sustituido por 
«hterés público)). El texto lo haré llegar in- 
mediatamente ii la Mesa. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Rodríguez-Mimnda. 

Tunio en  contra de esta enmiendli «in vo- 
ce)) que se reduce al singular del interés y de 
la tute'la. (Pci isa.) Wo habiendo turno l ~ l l t  con- 
tra entendamos que se pondrá a voitacih la 
enmienda diciendo «interés púbilico tutela& 
por !.I ley». 

;,E-miendas aue se mantienm en el apar- 
tado 2, re!iitivo al Ministerio Fiscal como ór- 
gano de relaciones entre el Gobierno y los 
brganos de la Admi~nistración de Justicia? 
(Pausa.) 

Tiene la palabra el szñor Solé B'irberá, pa- 
ra defender 11s enmienda 695 de la Minoría 
Ccmunista. 

El seEor SOLE BARBERA: Muy brevemen- 
te, señoras y señores Diputados, porqu? q u é -  
110s que se hayan tomado h molestia de leer 
el texto de nuestra eqmienda y la brev.2 mo- 
ti\a?iCn de 113 misma, se Idarán cuenta de que 
rwestra postura se puede resumir en unas po- 
cas pallibras. 

Nosotros eintendemos que el Miniisterio Fis- 
cal no es un órgano de relación entre el Go- 
bierno y los órganos de la Administrzción, 
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sino que su actividad y sus augustas funcio- 
nes las ejerce por mediación de órganos pro- 
pios conforme a los principios de unidad de 
actuación y de indepmdencia jerárquica, con 
la única y exclusiva s u j e c h ,  en  todo caso, a 
los principios de  legalidad y de imparcialidad. 

La historia, de los últimos cuarenta años 
constituiria en la mayoría de los casos un 
elogio de la actividad y de los principios de 
actuación del IMinisterio Fiscal que ha corres- 
pondido, en la mayoría de los casos, a un res- 
pecto, a una ilegdidad y a unas principios que 
no coincidían con aquellos que nos veíamos 
obligados a soportar el pueblo español. 

El elogio del Ministerio Fiscal, no debemos 
hacerlo aquí, pero sí queremos decir en este 
momento que este reconocimiemto nos impul- 
sa a reiterar nuestra idea de que debemos 
preservar al Ministerio Fiscal de toda idea 
que coarte, que condicione, que coaccione su 
plena imdependencia. Este es el espíritu de 
muestra enmienda. 

Nosotros rogamos a los miembros del esta 
Comisión Constitucional que tengan en cuen- 
ta que si algún principio es importante en 
#te sentido, es un principio que debe ser 
recogido en la Comstitución, es algo que, efec- 
tivamente, resuma, concrete y especifique 
dentro de la Constitución, esta augusta fun- 
ción ,del Ministerio Fiscal, dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico. 

!El señor (PRESIDENTE: Muohas grcicias, 
señor Solé Barberá. Time la palabra don Ga- 
briel ,Cisneros, para un turno en contra. 

,El señor CISNEROS LABORDA: Señor 
Presidate, la Unión de Centro Democrático 
acaba de hacer llegar a la Mesa la redacción 
de una m i e n d a  «in voce» del artículo 616, 
apartado 4 y, de algún modo, preferiríamos, 
si S. S .  lo estima oportuno, exponer nuestra 
posición en torno a las consideraciones, a las 
propuestas formuladas por el señor So% Bar- 
berá, cumdo hagamos la defemsa de esta pro- 
puesta, dado el indisoluble parentesco con- 
ceptual que amblas materias tienen. 

El Señor PRlESIDiENTE: Tiene la oalabra 
el señor Peces-Barba. 

(El señor PEOES-BARBA ,MARTINEZ : Se- 
ñor Presidente, para mostrar nuestro apoyo y 

nuestra adhesión a la enmienda planteada por 
el señor 801é Barberá; y para indicar, natural- 
mente, que, al ser una posición que hemos 
venido Scstenimdo siempre, votaremos a fa- 
vor de la enmienda. 

'El señor PRESIIDENTE: Tiene la palabra 
e11 señor Eraga. 

!El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, para oponerme a la enmienda 695, res- 
petQndo las razones en  que se funda, y por 
supuesto en absoluto los razonamientos his- 
tóricos que se han utilizado para apoyarla; 
y' para decir que el bato de la Ponencia es 
el correcto. 

Primero, esta es la tmdición española, in- 
variable desde todos los tiempos, y muy en 
particular desde que es una, de las pkzrusi , m C  
nois imperfectas de nuestra legis51a& y, qui- 
zá, de la legislación europea, como fue la Ley 
Orgánica del Piuder Judicial, que está hecha 
como provisional por aquel gran jurista pai- 
sano miio, Mmteko Ríos, que ha cumplido una 
función importantísima en el establecimiento 
de una justicia independiente de España, y 
prácticamente el texto es el mismo que se 
usó en aquel autorizado y centenario texto 
jurídico. 

Segundo, porque esto es lo que pide la 1ó- 
gica de las cosas; los Jueces son un poder 
independiente del (Ministerio Fiscal en toda 
Europa y en los países anglosajmes repre- 
senta un punto de vista de defensa de un 
interés público que, efectivamente, está re- 
presentado normalmente por los ó r g a n ~ s  del 
Gobierno, que interpretan, sobre todo, en ma- 
teria de oportunidad de detaminadas accio- 
nes. En ese sentido es bien sabido que a lo 
más que se llega es a un compromiso como 
ein Francia, donde como se Sabe la palabra es 
libre, pero la escritura es sometida a instruc- 
ciones del Ministerio de Justicia; pero en los 
países anglosajones, que en este caso no son 
una excepción, sino que van más allá, existe 
un cargo que es el (CAttomey General». el 
4bogado General del Estado, que representa 
21 Gobiermo y que de un modo más #directo 
interpone toda clase de acciones, que en nu#- 
tro país están divididas, en representaciones 
ilustres a las que antes se aludia: la Abogacía 
3el Estado y el Ministerio Fiscal. 
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En todo caso, y esta es la tercera y funda- 
mental razón, no habría más remedio en este 
caso que convertir el Ministerio Fiscal en 
una parte del Poder Judkial y crear entonces 
un órgano a t rwés Idel cual, el Gobierno ejer- 
ciera sus accimes; lo cwal sería barroco, con- 
traproducente e incluso peligroso. 

#Por todas estas razones, entiendo que pro- 
cede mantener el texto actual y rechazar la 
enmienda del señor Solé Barberá. 

El señor PR,ESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Fraga. Tiene la pabsbra el señor Mlsrtín 
Toval. 

'El señor MARTIN TOVAL: Señor Presi- 
dente, para hacer un turno de presentación 
de nuestra enmienda número 297, que hace 
referencia a este mismo apartisdo, y en la 
cual se modifica, en alguna forma, el texto 
de la Ponencia; y asimismo no es coincidente 
con el texto de 11s enmienda Idofendida en esta 
primera fase 13 este apartado 2 del artículo, 
si bien yo creo que es coincidente en  el fondo 
y en la medida en que el tema de la relación 
del Ministerio Fiscal se establece, nmo solo ya 
entre el !Gobierno y los tribunales, sino tam- 
bién entre las 'Cortes, el Gobierno y 1- Tri- 
bunales. Ello tiene um sentido, que con la re- 
dacción actual del apartado 4 de este mismo 
artículo 116, se acrecienta en la medilda en 
que el nombramiento del Fiscal del Tribunal 
Supremo se hará en la forma establecida por 
el Presidente de dicho Tribunal y, por tanto, 
el Gobierno no tiene una relación inmediata y 
directa en el nombramiento de este Fiscal 
del Tribunal Supremo. 

De esta forma la figura del Fiscal dei Tri- 
bunal Supremo no queda, como se ha dicho 
en este turno en contra que hemaos oído en 
relación con la enmienlda presentada por el 
señor Solé Barberá, referido directamente al 
Gobierno. 'En consecuencia, creemos que esta 
relación que el Ministerio Fiscal ha de vincu- 
lar ha de ser una relación doble, no sólo con 
el Gobierno, sirno también con las Cortes. Y 
es por esto por lo que en principio pretende- 
mos que se someta a votación esta enmien- 
da, señor (Presidente, anunciando en cualquier 
caso que también votaremos a favor de la 
enmienda presentada por el Grupo Parlamen- 

tario Comunista y por el señor Sole Barberá 
como portavoz del mismo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
¿Algún turno en contra? (Pausa.) No hay 

solicitud de palabra ni alguna otra enmienda 
que se mantenga al apartado 2, que es el que 
estamos debatiendo. 

El apartado 3 se refiere a un futuro Esta- 
tuto orgánico del !Ministerio Fiscal. Y el apar- 
tado 4 es el que hace Herencia al nombra- 
miemto del Fiscal del Tribunal Supremo y que, 
según la enmienda «in vote» presentada por 
la Unión de [Centro Democrático, tendría el 
siguiente texto: «El Fiscal del Tribunal Su- 
premo será nombrado por el Rey a propuesta 
del Gobierno, oído el Consejo Geneml dp! Po- 
der Judicial)). 

El señor Cisneros tiene la palabra. 

(El señor (CISNEROS LABORDA: Con su 
venia, señor Presidente. Como SS. SS. Son 
conscientes, la Unión de Centro Democrático 
había presentado una enmienda por escrito 
tendente a una propuesta de supresión de 
este apartado 4, del articulo 116, pretensión 
que abandona en este momento y la sustituye 
por esa enmienda cin voce" que obra en po- 
der de la Mesa. 

Para la Unión ,de ,Centro Democrático -se- 
ñor Solé Barberá, señor Fraga, señor Martín 
Toval- no es esencial que la Constitución 
diga o no que la Fiscalía del Reino es un ór- 
gano de rebación entre el Gobierno y la Admi- 
nistración de la Justicia. Lo que sí es esencial 
es que la Cmstitución no impida, no entor- 
pezca, 'desde luego no prohíba, el que efecti- 
vamente lo sea. Y habrá de serlo; en eso com- 
partimos la límea conceptual aunque n o  la 
conclusión, de la expresión del señor Fmga. 
Habrá de serlo, lo reconozca o no explícita- 
mente la Constitución, so pena de desconocer 
la naturaleza d*e este Ministerio Fiscal, de 
#desvirtuar gravemente su papel. 

(La Fiscalía del Reino está inserta en e! Po- 
der Judicial, como se infiere con claridad de 
la inclusión sistemática de este precepto en 
el título que nos ocupa ,dentro de toda la tra- 
dición constitucional española y exterior. Pe- 
ro no es menos clara su peculiar posicidn ins- 
titucional, su autonomía respecto a los órga- 
nos deciwrios de la jurisdicción. La diversi- 
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ficación entre magistmtura decisoria y magis. 
tratura postulante se sigue con clarildad de 
artículo 116, desde luego de este 1 1 6  quf 
proponemos y, por supuesto, de su canside. 
ración sistemática con los artículos 1 1 4  y 1 1 5  

La Fiscalía &el Reino promueve la acsión 
de lis justicia en observancia ,de la legalidad 
Los promotores fiscales históricamente han 
tenido por misión esencial el promover la 
observancia de la Ley; así lo dice el artícula 
763 de la (Ley Orghica del Poder Judicial, 
tan venerable, tan jushmente elogiada en su 
intervención por el señor Fraga, y el artícu- 
lo 1." del Estatuto del Ministerio Fiscal. 

Ca observación de la legalidad se establece 
como principio rector funcional de la Fiscalía 
del Reino, como consecuencia ineludible de la 
configuración del Estado que hemos adopta- 
do, $que hemos recogido en el artículo l.O, 1 del 
proyecto constitucional. 

(La Fiscalía del Reino vela -lo decimos en 
el apartado 1- por la independencia de los 
tribunales, función clásica de este Ministerio, 
esencialmente ejercitada a través de su in- 
tervención en los conflictos de jurisdicción 
y competencias, y desde ese análisis de las 
funciones de la Fiscalía del Reino, que podría 
venir avalado por e'l Derecho comparado de 
una f m a  prácticapmte unánime y por la 
doctrina, a lo menos de una forma abrumado- 
ra, se infiere que la Fiscalía del Reino no es 
ciertamente un servidor del ejecutivo o su 
agente, ni tampoco ((stricto sensu)) un órgano 
de la Administración de la Justicia, es exac- 
tamente un órgano del Estado en la adminis- 
tración de la Justicia, la naturaleza de cuyas 
funciones múltiples, esa custodia de la legali- 
dad, esa representación del Estado y de la 
Administración, esa misión cooperadora con 
los Tribunales de Justicia y esa detentación 
((ex legen de la postul'ación del interés social 
indefectiblemente a esa posición intermedia- 
ria, comunicadora, relacionante, como quera- 
mos Ilamarla, entre el Gobierno y los tribuna- 
les. 

De aquí, como decimos, la relativa intras- 
cendencia de que se diga o no, puesto que 
muchas veces hemos sostenido que no es la 
Constitución el lugar más adecuado para las 
definiciones doctrinales, y ésta lo es; pero, en 
cambio, para nosotros es absolutamente in- 

excusable, so pena de incurrir en una grave 
incongruencia, el que se revise la fórmula que 
actua1,mente recoge el anteproyecto con res- 
pecto al mecanismo de nombramiento del 
Fiscal del Reino. 

Porque, señores comisionados, señor Presi- 
dente, ¿cómo puede proponer el Consejo Ge- 
neral del (Poder Judicial e1 nombre del Fiscal 
del Reino cuando los fiscales están justamen- 
te ausentes de ese órgano superior de gobier- 
no de la IMagistratura que hemos configura- 
do dos artículos antes? ¿Cómo podría el Mi- 
nisterio Fiscal velar por la independencia de 
los Tribunales y de algún modo ejercer una 
función de control del cumplimiento de tal 
legalidad si su nombramiento iba a venir con- 
dicionado o mediatizado en parte por la Ma- 
gistratura a la que de algún modo controla? 

Y ¿cómo puede fundamentalmente -abun- 
dando en la línea argumenta1 del señor Fra- 
ga- cómo puede el Gobierno ser ajeno a este 
proceso de designación, ya que resultaría que 
el Consejo de Ministros, su Presidente, los Mi- 
nistros habrían de ir al Juzgado más próximo, 
o al Juzgado de guardia en las horas noctur- 
nas para perseguir esa actuación de interés 
social? 

Si mantenemos la fórmula que actualmente 
contiene el anteproyecto no estaríamos dise- 
ñando ni programando ese esquema progresi- 
vo de introducción del1 principio de autogo- 
bierno que supone la recepción, la acogida del 
Consejo General del Poder Judicial. Lo que es- 
taríamos haciendo sería extender, expandir, 
imperialistamente casi, las funciones de este 
Consejo para poder hablar de una auténtica 
situación de heterogobierno. 

En definitiva, por todas estas razones pro- 
ponemos que se restituya a la Fiscalía del Rei- 
no, a este Ministerio, su fin propio, el que la 
doctrina, la tradición histórica, el Derecho 
comparado les confiere. Insistimos, no hace- 
mos cuestión de esa definición doctrinal ob- 
jetada por el sefior Sulé Barberá; nos absten- 
dremos si es que él insiste en el manteni- 
miento de su votación; pero, por razones de 
stricta congruencia conceptuai en la cons- 
rucción de esta institución jurídica y del pre- 
:epto y de la Constitución toda, solicitamos 
c.n el mayor encarecimiento nuestro voto 
iara la enmienda que acabo de tener el ho- 
ior de defender. 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Cisneros. ¿Turnos en contra de la en- 
mienda de UCD? (Pausa.) ¿No hay soilicitud 
de p'alabra? Tiene la palabra el señor Peces- 
Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Con 
toda brevedad, para oponernos a las, a nuestro 
juicio, desmesuradas palabras del señor Cis- 
neros en relación con el Fiscal del Tribunal 
Supremo, que es la terminología que consta 
en el artículo 116, y para significar que para 
nosotros la elección, o el nombramiento, del 
fiscal del Tribunal Supremo tenía su sitio en 
relación con el artículo 115, a través de una 
elección por tres quintos del Congreso de los 
Diputados. Pero una vez que ese tema ha 
pasado y que eso no ha sido posible, enten- 
demos nosotros que es mucho más razonable 
que el nombramiento del Fiscal del Tribunal 
Supremo se haga en la misma forma que el 
del Presidente del Tribunal: a través del Con- 
sejo General del Poder Judicial, a propuesta 
del mismo y con el nombramiento del Rey. 

No creemos que ninguna de  las razones 
que aquí se han dado puedan justificar el que 
sea el Gobierno quien le nombre, ni tampoco 
entendemos !que esas funciones de relación y 
esas actuaciones que el Ministerio Fiscal tie- 
ne que hacer se vean impedidas por el nom- 
bramiento realizado en la forma que se esta- 
blece en este artículo. 

Simplemente, con recordar la forma de de- 
signación o nombramiento de los Magistrados 
del Tribunal Supremo Federal de los Estados 
Unidos, donde intervienen el Presidente y el 
Senado, y después la actuación cumpliendo 
objetivamente sus funciones puede llevarnos 
a la conclusión de que el nombramiento no es 
determinante en este supuesto, y, sin embar- 
go, sí que sería, o podría ser, determinante 
para dificultar algunas de las misiones que 
se encomiendan al Ministerio Fiscal en el 
apartado 1 de este artículo, su nombramiento 
por el Gobierno. 

Por otra parte, la experiencia de los últi- 
mos cuarenta años, donde se ha hecho este 
nombramiento por el señor ,Ministro de Jus- 
ticia -y desde luego en eso coincidimos con 
el IProfesor Jiménez de Parga en cuanto a la 
no conveniencia del ejercicio de esas funcio- 
nes por el Ministerio de Justicia- nos lleva a 

la misma conclusión de oponernos a la eii- 
mienda «in vocen defendida de manera tan 
desmesurada por don Oabril Cisneros. Nada 
más. 

El señor (PRESIDENTE: [Muchas gracias, se- 
ñor Peces-Barba. 

El señor CISNEROS LABORDA: Pido la 
palabra . 

El señor PRESIDENTE: Con toda mesxra, 
señor Cisneros, por favor. 

El señor CI'SNEROS LABORDA: Con la ma- 
yor mesura, para compensar. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Es 
una enmienda ((in voce)). S610 es un turno, se- 
ñor Presidente. 

El señor ClISNEROiS LABORDA: Es que he 
sido aludido reiteradamente, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: Le concedo dos pa- 
labras bien medidas. 

El señor CISNEROS LABORDA: Quizá el 
señor iPeces-Barba ha compensado mi sedi- 
cente desmesura con cierta cicatería en el 
manejo argumental, a lo que no nos tiene 
acostumbrados, y, por tanto, me voy a limitar 
a una ccnsideración estrictamente terminolú- 
gica. 

Nos sorprende en el señor Peces-Barba, y 
en el Grupo a'l que representa ry nos sor- 
prende aún más después de la alusión reite- 
rada a los cuarenta años- su voluntad de 
mantener una terminología típicamente fran- 
quista, La Fiscalía se llamó en los tiempos de 
la Monarquía «del Reino», y, por supuesto, 
durante la segunda República era el Fiscal 
«de la República)). Pero al margen de esto no 
iba en el tenor literal de la enmienda que obra 
en poder de la Mesa; no ,figura esta expresión, 
tranquilícese Su Señoría. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: No 
tenemo,s ningún inconveniente en que se le 
llame Fiscal de la República. (Risas.) 

El señor PRESLDENTE: Lo doy por no oí- 
do. Señores Diputados, se tiene que votar el 



CbNC;#EC6 

- 3126 - 
8 DE JUNIO DE 1978.-Nh. 84 

artículo 116, apartado 1, que no tiene niás en- 
miendas que el singular introducido por la 
UCJD y su portavoz, señor Rodríguez-Miranda. 
(Pausa.): El interés público tutelado por la 
ley)). 

Efectuada la votación, fue aprobado el aipar- 
tado 1 del artículo 116 por unanimidad, con 
34 votos. 

El señor iRRESIDENTE: En consecuencia 
queda aprobado el apartado 1 del artículo 110. 

Se pone a votación la enmienda número 
695, del señor Solé Barberá. 

El señor PEREZ-LLORCA RODRIGO: Que 
se lea, por favor, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Dice así: «El Mi- 
nisterio Fiscal ejerce sus funciones por medio 
de órganos propios conforme a los pr,ncjpios 
de unidad de actuación y dependencja jerár- 
quica, y con sujeción, en todo caso, a los de 
legalidad e imparcia'lidad)). 

Efectuach la votación fue aprobada íu en- 
mienda por '15 votos a favor y dosl en conttq 
con 18 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, 
queda aprobada la enmienda 695, del señor 
Solé Barberá, que sustituirá el texto de  ia Po- 
nencia, que, sin embargo, tendrá que ponerse 
a votación por cuanto pudiera tener votos 
favorables posibles. 

El Grupo Socialistes de Catalunya tenía su 
enmienda número 297 sobre el propio apar- 
tado. ¿Solicita su votación? 

El señor MARTIN TOVAL: Nü, señor Dre- 
sidente, porque una vez que ha garado esta 
enmienda, creemos que podemos retirar la 
nuestra, porque 'la aprobada la sustituye su- 
ficien temen te. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
¿Estiman los Grupos Parlamentarios que de- 
bemos poner a votación al correlativo texto 
de  ia Ponencia? (Denegaubnes.) Luego no 
procede. 

Se pone a votación el apartado 3 del artícu- 
lo 116 del texto del informe. 

Efectuada la votación, fue aprobado el 
apartado 3 por unanimidad, con 33 votos. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia 
queda aprobado el apartado 3 del artículo 116, 
según el texto del informe. 

Finalmente ponemos a votación el texto 
de la enmienda «in vote» de la Unión de 
Centro Democrático, que si estiman Sus Se- 
ñorías volvemos a leer. 

Dice así: «El Fiscal del Tribunal Supremo 
será nombrado por el Rey, a propuesta del 
Gobierno, oído el Consejo General del Puder 
Judicial)). 

Efec tuah  la votación, fue aprobada la en- 
mienda por 21 votos a favor y 12 en contra, 
sin abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado, 
por tanto, el texto del apartado 4 del artícu 
lo 116, según la enmienda de la Unión de Cen- 
tro Democrático. 

¿Algún señor Diputado desea hacer uso de 
la palabra para explicación de voto? (Pausa.) 

Teniendo en cuenta que el artículo 117 fue Articulo 118 
debatido y resuelto en la mañana de hoy, pa- 
samos al artículo 118, relativo a la Policía Ju- 
dicial. 

A este artículo había una enmienda de su- 
presión del señor Carro. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Está retirada, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Había también una 
enmienda, la número 779, de la Unión de Cen- 
tro Democrático, sobre elección por sufragio 
directo de los Juzgados de Paz. 

El señor CIWEROS LABORDA: Se retira, 
señor 'Presidente. 

El señor PRESIDENTE: No tiene, pues, en- 
mienda alguna el artículo 118, que se pone a 
votación, según el texto de la Ponencia. 

Efectuada la votación, fue aprobado el tex- 
to  de ia Ponencia por unanimidad, con 33 
votos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 

Se pone a debate el artículo 119. Tiene la Artículo 119 
precepto. 

palabra el señor Fraga Iribarne. 

El señor FRAGA IRIlBARNE: El senor Ló- 
pez Rodó y nuestro Grupo proponen una en- 
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mienda «in voce» en lugar de la más extensa 
que figuraba -a este artículo, y que va a ser 
defendida por él mismo, consistente en decir 
«in finen en el apartado 1, que no podrán 
pertenecer a Partidos políticos o sindicatos, 
suprimiendo la referencia a integrarse en aso- 
ciaciones profesionales. 

El señor 1LOPEZ RODO: El objeto de  esta 
enmienda es fundamentalmente suprimir la 
última línea del proyecto de la Ponencia, que 
les prohibía también a los Jueces y Magistra- 
dos integrarse en asociaciones profesionales. 
Entendemos que es lícito para los Jueces y 
Magistrados e'l formar parte de asociaciones 
profesionales, y que únicamente hay que de- 
clarar incompatible su función de adminis- 
tración de justicia con el desempeño de car- 
gos públicos o con la pertenencia a Partidos 
políticos o a sindicatos. 

Creo que del propio texto de la enmienda 
se desprende su justificación, y por consi- 
guiente no quiero extenderme más en ella. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra? 
(Pausa.) ¿Entonces, teKtualmente, cómo que- 
da el precepto, a efecto de su lectura antes 
de votarlo? 

El señor LOPEZ RODO: Diría así: «Los 
Jueces y 'Magistrados, así como los Fiscales, 
mientras se hallen en activo no podrán des- 
empeñar cargos públicos ni pertenecer a par- 
tidos políticos o sindilcatosn. 

El señor PRESIDENTE : Muchas gracias. 
¿No se mantiene ninguna otra enmienda con 
relación a este epígrafe? 

El señor ROCA JUNYENT: La número 168 
de la Minoría Catalana. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Roca. 

El señor ROCA JUNYENT : Si al señor Pre- 
sidente le parece bien, por cuanto ambas en- 
miendas están vinculadas, podría hacer si- 
multáneamente la defensa de la enmienda mú- 
mero 168, presentada a este apartado 1, con 
el voto particular, y también de la núme- 
ro 169, presentada para la incorporación de 
un apartado 3. 

El señor PRESIDENTE: Muy bien. Tiene 
la palabra a todos los efectos. 

El señor ROCA JUNYENT: Señor Pre- 
sidente, a este Grupo Parlamentario le parece 
que la redacción que se contiene en el texto 
de la Ponencia está absolutamente desfasada 
y, en todo caso, no guarda relación con la 
situación que se quiere contemplar. Si, en de- 
fimitiva, la preocupación es la de asegurar la 
independencia del Poder judicial, el artícu- 
lo 1." de este Título, relativo a esta cuestión, 
consagra que la ley velará y se preocupará 
para garantizar tal independencia y buenos 
mecanismos existirán a través de este pro- 
cedimiento legislativo para asegurar la inde- 
pendencia del Poder judicial. 

No obstante, querer asegurar esta indepen- 
dencia mediante las expresiones que se con- 
templan en el artículo 119 que estamos exa- 
minando en su actual ~redamión nos parece 
absolutamente, como he dicho antes, impro- 
pio, improcedente e incluso con términos no 
de todo punto aceptable para las propias ca- 
rreras judiciales. Es decir, el querer comparar 
como causa de imposibilidad la de simulta- 
near el ejercicio de la función judicial y car- 
gos públicos, por ejemplo, con la mera per- 
tenencia a partidos políticos o a sindicatos, 
nos parece que, evidentemente, no tiene co- 
rrelación con las corrientes más modernas que 
se están introduciendo en este sentido en el 
Derecho judicial europeo. 

Por otra parte, por si ello fuera poco, por 
si ello no fuera suficientemente limitativo, se 
introduce, además, esta prohibición expresa 
a integrarse en asociaciones profesionales 
como si tal solución no tuviera que descar- 
tarse constitucionalmente, como incluso una 
posible solución de transacción o de recambio 
respecto a esta prohibición que se establece 
del derecho de sindicacióni. 

Si al lado de ello se contempla que esta 
pertenencia a los partidos políticos va a ge- 
nerar, muy posiblemente, muchos más pro- 
blemas que los que el texto de la Ponencia 
pretendía evitar, llegamos a la conclusión de 
la improcedencia de la norma. 

NIO 4s necesario caer, yo creo al menos, en 
el ejemplo práctico que nos podría ilustrar 
a este ,respecto; es decir, veríamos muy cla- 
ramente cómo la prohibición constitucional 
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de pertenecer a partidos políticos podrá tra- 
ducirse en situaciones tan extrañas, por ejem- 
plo, como la de que un Magistrado no podrá 
ser del partido socialista o del comunista, 
pero podrá ser socialista o comunista, con lo 
cual, evidentemente, con este matiz se em- 
pezará a saber dónde está la organicidad de 
la pertenencia y dónde empieza la viacula- 
ción de la adscripción filosófica. Es decir, no 
parece que sea de todo punto Conveniente, y 
estoy utilizando expresiones más ponderadas 
al efecto de abrir vías transaccionales en este 
punto. 

Por lo tanto, la enmienda combinada que 
presenta este Grupo Parlamentario quiere de- 
cir que no podrán desempeñar cargos pú- 
blicos ni actuar públicamente como miembros 
de un partido político. Creemos que esto es lo 
que debe preocupar a la independencia del 
poder judicial y no la pertenencia a un par- 
tido político. Se trataría, además, de añadir 
un reconocimiento expreso para estos miem- 
bros del poder judicial en orden a formar, a 
crear y participar en asociaciones y sindi- 
catos profesionales, y quiero adelantar por si 
ello pudiera ser objeto de transacción, que 
podría ser suficiente hablar de asociaciones 
profesionales. 

Este es el sentido de nuestras enmiendas 
números 168 y 169 ,respecto de las cuales, y 
después de las otsras intervenciones que pue- 
dan producirse, 'nos reservamos desde ahora 
el derecho de poder presentar alguna enmien- 
da «in voten que pudiera acercar las posicio- 
nes que están en el debate. 

El señor PRESIDENTE : 'Muchas gracias, 
señor Roca. Tiene la palabra el señor Caste- 
.llano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIA- 
GUET: Con la venia, señor 'Presidente, y en 
ia misma línea de conjugación del voto par- 
ticular mantenido por este Grupo Parlamen- 
tario con respecto al párrafo 1 del artículo 
119 y la posterior enmienda presentada por 
el mismo sobre la posible adición de un ter- 
cer apartado que se refiere específicamente al 
derecho de asociación sindical de Jueces y 
Magistrados, auwemos hacer nuestras todas 
las argumentaciones ya expuestas por el se- 
ñor Roca. 

Nosotros mantenemos con $respecto al pri- 
mero de estos apartados una redacción COQ- 

cretada en los siguientes términos: «Los Jue- 
ces, Magistrados y Fiscales, mientras se ha- 
llen en serviqio activo, mo pueden ejercer nin- 
guna función pública o actividad profesional 
o mercentil ni desempeñar cargos dilrectivos 
en partido político» -y asumimos también la 
sugerencia del señor Roca- «ni actuar en 
actos públicos como miembros de éstos». 

Es evidente que tiene que ser compartida 
por todos los miembros de esta Comisión la 
búsqueda de la mayor independencia judicial, 
pero no podemos jamás confundir la indepen- 
dencia de la función judicial con la apolitici- 
dad de las personas, que sería absolutamente 
ilusorio tratar de convertir en un mero for- 
mulismo. Es más, la redacción que se da al 
artículo 119, so pretexto de buscar la pro- 
tección y la confianza en todos y cada uno 
de los ciudadanos llamados a la alta función 
de administrar justicia, siembra la más ab- 
soluta de las suspicacias, dejando por sentado 
que la pertenencia a un partido político y la 
asuncib  de un ideario va a llevar inequí- 
vocamente a una posible parcialidad, lo que 
este Grupo tiene que rechazar categbrica- 
mente. Y lo rechaza categóricamente no sólo 
ahora, sino que lo ha rechazado a lo largo de 
mucho tiempo no ocultándosele a muchos de 
estos comisionados la clarísima pertenencia 
de miembros de la carrera judicial y fiscal 
a organizaciones afortunadamente fenecidas 
como la Secretafría General del Movimiento, 
habiendo jurado sus principios. 

No hemos combatido jamás el ideario de 
los miembros de la carrera, hemos combatido, 
por la vía legal, sus resoluciones con recursos 
y con todos los medios que la ley ponía a 
nuestro alcance, porque el control de la in- 
dependencia judicial no viene jamás ni por la 
represión ideológica ni por la discriminacib 
política, sino que tiene que venir por el uso 
de los recursos que las leyes establecen en 
una sentencia motivada que se publica y cmo-  
ce por ,todos los ciudadanos. Sentar el prin- 
cipio de im-pedir pertenecer a un partido po- 
lítico es llevar a los miembros de la carrera 
fiscal y judicial a uma discriminación incom- 
patible categ6ricamente con lo aprobado ya 
en los artículos 13 y 15 de esta propia Cons- 
titución que incluso prohíben cualquier in- 
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vestigación sobre la ideología o creencia de 
cualquier ciudadano y se daría la paradoja 
de que para pertenecer a esas carreras tu- 
vieran que hacer, valga la expresión, una 
declaración falsa en cuanto a sus conviccio- 
nes o una apostasía de aquello que llevan en 
lo más profundo de su ser. 

Diría más, se incurre en un formulismo que 
puede hacer el que esta Constitución, aparte 
de paradójica en este tema, se la trate de 
ingenua, porque, como decía el propio se- 
ñor Roca, a nadie se le va a prolhibimr ser 
miembro de un ideario, conservador o progre- 
sista; lo único que se hace es querer favo- 
recer una determinada ((clandestinitisn con 
posibles adscripciones secretas a grupos po- 
líticos cuando precisamente la pertenencia a 
un partido político, de forma notoria y clara, 
siempre que lno se ocupe en cargos direc- 
tivos ni se actúe públicamente, es un meca- 
nismo más de control de la propia función 
de todos y cada uno de los ciudadanos que se 
tiene que ver todos los días categóricamente 
restringida en muchas de sus actitudes que 
van a juzgar las ideologías. 

Los socialistas sabemos 'posiblemente las 
tentaciones que a veces podemos tener y 
aquello que no podemos hacer por no  poner 
jamás en peligro la imagen del partido y de 
una idea, y estamos absolutamen,te conven- 
cidos de que esto tiene que ser compartido 
por todos los idearios. Precisamente el no 
obligar a estas ocultaciones es un mecanismo 
más de contlrol, de cuál es el grado de res- 
ponsabilidad que todos y cada uno de los 
ciudadanos tiene que tener, aparte de que 
si, además, llevamos el criterio de la indepen- 
dencia de la funcibn al criterio de )la apo- 
liticidad, ¿por qué no pedimos en esta Cons- 
titución que se prohiba la pertenencia a par- 
tidos políticos a los Delegados de Hacienda? 
¿Por qué no pedimos que se prohiba la 'per- 
tenencia a partidos políticos a otros funcio- 
narios que no son miembros del ejecutivo 
en vía electoral y que pertenecen a la Admi- 
nistración y sobre ellos no ha de 'recaer la 
sospecha de si pertenecen a un partido po- 
lítico eso no va a operar en una liquidación 
de derechos reales o un inspector del timbre 
tratar de acabar con sus discrepantes po- 
líticas por la vía de una de estas causas? 

Hay que tener un poco de seriedad y saber 

que la función que ymplimos públicamente 
es compatible con la pertenencia a un partido 
político perfectamente desarrollable y no po- 
demos hacer caer la tacha y la sospecha sobre 
ninguno de estos hombres que están llamados 
a esta intervención. 

Diría que se ha producido un movimiento 
pendular: desde obligar a jurar los Principios 
Fundamentales del Movimiento a que ahora 
se quiera caer en la ilusión de que nadie pue- 
de pertienecer a ningún partido político, creo 
que hay el término medio. Respetar al hom- 
bre como hombre, respetar su libertad de 
creencia y controlar el ejercicio de SUS fun- 
ciones públicas judiciales, gubernativas o de 
todo tipo por el único control que tiene que 
existir, que es la ley, máxime en un sistema 
judicial como el nuestro, en que nuestros 
Jueces no juzgan likemente en conciencia, 
no juzgan libremmte en equidad, juzgan en 
justicia can parámetros codificados que per- 
miten saber cuáindo se ha podido cometer 
cualquier falta y puede ser recurrible y com- 
patible por la vía del ejercicio de la ley. 

Es evidente que no podemos prohibir a 
ningún miembro de la carrera judicial el per- 
tenecer a un partido político. Llama, además, 
poderosamente la atención el que la Ponen- 
cia, al tratar de establecer limitaciones, nos 
habla de cargos públicos, nos quiera hablar, 
con una lógica que no compartimos, de par- 
tidos políticos y orgalnizaciones sindicales y, 
sin embargo, no hace la menor jreferencia a 
actividades profesionales o mercantiles en 
las que los intereses económicos nos podrían 
hacer caer en esa sospecha que jamás ha 
estado en el ánimo de este Grupo, aun cuan- 
do podría adornar estos pobres argumentos 
de muy cuantiosas anécdotas, porque han 
venido reflejadas en muchas páginas de la 
prensa. Queríamos seriamente, por defender 
la independencia de la carrera judicial, de- 
fender también el derecho de aquellos que 
escogen la carrera con todas sus responsabi- 
lidades, que no tengan que andar con nin- 
guna clase de ocultismos y puedan perfecta- 
mente cohonestar lo que es su actual lilrer- 
tad de creencia con lo que es la f u n c i h  al 
servicio de la sociedad. 

Creemos, además, en la línea de ese De- 
recho comparado de que ha hablado el señor 
Roca, que no se puede prohibir a ningún 
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miembro de la carrera judicial o fiscal el que 
trate de fomentar y llevar adelante sus pro- 
pias asociaciones en defensa de intereses pro- 
fesionales e, incluso, sus propios sindicatos 
porque esto está hoy en la Midaid' y si se 
ha dicho tantas veces que hay que elevar a 
categoría de normal en la ley lo que es nor- 
mal en la calle, sería una autén$tica regresibn 
el que hoy ocultáramos lo que está pasando 
y tratáramos de pronto de inducir a nadie 
a no se sabe qué apostasías políticas para 
poder seguir permaneciendo en los diferentes 
puestos. 

La suspicacia que otros Grupos tienen hacia 
la magistratura, con mucho menor motivo 
porque a lo mejor les queda alguna complici- 
dad, no la comparte este Grupo Parlamen- 
trio que defiende la independencia de los 
Jueces hasta el extremo de tener una fe ab- 
soluta en que, fuese cual fuere su ideario, 
se van a sujetar a la interpretacidn de las 
leyes y al control en manm de tados 110s ciu- 
dadanos mediante las correspondientes ac- 
tuaciones judiciales. 

Por eso, pedimos coherencia y sensatez 
en este tema, que no haya ingenuidades ni 
puros formulismos y que reflejemos en este 
articulado unas realidades que son progre- 
sivas para el país y pedimos el apoyo de 
los Grupos Parlamentarios, aunque ~610 sea 
en aras de una seria filosofía y considera- 
ción de lo que es la magistratura y la fisca- 
lía en nuestro país. Nada más y muchas 
gracias. 

El señor iPRESI8DENTE: Tiene la palabra 
el señor Gil-Albert. 

El señor GIL-NBERT VESLARDE: En el 
sentir de nuestro Grupo Parlamentario hay 
muy serios reparos que oponer a 'las enmien- 
das formuladas y defendidas por los Grupos 
Parlamentarios Minoría Catalana y Socialis- 
ta del Congreso, que justificarán plenamente 
nuestra total divergencia de voto. 

Consideramos que se trata de resolver, de 
una forma excesivamente simplista, un pro- 
blema de la mayor importancia, un problema 
de trascendencia superlativa : la convenien- 
cia o no de la adscripción política o de 
sindicación de los Jueces y Magistrados. 

Nos urge anticipar, y queremos que esto 

quede perfekhente  claro, que no está em du- 
da la connpatibiiidad, la posibilidad de d h c i -  
dir la afliaci6n política con !a integridad pro- 
fesbd, y tampoco dudamos -no es ésta la 
cuestión- de la honorabilidad de actuación 
de los partidos políticos. 

No se trata del Juez. Se trata de los jus- 
ticiables. Tan importante cuestión entedemos 
que seriamente no puede plantearse, resal- 
tando de manera indebida que supone una re- 
ducción de los derechos políticos de deter- 
minados e ilustres ciudadanos. Es claro que 
los 'Magistrados y Jueces tienen impuestas 
otras limitaciones de mayor efectividad, como 
la de ejercer el comercio, y parece normal 
e incluso está aceptado de buen grado. 

El problema, donde realmente se suscita, 
es por el prestigio y la naturaleza de su 
funcibn, por lo que tiene de singular y de 
relevante proyeccibn social, por el efecto psi- 
cológico que puede producir, y que de hecho 
produce, el saber de antemano que quien tie- 
ne que juzgar partici,pa y comparte pública- 
mente unos postulados políticos determina- 
dos. Es decir, se trata de un cometido tras- 
cendente que requiere primordialmente ecua- 
nimidad e independencia. Y este concepto tie- 
ne más de proyecci6n exterior que de pro- 
yeccidn interna. 

lGan este planbeiaúniento d&mos m v e n i r  
que no resulta vinculante, como aquí se ha 
dicho, que no prejuzga el tema las declara- 
ciones constitucionales de los artículos 13, 
15 y 27. Esta última lo que hace es traducir 
una declaTaci6n fundamental de la O.I.T. 
Por una parte, tal declaración consigna un 
tratamiento excepcional para estos supuestos. 
Incluso, por otro lado, habrá que revisar 
técnicamente esta calificación política de fun- 
cionario. 

El funcionario no tiene la misma delimi- 
tación frente al Derecho Penal, frente al De- 
recho Administrativo y en su carácter po- 
lítico. Si en esa división de los poderes he- 
mos empezado por separar el Poder judicial 
de la función ejecutiva, y debemos entender, 
a los efectos políticos, como funcionario el 
servidor de la Administración míblica, es 
claro que los Jueces y Magistrados no pue- 
den tener, y no tienen esta conceptuación. 

Tenemos que ser consecuentes. De a l g h  
modo estamos reconociendo la necesidad de 
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este tratamiento. Tenemos, de hecho, ante- 
riormente asumida la necesidad de reconocer 
esa independencia a todos los efectos externos 
en los Jueces y Magistrados. Recientemente, 
en esta misma Cámara, hemos aprobado las 
disposiciones pertinentes para suprimir la si- 
tuación de excedencia especial que facilitaba 
y permiltía la acción política de los Jueces y 
Magistrados. Por otro lado, no puede hacerse 
referencia a casos particulares ni volver la 
mirada atrás. 

La Constitución la debemos hacer mirando 
hacia adelante. El problema es lo suficien- 
temente importante como para que recalque- 
mos esa indieipeadencia. En defbitiva, pienso 
que el problema, de una manera acertada, 
sólo puede resolverse partiendo de una con- 
cepción certera de la función del Juez. 

Si la Magistratura no es órgano político, 
si la Magistratura es estrictamente órgano de 
Derecho que tiene por función determinar los 
derechos subjetivos individuales o colectivos 
frente a los deberes jurídicos de manera téc- 
nica y racional ; si está difrectamente ligada al 
Derecho, sin pasar por organizacióri alguna, 
pues el Juez no está organizado y no es un 
órgano de ninguna organización transpersonal 
que lo trascienda, porque sólo es y debe ser 
un órgano de #Derecho; si la organización 
pública nombra y sostiene al Juez, permite 
su funcionamiento material, apoya sus de- 
cisiones, pero en ningún modo la interioriza ; 
si de esta manera entendido, el Derecho está 
constituido por modos y criterios de pensar, 
que van más allá de la pura legalidad y de 
los m e r a  y ocasimales criterios poilftims de 
la que aquélla procede, si, en definitiva, el 
Juez tiene que ser un órgano al servicio del 
Derecho y no un simple miembro del Poder 
político organizado, para que de esta ma- 
nera suceda es rotundamente necesario que 
sea independiente de toda vinculación po- 
lítica y que se autogobierne por sí mismo. 

En conclusión, la adscripción política de los 
Jueces, tenemos que confesarlo y admitirlo, 
produce recelo, quiérase o no, provoca en 
muchos casos una reacción de desconfianza, 
y entiendo, al concluir, que merece la pena, 
que nos importa mucho evitar ese recelo y 
esa desconfianza. Nada más, señor Presidente, 
muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias se- 
ñor Gil-Albert. Tiene la palabra el señor Solé 
Barberá. 

El señor SOLE BARBERA: Para defender 
las dos enmiendas que tengo presentadas a 
este artículo y que voy a unificar. Una, se 
refiere a los derechos políticos de los com- 
ponentes del Cuerpo judicial, y la otra, a 
los derechos sindicales. 

Despues de oír las brillantes afirmaciones 
del señor Roca Junyent y de don Pablo Cas- 
tellano, voy a resumir mi punto de vista con 
una extremada brevedad, lamentando en esta 
ocasión no poder coincidir con el gran Pre- 
sidente de la Comisión de Justicia del Con- 
greso, con el cual casi siempre he estado 
plenamente de acuerdo. 

Parece evidente que en una Constitución, 
en la que establecemos con la debida rotun- 
didad y con la debida profundidad aquellos 
derechos que corresponden a todos los ciu- 
dadanos, establecer aquí una distinción, es- 
talblecer aquí una divisibn entre ciudadanos 
de una órbita y ciudadanos de la otra, nos 
parece absolutamente inaceptable. 
Yo diría que la única consideración válida 

que se ha venido haciendo aquí es intentar 
dotar al ejercicio de la acción judicial y noso- 
tros diríamos, en este caso, que de todas 
formas el poder judicial va ligado a la ad- 
ministración de justicia, es decir, coincidiendo 
dentro de ellos los Fiscales y los hombres de 
los Secretarios de los Juzgados y Tribuna- 
les, y que la exigencia de una pulcritud dis- 
tinta a aquella que se exige a los demás fun- 
cionarios resulta casi insultante para los hom- 
bres del (Cuerpo judicial, creo que para todos 
los hombres de la Administración de justicia. 

No podemos admitir que dentro de la Cms- 
titución haya cualquier forma de limitación 
de derechos, ni en el terreno del ejercicio de 
los derechos 'políticos, ni en los derechos de 
pensamiento, ni en los derechos de tipo doc- 
trinal, ni en los derechos de carácter sindi- 
cal, debiendo señalar en este sentido que 
cuando vuestras señorías discutisteis el ar- 
tículo 27 de la Constitución, cuando hablas- 
teis de los derechos sindicales, se estableció 
únicamente la posibilidad de una limitación 
en el ejercicio de los derechos de vincula- 
ción sindical para los hombres pertenecientes 
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u las Fuerzas o Cuerpos Armados. En aquel 
momento no se hizo referencia alguna a nin- 
gún tipo de funcionarios, ni se hizo referencia 
a ningún otro tipo de ciudadanos que pu- 
dieran ver limitado el ejercicio de sus dere- 
chos comprendidos dentro de la Declaración 
de los Derechos Humanos y debidamente re- 
cogidos demtro de nuestra Constitución. 
Nos parece con todo ello, señoras y seño- 

res Diputados, que debemos en esmte momen- 
to tomar una decisión, dentro de la cual 
yo creo que daremos ante el país la necesaria 
y debida idea de que estamos elaborando 
una Constitución que, efectivamente, es una 
Constitución que pretendemos que no sola- 
mente sea para todos, sino que pretendemos 
que tenga una vigencia larga y que tenga 
una vigencia próspera. Cualquier limitacih 
en la 6rbita de los derechos humanos nos pa- 
rece a nosotros una limitación absolutamente 
inaceptable. 

Además, hay otro concepto que quisiera so- 
meter a vuestra coaisideraci6n, ante la h- 
posibilidad real, matemática, manifestada hr 
el señor Roca y recogida, también, por don 
Pablo Castellano, en el sentido de que nadie 
podrá evitar la adscripción ideológica de los 
miembros de la Administracibn judicial a un 
tipo de pensamiento lpolítico e, incluso, su 
adscripción a un partido político. 

En este momento estamos empujando hacia 
situaciones de clandestinidad a aquellos hom- 
bres que consideren que están en su derecho 
-y yo diría que en su deber- a la militancia 
en un partido político, a la militancia en un 
grupo político, a la adscripcidn a unas orga- 
nizaciones sindicales. Por tanto, esto sería 
contraproducente. Es preferible enfrentamos 
(no quiero insistir en esta palabra, sino, re- 
flejarla en el sentido estrictamente político) 
con un hombre que milite en un partido po- 
lítico distinto en nuestra ideología, distinto en 
nuestra concepción de la sociedad y de la vida 
social, sabiendo que milita en un sector deter- 
minado, que tener que pensar que este hom- 
bre puede haberse visto obligado, mediatizado 
-por nuestra decisión hoy aquí- a militar 
clandestinamente dentro de una organización 
política. 

Pero hay más. Puedo afirmar -y lo hago 
en éste momento sin temor alguno, pensando 
en mis compañeros del Partido Socialista 

Obrero Español, en el Partido Socialista de 
Cataluiía y en el mío, pero puedo hacerlo 
perfectamente accesible a los demás partidos 
políticos que están aquí- que la exigenda de 
nuestros partidos políticos o nuestros mili- 
tantes es una exigencia de sobriedad, una 
exigencia de seriedad, una exigencia de hon- 
radez, una exigencia, sobre todo, de conver- 
tir la militancia, no en un hecho de presun- 
ción ni de futuro en cualquier sentido dete- 
riorante de la palabra. Entonces, evitar que 
estos hombres estén dentro de nuestras or- 
ganizaciones seria hacerle, en ddinitiva, un 
flaco favor al país. 

Respetemos, pues, la decisión que en su 
día, en su momento, puedan tomar los hom- 
bres que están en la Administración y ten- 
gamos la plena seguridad de que su militan- 
cia, dentro de una organización política, au- 
mentará, si cabe, la necesaria pulcritud y la 
necesaria decisión en el momento de ejercer 
sus funciones. 

El señor ,PRlESIDENTE : Muchas gracias, 
señor Solé Barberá. Tiene la palabra el se- 
ñor Bolea, de Unión de Centro Democrático. 

El señor BOLEA FORADADA: Para ra- 
tificar la postura mantenida por mi com- 
pañero el señor Gil-Albert en su brillante 
intervención. 

Creemos que todo Estado que se configure 
como auténtico Estado de Derecho debe ga- 
rantizar constitucionalmente la independencia 
del poder judicial. Los jueces y tribunales, 
como garantía de los derechos individuales y 
del propio interés público, no deben tener más 
misión que la sumisión a la ley y al orde- 
namiento jurídico. Sólo en la medida en que 
esta independencia se produzca, tanto de for- 
ma real como aparente, los juzgados y tri- 
bunales estarán en condiciones de aplicar la 
ley c m  libertad y objetividad, y sus resolu- 
ciones encontrarán el respeto y el acatamien- 
to de una sociedad pluriforme que les con- 
fía la defensa de la legalidad en todas las 
áreas de complejo campo de Eas mlaichaws 
jurídicas. Esta indepmdencia es precisa en 
forma inmanente y primordial respecto al 
poder ejecutivo, configurado y conformado en 
continuos movimientos por el variable factor 
político. 



CONGRESO 
- 3133 - 

8 DE JUNIO DE 1978.-NÚM. 84 

La independencia de los poderes judicial y 
ejecutivo, del que forma parte el Gobierno, 
debe ser recíproca. Ni una ni otro se deben 
inmiscuir en el peculiar ejercicio de sus €un- 
ciones; sin perjuicio de la potestad de la ju- 
risdicción contencioso-administrativa de. con- 
trolar la legalidad del actuar de la Adminis- 
tnación. 

En las intervenciones que me han precedi- 
di defendiendo las enmiendas he visto una 
clara incongruencia. Se está estableciendo una 
clara limit;uCión, $esde ese punto de vista, a 
los Jueces y Magistrados. Se les está prohi- 
biendo, desde el punto de vista de las en- 
miendas, que tengan cargos en los partidos 
políticas y que actúen púbiicarnmkl. Fsto es, 
ni más ni menos, que una clara limitación; 
limitación total o parcial pero, en definitiva, 
limitación. En consecuencia, a los Jueces y 
los Magistmdos, desde el punto de vista de 
las enmiendas, repito, no se les trata igual 
que a lus demás ciudadanos. 'Por tanto, no 
se hable de limitaciones más amplias cuando, 
desde el punto de vista de las enmiendas, se 
está claramente estableciendo una limitación 
mpecto a los componentes deii poder jucliciab. 

Me permitiría leer un artículo, el 10 de la 
Ordenanza francesa de 22 de diciembre de 
1958, que creo que es claramente significa- 
tiva. (En ella se dice literalmente lo siguiente. 
Traduzco: «Toda deliberación política está 
prohibida al Cuerpo judicial. Toda manifesta- 
ción de hostilidad al principio o a la forma de 
Gobierno de la República queda prohibida a 
l a  Magistrados, al igual que toda manifesta- 
ción de naturaleza política incompatible con 
la reseirva que imponen sus funciones». 

Quiero tambien recordar que esta interpre- 
tacibUi ha siido ratificada por el Consejo de 
Estado francés. La resolución de 17 de octu- 
bre de 1962, referente a la ,desaparición de 
Ben Barka, recuerda la prohibición a lcs Ma- 
gistmdos de toda manifestacibn de carácter 
político incompatible con la reserva que im- 
pone sus funciones, obligación de reserva que 
debe entenderse de manera rígida. 

(Creo que es tambien oportuno recordar el 
artículo 7." de la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial, de 15 de septiembre de 1870, que ha 
eMeh vigente hasta este momento. En el ar- 
tículo 7." se dice que los Jueces, Magistrados 
y Tribunales no ptxbán, entre otras cosas, di- 

rigir al Poder ejecutivo, a funcionarios públi- 
cos o a Corporaciones oficiales, felicitacio- 
nes o censuras por sus actos. Se les prohibe 
t o m  parte en las elecciones populares del 
territorio en que ejercen sus funciones, sin 
petrjuicio de emitir su voto personal, y se les 
prohibe, finalmente, mezclarse en reuniones, 
rrisinif&acim.s u &as actos de carhter PO- 
lítico, aunque sean permitidos a los demás 
españoles. 

Con respecto a este artículo de la Ley Or- 
gánica del *Poder Judicial, cabría recordar 
tambih, como lo ha hecho el señor Gil-A1- 
bert, que muy recientemente se ha aprobado 
una Ley por este Parlamento en la que se ha 
modificado de una forma clara cómo la exce- 
diancia -pedal que antes tenían los Juieices y 
Magistrados que ocupaban cargos políticos ha 
deaparecido para que de forma racional y 
16gica, como debe de ser, pasen quienes quie- 
ren actuar de forma política a la situación de 
excedencia voluntaria. 

Quiero recordar tambien, entre las causas 
de incompatibilidad lógicas a todo miembra 
de la camera judicial o de la carrera fiscal, la 
de que Se presenten a las elecciones legisla- 
tisvas o de carácter provincial o municipal. 

En cuanto a las mzones políticas, el señor 
GildAlbert las ha explicado perfectamente, pe- 
ro quisiera terminar poniendo un ejemplo muy 
gráfico: al poder judicial, y concretamente a 
la jurisdicción contenciosoadministrativa, se 
le m a r g a  el controlar la legalidad de lías 
elecciones legislativas, de las elecciones mu- 
nicipales y de las elecciones a Diputados pro- 
vinciales. Y yo pregunto: Si ante la impug- 
nación de una elección de un Diputado prvl 
vincial, de un alcalde o de un concejal que se 
ha presentado por un partido político va a 
ser conholada la legalidad de este acto por 
la jurisdicción contencioso-administrativa y 
los miembros que van a resolver a t a  cues- 
tión pertenecen a un partido concreto, aún 
cuando fallen, que lo harán, y estoy seguro 
que con absoluta moralidad y legalidad, 
¿creéis sinceramente que con el calor con que 
las elecciones se desarrollan no va a haber 
un fondo de convicción de que quizá estos 
Jueces o Magistrados tengan predeterminado, 
o quizá tengan la convicción ,de que no sean 
fieles a la legalidad y sí fieles a los partidos 
políticos? 
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El señor PR.ESiDENTE: El Grupo Parla- 
mentario Mixto tenía solicitada la palabra. 

El seiior FU'EJO LAGO: El Grupo PaTla- 
mentario ,Mixto mantiene la enmienda núme- 
ro 554, y desea que se vote en la línea argu- 
mentada por los señores Ama, Castellano y 
Solé Barberá para poderla defender en el 
Pleno. 

El señor PRESI~DENTE Tiene la palabra el 
señor Castellano. Teniendo en cuenta que el 
señor Solé ha defendido una enmienda y le 
ha contestado UOD, S. S. va a consumir un 
segundo turno a favor de la misma. 

El Señor CASTE~JLANO CAFbDArLLIA- 
GUET: 6i le parece al señor Residence, po- 
demos cdnsidt?ra.r m? intervención coma un 
segundo turno a favor de nuestros propios 
votos particulares y enmiendas, sobre las que 
no se  ha consumado más que un turno. 

'El señor PRESIDENTE: Conforme. 

iEl señor CASTEULANO CARDAiLLIA- 
GUET Pana no dejar incontestadas dlgunas 
afirmaciones, quiero dejar claro, eti primer 
lugar, que la pertenencia a un- partido p l í -  
tic0 no supone ninguna clase de sumisión que 
en un momento determinado vaya a prevale- 
cer sobre la función pública. De admitirse 
este criterio, también resulbaría absolutamen- 
te ilógico que la propia Constitución hablase 
de que los Diputados no tendrán nunca man- 
dato imperativo, cuando todos los Diputados 
pertenecen a partidos politioos. 
&En segundo lugar, considero que no hay in- 

congruencia alguna en defender el deredio 
de pertenencia a cualquier partido político. 
Para evitar todo tipo de recelo, podría ser 
conveniente que no se actuase ptiblicamente 
en el ejercicio político, en la misma lhea que 
se sigue en cuanto a que no tengan cargos 
públicos. tPero es muy distinto limitar el ejer- 
cicio en un aspecto de reflejo a limitarlo en 
la sustancialidad con Rspecto a la conciencia 
de todos y cada uno de los ciudadanos. 

De todas  formas, este Grupo no tiene in- 
conveniente en que literalmente se incorpore 
a la Constitución esta declaracih de la Ma- 
gistratura tnancesa, de la que se nos ha dado 

lectura, soibre el no pronunciamiento acerca 
de las cuestiones coyunturales de la política, 
pero tiene que manifestar su sorpresa de que 
se cite la {Ley Orgánica del Poder Judicial que 
prohibe a Jueces y Magistrados comparecer 
públicamente, cuando todavía está en Su áni- 
mo el recuerdo de la presencia masiva de Ma- 
gistrados del Tribunal Supremo y de las Au- 
diencias en las elecciones de los Colegios Pro- 
fSionales y Colegios de Abogados votando 
generalmente a favor de determinadas candi- 
daturas. Nos hubiera gustado ver la defensa 
de esa Ley Orgánica cuando se produjeron 
estos hechos. 

Creemos, señores comisionados, que el 
asunto se ha desviado hacia el más puro Por- 
mulismo y éste puede parecer que resuelve 
el problema, pero hay que ir a la esencia del 
mismo. Con prohibir la pertenencia a los par- 
tidas políticos no se va a impedir, bajo nin- 
gún concepto, la actividad ideológica respecto 
a los partidos políticos. En todo oaso, no es 
suficiente el argumento relativo a tratar de 
aparentar frente a la opinión pública la inde- 
pendencia si no existe la garantía suficiente 
sobre la misma. 

En cuanto a la posterior argumentación de 
que la función controladora de los procesos 
electorales por la posible pertenencia a un 
partido político puede llevar aparejada la sos- 
peha  y la existencia por parte de electores 
y elegible, existe ya un impedimento en 
nuestra 1 9 ,  la recusacidn de jueces y fiscales, 
que es combatir esas resoluciones cuando se 
vea que constituyen una authtica prevarica- 
ción o delito. Por tanto, no hay por qué po- 
ner en la Constitución lo que ya tenemos pre- 
visto y cautelado en las leyes generales y 
que en el desarrollo de la Constitución se va 
a seguir manteniendo. 

El eflor PRESIDENTE: Para un Segundo 
turno en contra, tiene la pahbra el señor 
Bolea. 

El señor BOLEA FORADADA: Quiero re- 
cordar con toda brevedad que, cuando a los 
Jueces y (Magistrados se les pretende limitar 
su actuaciún respecto a un partido político, 
se les está coartando y, aunque pueda haber 
razones farmaiistas, en e# mkpo fmpdis- 
mo incurm esta limitación. Porque lo que 
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pretendemos con la misma es que el pueblo 
no tenga un conocimiento directo de la ac- 
tuación pública de Jueces y {Magistrados, lo 
cual en el fondo y abundando en el forma- 
lismo, llega a la misma conclusión. 

Quiero recordar también que la Ley de 
11870 es de 1870. Estuvo vigente y lo ha esta- 
do lhasta este momento oon muy variados Go- 
biernos. 

Finalmente, quiero recordar, respecto al 
ejemplo que ihe expuesto de revisión de las 
elecciones por parte de los órganos judicia- 
les, que yo he afirmado que los Jueces y Ma- 
gistrados fdlan y Ifalllarán siempre en con- 
ciencia y con arreglo a la ley. 'Pero no es ese 
mi temor, ,el temor de todos nosotros, iccluso 
de los que quieren la limitación de que no 
actúen públicamente los Jueces y Magistra- 
dos; es que el pueblo que espera justicia con- 
fíe en quien se la va a dar y, por tanto, en 
eso no hay delito ni código que lo sancione. 
Es un temor del pueblo, que es a l  que en este 
momento tratamos de proteger. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Bolea. 

Hasta este momento se (han defendido las 
enmiendas 691, del sefior Mpez Rodó, 168 y 
169, el voto particular de la Minoría Catalana, 
señor Roca, el voto particular del Grupo CO- 
cialista y la enmienda 695 del señor SO# 
Barberá. LEn este trance, se presenta un0 nue- 
va enmienda «in vwe» que anuncia el señor 
Roca, de  la Minoría Catalana, como subsi- 
diaria en caso de que no pmsperasen las an- 
teriores. 

Si los enmendantes y Grupos Parlamenta- 
rios lo estimaran oportuno, todas las enmien- 
das y votos particulares que estén en una mis- 
ma línea podiían ser &jeto de votacih con- 
junta, sin perjuicio de la reserva individuali- 
zada del ejercicio de los derechos ulteriores 
en el siguiente trámite parlamentario. ( A s a -  
t(miento.-El señor Sdé Tura pide la pala- 
bra.) 

Contando con esta conformidad, le cúnce- 
demos la palabra al señor Salé Tura. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, 
una mera cuestión de orden, y es que en la 
enumeración de los votos particulares y en- 

miendas que se han defendido quiero que 
conste también que había un voto particular 
mío, que deseo asimismo se acumule a efec- 
tos de lo que pueda ocurrir de cara al Pleno. 

El señor RRESlIDENTE: Error que corrige 
la Presidencia, agregando también el del Gru- 
po Mixto que había olvidado en su relación. 

El señor Roca tiene la palabra. 

El señor ROCA JUtNYENT: Señor Presi- 
dente, la enmienda «in voce» que he formula- 
do no es de las que se defienden con satisfac- 
ción, porque es de carácter transaccional, y 
las enmiendas transaccionales es evidente que 
no suponen plena satisfacción. 

De todas maneras, quisiera, antes de defen- 
der esta enmienda, llamar la atención de los 
que se han pronunciado, diríamos, en contra 
de las que hemos estado sosteniendo hasta 
ahora en una línea contraria a'l texto de la 
Wnencia. Concretamente, con la enmienda y 
voto particular que hemos formulado no pre- 
tendfamos nada más ni nada menos que lo que 
se ha invocado, por ejemplo, en el tema de  la 
legislación francesa sobre este particular, 
cuando se dice que no podrán realizar ningu- 
na manifestación, que no podrán participar 
en ninguna manifestación de naturaleza polí- 
tica, que es precisamente actuar públicamente 
en Partidos políticos. E igualmente, cuando se 
trata de lo que la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, de 1870, seííala sobre que no podrán 
participar en elecciones -esto ya está cons- 
titucionalizado en el artículo 65-, y cuando 
dice que no podrán actuar en reuniones, esto 
es, actuar públicamente en nombre de una 
afiliación política, que es lo que yo precisa- 
samente 'quería evitar. 

Me parece que es un tema ya debatido, 
señor #Presidente. No obstante, llamamos la 
atención sobre el énfasis que se pone en la 
convicción sobre la dirsciplina de los Grupos 
polfticos, cuando realmente incluso esta pro- 
pia Cámara es testigo de que la discipliiia, en 
muchas ocasiones, ni siquiera en los Gmpos 
parlamentarios funciona. #Por tanto, creo que 
es enfatizarla demasiado. 

Ahora bien, la enmienda transacciondl que 
formulo pretende que, como mínimo, no se 
prohibiera a Magistrados, Jueces y Fiscales 
la posibilidad de integrar, crear y fonmar aso- 
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ciaciunes profesionales. Por lo tanto, se tra- 
taría de sustituir el último inciso, que dice: 

«. . , ni integrarse en asociaciones profesio- 
nales)) por la siguiente expresión: ({La ley es- 
tablecerá el sistema y modalidades de asocia- 
ción profesional de los Jueces, Magistrados y 
Fiscales». Con ello, este apartado 1 quedaría 
de la siguiente manera, siempre en el supuesto 
de que no prosperasen las enmiendas que 
otros Grupos, y el nuestro, han presentado 
sobre este particular: «Los Jueces y Magis- 
trados, así como los Fiscales, mientras se ha- 
llen en activo, no podrán desempeñar cargos 
públicos ni pertenecer a Partidos políticos o 
a sindicatos. La ley establecerá el sistema y 
modalidades de asociación profesional de los 
Jueces, #Magistrados y Fiscales)). 
Y nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIlDENTE: Muchas gracias, 
señor Roca. ¿Hay solicitudes de palabra? 
(PQUSCS.) Señor RRoai, & emtnknda ccin VOCRD> 
es exactamente la que obra en poder de la 
mesa? (El señor Raca Junyant mienta) Bien ; 
las enmiendas 168, 169, voto particular de 
Minoría Catalana, voto particular del Grupo 
Socialista, voto particular del señor Soté Tu- 
ra, eamienñia 695 del señar M é  Barbrá y la 
554 del Grupo Mixto, jse someten conjunta- 
mente a votación? (Asentimiento.) 

Efectumdh Ica votación, quedaron rechaza- 
das los votos partimiares y enm- por 
18 votos en contra y 13 a favor, sin &stw?m- 
ciom. 

El señor PRESIDENTE: Quedan clesestima- 
dos y reservados, en su caso, los derechos 
reglamentarios. 

Ga enmienda 691, del señor Lópctz Rodó, 
en el párrafo a que ha quedado reducida, co- 
incide exactamente con el texto de la Ponen- 
cia. (E l  señor Carro Mariánez pide la pala- 
bra.) 

El señor Carro tiene la palabra. 

Ecl señor CARRO MARTINEZ: La enmienda 
no coincide, sino que es mejor que lo que 
proponía el señor López Rodó, de manera que, 
como quiera que el señor López Rodó propo- 
nía suprimir el inciso final de «integrarse en 
asociaciones profesionales)), porque precisa- 

mente no quería que se prohibiera, sino que 
se permitiese, y con la redacción queda per- 
mitida esta posibilidad de integrarse en aso- 
ciaciones profesionales, se retira la enmienda 
y no !hace falta que se vote, Nos sumaremos, 
en su caso, a la votación de la enmienda del 
señor ,Roca. 

El señor PRESDENTE: Muchas gracias, 
señor Carro. 

Consecuentemente, ponemos a votacidn el 
texto del apartado 1 del artículo 119, en la 
forma completa que resu!ta del texto de la 
Ponencia y de la enmienda «in voce)) de la 
Minoría Catalana, que dice: «Los Jueces y 
Magistrados, así como los Fiscales, mientras 
se hallen en activo, no podrán desempeñar 
cargos públicos ni pertenecer a Partidos PO. 
líticos o Sindicatos. La ley establecerá el sis- 
tema y modalidades de asociación profesio- 
nal de los Jueces, Magistrados y Fiscales)). 

El señor PECES-BARBA MA,R"EZ:  Nos- 
otros pensamos que debe votarse la enmienda 
«in vote)) del señor Roca aparte, como es ha- 
bitual, puesto que se aiiade, y después el texto 
de la Ponencia. 

El señor PRESIDENTE: No hay obstáculo 
por parte de la Presidencia, que está accedien- 
do a votar no sólo apartados, sino párrafo por 
párrafo. En este caso, el primer párrafo co- 
mienza con  los Jueces)) y termina con «O 

Si!ndicaitos». (El señor Pérez-LZwoa R d r i g o  
pide la prlabra.), 

El señor Pérez-Ulorca tiene la palabra. 

El señor ~PEREZ~LLORCA RODFUGO: Si 
el señor Presidente me lo permite, diré que lo 
que podría haiaeirse, como creo sei ha h%ha 
otras veces, aunque, por supuesto, lacatando 
la decisión de la 'Presidencia, es votar la en- 
mienda; si ésta resulta aceptada, podría con- 
siderarse que sí ha quedado aceptado el apar- 
tado 1 'hasta el punto y seguido, con la adi- 
ción anterior, sin que haya lugar a nuevos 
pronunciamientos. Entiendo que estos son los 
términos en que se ha procedido en anterio- 
res ocasiones. 

El señor PRESDENTE: Exactamente, vo- 
tando luego el apartado l, que no ha sido vo- 
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taido, del texto de  la Ponencia. (E l  señor Pe- 
ces-Barba Martínez pude la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA (MARTINEZ: Cree- 
mos que lo correcto, tratándose de una en- 
mienda de adición, es que se vote por se- 
parado, bien primero el texto de la Ponencia 
y luego la enmienda de adicica, o al revés; 
pero por ser una enmienda, vótese primero 
ésta y después todo el texto. 

Gracias, señor Presidente, por SU amabi- 
lidad. 

El señor PRESIDENTE: Se pone a vota- 
ción el texto que dice: ((1. Los jueces...)) 
hasta «. . . sindicaltos)), texto de la Ponencia, 
como se ha leído. 

Efectuada la votación, fue aprobudo &e 
texto por 18 votos a favor y 13 en contra, 
sin absmciones. 

El señor PRESIDENTE: Se pone a vota- 
c i h  ahora el párrafo propuesto por la Mi- 
noría Catalana, quecomienza : «La ley esta- 
blecerá ... » y termina «... con los fiwakw). 
(Risas.) 

Efectuada la votación de la adición, que- 
dó aprobado por unanimidad, con 33 votos 

a favor, y con ello la totalidad del aprta- 
do 1 .  

El señor 'PRESIDENTE : Aunque la hora es 
avanzada, si el apartado 2 lo debatiéramos y 
votásemos, quedaríamos a las puertas de Eco- 
nomía y Ha,cienda (Risas.), Título VIL 

¿Enmiendas que se mantienen al aparta- 
do 2? (Paetsa.) Ninguna. Por lo tanto, se pone 
a votación el apartado 2, texto de la Ponencia, 
del artículo 119. 

Efectuada la votaición, quedó aprobado el 
apartaiüo 2 del artículo 11 9 por unanimidad, 
con 33 votos a favor. 

El señor PRESIDENTE: ¿Se solicita expli- 
cación de voto? (Denegaciones.) 

Vamos a levantar la sesión, que se rea- 
nudará mañana, a la diez y media, en el 
bien entendido, para que podamos programar 
nuestros desplazamientos, de que por diver- 
sos portavoces se nos ha sugerido, y la Mesa 
ha acordado, no celebrar sesi6n mañana por 
la tarde, y continuariapos, si no hubiera cm- 
traorden, el p6xima llunas a las cuatro y me- 
dia de ia  tarde. 

Se levanta la sesión. 

Eran las ocho y cuarenta y cindo minutos 
da la noche. 
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